


Aportes de la Defensoría del Pueblo 
a la Promoción de la Ética Pública 

en los Programas Sociales del Estado

Serie Informes de Adjuntía - Informe Nº 001-2011-DP/APCSG-PEPPCPP 



Defensoría del Pueblo
Jirón Ucayali 388
Lima – Perú
Teléfono: (511) 311-0300
Fax: (511) 426-7889
E-mail: centrodeatencionvirtual@defensoria.gob.pe 
webmaster@defensoria.gob.pe
Portal: http://www.defensoria.gob.pe
Línea gratuita: 0800-15170

Primera edición: Lima, Perú, mayo del 2011.
1000 ejemplares

Hecho el Depósito Legal en la Biblioteca Nacional del Perú.
Nº 2011-06081

El Informe de Adjuntía Nº 001-2011-DP/APCSG-PEPPCPP 
fue elaborado por un equipo del Programa de Ética 
Pública, Prevención de la Corrupción y Políticas Públicas 
de la Defensoría del Pueblo, adscrito a la Adjuntía para 
la Prevención de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad 
e integrado por los comisionados Marcia Águila Salazar, 
Alison Hospina Papuico, Francisco Macedo Bravo, Jessie 
Trevejo Núñez y Carlo Mario Velarde Bazán, la asistencia 
administrativa de July Armas Rojas, y bajo la dirección del 
doctor Eduardo Luna Cervantes, jefe del Programa.

La edición del texto estuvo a cargo de Mario Razzeto.



5

ÍNDICE

PRESENTACIÓN

Capítulo 1: Programas sociales, 
derechos fundamentales y 
Defensoría del Pueblo 

1.1. 	 Programas sociales y derechos fundamentales 
1.2. 	 Competencia de la Defensoría del Pueblo 

para supervisar programas sociales

Capítulo 2: Los programas 
sociales habilitadores y sus 
vulnerabilidades frente a los 
actos de corrupción

2.1.	 Los programas sociales habilitadores
a. 	 Programa Agua para Todos 
b.	 Programa Integral de Nutrición 
c.	 Seguro Integral de Salud (SIS)
d. 	 Programa del Vaso de Leche 
e.	 Programa Techo Propio
f.	 Programa Nacional de Movilización 

por la Alfabetización  (Pronama)
g.	 Programa Integral de Mejoramiento 

de Barrios y Pueblos 
h. Programas de Complementación 

Alimentaria 
i.	 Programa Nacional Wawa Wasi 

2.2. 	 Las quejas recibidas por la Defensoría del 
Pueblo vinculadas a los programas sociales 
habilitadores

11

15

15

24

27

27
29
30
31
32
34
35

36

37

40

41



Defensoría del Pueblo

6

2.3.	 Vulnerabilidades de los programas sociales  
habilitadores
a.	 Cuando se delega una función 

administrativa en terceros, 
beneficiarios o no beneficiarios de la 
implementación de los programas 
sociales, y se carece de los mecanismos 
requeridos para controlar su accionar

b. 	 Cuando la implementación de los 
programas sociales genera una alta 
concentración de la oferta en escasos 
proveedores o sus procedimientos 
posibilitan el beneficio de un reducido 
número de proveedores 

c.	 Cuando los mecanismos de control de los 
programas sociales hayan demostrado 
reiterada y consistentemente su 
ineficacia o insuficiencia para prevenir 
y conjurar los actos de corrupción

d	 Cuando los programas sociales carecen 
de fluidos mecanismos de información 
y comunicación o los existentes son 
insuficientes para prevenir o combatir 
el poder monopólico, la discrecionalidad 
y la falta de rendición de cuentas

Capítulo 3: Estudio de caso: 
vulnerabilidades y circunstancias 
riesgosas frente a la corrupción 
que pueden afectar al Programa 
Juntos

3.1.	 JUNTOS: Justificación del estudio de caso
3.2.	 JUNTOS: objetivos, organización y derechos 

involucrados

49

52

55

57

61

67

67

68



7

Aportes de la Defensoría del Pueblo a la Promoción de la Ética Pública en los Programas 
Sociales del Estado

3.3.	 JUNTOS: vulnerabilidades y circunstancias 
riesgosas frente a los actos de corrupción en 
procesos esenciales
3.3.1.	Proceso de afiliación

3.3.1.1.	Condiciones de vulnerabilidad 
frente a la corrupción

3.3.1.2.	Circunstancias riesgosas 
para la comisión de actos de 
corrupción

3.3.2.Procesos operativos de corresponsabilidades 
en salud–nutrición y educación
3.3.2.1.	Corresponsabilidades en 

salud–nutrición
3.3.2.2.	Corresponsabilidades en 

educación
3.3.2.3.	Condiciones de vulnerabilidad 

frente a la corrupción
3.3.2.4.	Circunstancias riesgosas 

para la comisión de actos de 
corrupción

3.3.3.Proceso operativo de transferencia de 
incentivo monetario
3.3.3.1.	Condiciones de vulnerabilidad 

frente a la corrupción
3.3.3.2.	Circunstancias riesgosas 

para la comisión de actos de 
corrupción

3.3.4.Proceso operativo de suspensión del 
programa
3.3.4.1.	Condiciones de vulnerabilidad 

frente a la corrupción
3.3.4.2.	Circunstancias riesgosas 

para la comisión de actos de 
corrupción

72
74

79

83

85

86

88

89

91

94

96

98

100

102

103



Defensoría del Pueblo

8

Capítulo 4: Mecanismos para 
reducir las vulnerabilidades 
de los programas habilitadores 
frente a la corrupción

4.1.	 El fortalecimiento institucional para 
la gestión e implementación articulada 
de los programas sociales (articulación 
interinstitucional para atender los 
problemas de manera integral)

4.2. 	 Mecanismos de transparencia y acceso a la 
información
4.2.1. Análisis de transparencia 
4.2.2. Registro Único de beneficiarios

4.3.	 Mecanismos institucionales de control 
4.3.1. Comisiones de ética
4.3.2. Auditorías

4.4. Mecanismos de participación, vigilancia 
ciudadana y rendición de cuentas
4.4.1. Sistemas de quejas y denuncias 
4.4.2. Veedurías ciudadanas
4.4.3. Encuestas y estudios 
4.4.4. Capacitación y promoción de la ética 

4.5.	 Mecanismos participativos de monitoreo y 
evaluación de las políticas públicas.
4.5.1. Monitoreo y evaluaciones internas
4.5.2. Sistemas de información actualizados
4.5.3. Evaluaciones externas

 

107

110

115
120
126

129
130
132

134
135
137
138
139

140
141
142
145



9

Aportes de la Defensoría del Pueblo a la Promoción de la Ética Pública en los Programas 
Sociales del Estado

CONCLUSIONES

RECOMENDACIONES 

Bibliografía
 
Anexos

147

155

163

169





11

PRESENTACIÓN

Al presentar la Primera Campaña Nacional contra 
la Corrupción, en junio del 2010, señalé que esta es 
un antiguo mal, enraizado en nuestra historia. Sus 
constantes variaciones demandan una permanente 
actualización de medidas que permitan el descubrimiento 
de evidencias que expongan públicamente la gravedad 
de los perjuicios que ocasiona. La corrupción –anoté, 
entonces– tiene que ser claramente expuesta: sus 
causas, sus distintas expresiones y sus nefastas 
consecuencias para las personas. 

La corrupción es una fuente perversa de vulneración de 
derechos fundamentales que destruye los fundamentos 
éticos sobre los que se construye una democracia. 
Además, representa el más claro ejemplo de trato 
desigual entre los miembros de una comunidad y lesiona 
el principio de la buena administración. 

En efecto, el fenómeno de la corrupción trae consigo 
una pérdida significativa de los recursos públicos que 
se deberían destinar a la atención de los servicios 
básicos (educación, salud, vivienda, seguridad, entre 
otros) y a la lucha contra la pobreza y la exclusión. La 
merma de recursos por causa de la corrupción acentúa 
las desigualdades en las condiciones de vida de los 
ciudadanos peruanos, especialmente de aquellos que se 
encuentran por debajo de la línea de la pobreza y que 
merecen una atención urgente por parte del Estado.

En este contexto y, de acuerdo a su mandato 
constitucional, la Defensoría del Pueblo asume como 
tarea primordial el fortalecimiento de la ética pública 
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y la prevención de la corrupción en el seno de las 
instituciones de la administración estatal. Esta labor 
se torna más relevante cuando nos referimos a los 
programas sociales, los cuales, al estar estrechamente 
relacionados con el ejercicio de derechos fundamentales, 
deben fortalecer los mecanismos internos que 
reduzcan sus vulnerabilidades ante la corrupción y, 
simultáneamente, potencien la transparencia y la 
rendición de cuentas. 

En ese sentido, cabe destacar la realización de un 
estudio como el presente, que identifique debilidades y 
circunstancias riesgosas –para la comisión de actos de 
corrupción– en la ejecución de los programas sociales 
del Estado. 

El estudio, elaborado en el marco del Programa Umbral 
Anticorrupción, se centra en los programas sociales 
habilitadores y evalúa, con especial detenimiento, 
al Programa Nacional de Apoyo Directo a los más 
Pobres (JUNTOS), emblemático programa social de 
incentivos monetarios condicionados al cumplimiento 
de compromisos –por parte de las madres– en educación 
y salud. Asimismo, propone mecanismos, plantea 
recomendaciones para promover la ética pública y 
prevenir la corrupción y, con ello, contribuir al éxito 
de los programas sociales y la vigencia de los derechos 
fundamentales. Su finalidad es fortalecer el ejercicio de 
la ética pública y prevenir la corrupción en el desarrollo 
de los 10 programas sociales habilitadores del Estado 
peruano. 

Con tal propósito, se presentan las vulnerabilidades 
identificadas –comunes a ellos– que pueden posibilitar 
la ocurrencia de actos de corrupción o su ocultamiento. 
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Por ejemplo, se detectó que los programas sociales 
habilitadores presentan debilidades cuando se delegan 
facultades en funcionarios públicos de otros sectores, 
así como en personas ajenas al aparato estatal y cuando 
sus mecanismos de control no están suficientemente 
desarrollados. Tal dificultad se encontró en el Programa 
del Vaso de Leche, el Programa Integral de Nutrición, 
JUNTOS y los Programas de Complementación 
Alimentaria.

En el caso específico de JUNTOS se han identificado 
supuestos de hecho en los que se podría verificar actos 
de corrupción. Así, por ejemplo, se logró determinar que 
la falta de control respecto a las facultades delegadas 
para el cumplimiento de funciones en JUNTOS, 
ocasionó que, en determinados casos, la entrega 
de la transferencia económica se haya realizado de 
manera incompleta, se entreguen billetes falsos o, 
simplemente, no lleguen al beneficiario –el ciudadano 
pobre y excluido– los 100 nuevos soles mensuales que 
provee el programa.

Finalmente, debo reafirmar que, si bien en una 
democracia el Estado debe aplicarse controles 
(políticos, judiciales, administrativos y técnicos) cuya 
eficacia debe ser permanentemente comprobada, es 
el ciudadano el actor central del control externo. El 
ciudadano es quien genera opinión pública, sanciona 
con su voto, denuncia hechos concretos de corrupción y 
mantiene bajo observación continua a las autoridades 
llamadas a ejercer, por ley, tareas fiscalizadoras. Así, 
la existencia de controles eficaces puede evitar que 
los perniciosos efectos de la corrupción se expandan 
a múltiples ámbitos, públicos y privados, de la vida 
humana.
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Al terminar estas líneas, debo expresar el 
agradecimiento de la Defensoría del Pueblo a la 
Agencia para el Desarrollo Internacional de los Estados 
Unidos de Norteamérica (Usaid), sin cuya invalorable 
contribución no hubiese sido posible llevar a cabo esta 
investigación.  

Lima, febrero del 2011.

Beatriz Merino Lucero 
Defensora del Pueblo
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CAPÍTULO 1

PROGRAMAS SOCIALES, DERECHOS 
FUNDAMENTALES Y DEFENSORÍA DEL 

PUEBLO

1.1	 Programas sociales y derechos fundamentales

La Defensoría del Pueblo se rige por el mandato 
constitucional de defender los derechos fundamentales 
de la persona y la comunidad mediante la supervisión 
del cumplimiento de los deberes de la administración 
estatal, así como la adecuada prestación de los servicios 
públicos.1 Por ello ha elegido como objeto de estudio 
a los programas sociales, manifestaciones del poder 
público orientadas a modificar las condiciones de 
vida de ciudadanos pobres, extremadamente pobres y 
excluidos,2 a través del ejercicio de sus derechos.

1	 Cf. Constitución Política del Perú, artículo 162, y Ley Nº 26520, Ley  
Orgánica de la Defensoría del Pueblo, del 8 de agosto de 1995, artículo 1.    
  Se emplea los parámetros del Método de Línea de Pobreza (LP). 
Dicha metodología establece una canasta alimentaria sobre la base 
de un requerimiento calórico mínimo de acuerdo con la región y el 
gasto necesario para satisfacerla, así como una canasta no alimentaria 
compuesta por servicios básicos de vivienda, vestido, educación, salud, 
transporte, entre otros. La suma de las canastas alimentaria y no 
alimentaria es la canasta mínima de consumo o línea de la pobreza. 
Los hogares que no logran solventar ambas canastas son considerados 
pobres, mientras que los hogares cuyo consumo no alcanza la canasta 
alimentaria se consideran extremadamente pobres. Contraloría 
General de la República. Marco conceptual del control gubernamental 
de los programas sociales. Lima: Contraloría General de la República 
y GTZ, 2010 p. 10 y 20. V. también, Metodología para la medición de 
la pobreza en el Perú en el sitio en la Internet del Instituto Nacional 
de Estadística e Informática (INEI). En: <http://www.inei.gob.pe>  
(consulta del 17 de septiembre del 2010).

2
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Los programas sociales son definidos como

	 [el] conjunto estructurado de proyectos y 
actividades por el cual se transfieren recursos 
públicos que se ejecutan en instituciones públicas 
en el ámbito nacional, regional y local. Responden 
a los lineamientos de política de Estado y están 
orientados prioritariamente a resolver problemas 
de una población objetivo en situación de […] 
exclusión o pobreza […]3 

Los programas sociales en el Perú se agrupan en torno 
de tres ejes estratégicos, señalados por el Plan Nacional 
para la Superación de la Pobreza:4 Eje 1: Desarrollo 
de capacidades humanas y respeto de los derechos 
fundamentales; Eje 2: Promoción de oportunidades y 
capacidades económicas; y Eje 3: Establecimiento de 
una red de protección social.

Los programas del Eje 1 (Desarrollo de capacidades 
humanas y respeto de los derechos fundamentales) 
buscan asegurar el capital humano y social de grupos 
de personas en pobreza y pobreza extrema. Para ello 
brindan servicios en salud, alimentación, nutrición, 
educación, vivienda y acceso a agua potable. 

3	 Definición operativa contenida en el Reglamento de la Ley N° 
28540, Ley que crea el Registro Unificado Regional de Beneficiarios 
de los Programas Sociales. El reglamento fue aprobado por el Decreto 
Supremo N° 002-2008-MIMDES del 6 de marzo del 2008.
4  	 Decreto Supremo N° 064-2004-PCM del 8 de septiembre del 2004 
que aprueba el Plan Nacional para la Superación de la Pobreza. En el 
2002 se inició un proceso de reorientación, fusión y desconcentración de 
los programas sociales que, en el 2004, se plasmó en el Plan Nacional 
para la Superación de la Pobreza, formulado de acuerdo con los 
Objetivos del Milenio de la Organización de las Naciones Unidas y las 
políticas de Estado del Acuerdo Nacional. 
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Asimismo, promueven la ciudadanía, la transparencia 
en la gestión pública y la vigilancia ciudadana con el 
propósito de alentar la participación —y la inclusión— 
de todos los miembros de la sociedad en las decisiones 
políticas. 

En tanto, los programas del Eje 2 (Promoción de 
oportunidades y capacidades económicas para las 
personas) se orientan a la promoción de la inserción 
laboral; las oportunidades empresariales; la legalización 
de la propiedad; el acceso al crédito, bienes y servicios 
y la infraestructura socio—económica básica —caminos 
o puentes—.5 

Por su parte, los programas del Eje 3 (Establecimiento 
de una red de protección social) operan frente a riesgos 
de origen natural —sequías, terremotos, inundaciones, 
enfermedades, entre otros— o causados por el ser 
humano —desempleo, deterioro ambiental, guerra y 
otros supuestos— que afectan, fundamentalmente, a 
las personas que se encuentran en situación de pobreza 
extrema. Son, en tal sentido, intervenciones articuladas 
que procuran asistir a los individuos, familias y 
comunidades en situación más desfavorable para que 
puedan efectuar un mejor manejo de los riesgos, así 
como garantizar la vigencia de sus derechos económicos 
y sociales.6 

5	 Cf. Contraloría General de la República. Evaluación de la gestión 
de los programas sociales desde la perspectiva del control – julio 2007 a 
junio 2008. Informe Macro N° 227-2009-CG/PSC-IM. p. 67. 
6 	 Posteriormente, mediante el Decreto Supremo N° 029-2007-PCM 
se aprobó el Plan de Reforma de Programas Sociales que, entre otras 
medidas, integraba y fusionaba tales iniciativas, replanteaba sus 
estrategias de focalización y formas de medición, e intentaba disminuir 
sus gastos administrativos.
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Es notorio, por lo expuesto, que los programas sociales 
del Estado son creados e implementados para propiciar 
el ejercicio de los derechos fundamentales de las 
personas, principalmente de aquellos individuos y 
grupos humanos pobres y extremadamente pobres y, en 
consecuencia, víctimas de exclusión social.

Además, se estima que los programas sociales tienen 
objetivos en común, vinculados al desarrollo humano —
comúnmente identificado con el derecho a la autonomía 
personal o al libre desarrollo de la personalidad—, sea 
mediante la generación de capacidades en las personas 
o de las condiciones básicas para poder ejercer los 
mencionados derechos.7 

Por lo demás, es claro que el desarrollo humano 
resulta necesario para el adecuado funcionamiento del 
sistema democrático. Si una persona, en razón de las 
condiciones en que se encuentra, no puede ejercer sus 
derechos, o ello carece de significado en su vida real, el 
poder público fracasa en su cometido principal y razón 
de ser: asegurar la defensa de la persona y el respeto de 
su dignidad.8 

Es pertinente señalar la relación entre pobreza y 
garantía de derechos fundamentales. En primer término, 
vivir bajo la línea de la pobreza, con las necesidades 
básicas insatisfechas, implica una seria limitación de 
las capacidades y posibilidades de desarrollo personal. 

7 	 Cf. Dirección General de Asuntos Económicos y Sociales del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Guía para el llenado de la ficha 
consolidada de inventario de los programas sociales. Lima: MEF, 2006. 
8	 V. Constitución Política del Perú, artículo 1. 
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La desnutrición crónica infantil, por ejemplo, muestra 
cómo la pobreza afecta el desarrollo psíquico y físico de 
los niños. Según los primeros resultados de la Encuesta 
Demográfica y de Salud Familiar — ENDES Continua 
del 2010, el 17.9% de los niños y niñas entre los 0 y 
5 años sufre de desnutrición crónica.9 En las zonas 
rurales, el índice asciende a 31.3% y, en las urbanas, a 
10.1%. Asimismo, de acuerdo con la ENDES Continua 
del 2010, el 50.3% de los niños y niñas de 6 meses a 
menos de 36 padece de anemia.10

Los datos consignados en la ENDES Continua del 2010 
evidencian que los niños que habitan en la Sierra y la 
Selva presentan índices más elevados de desnutrición 
crónica respecto de los niños costeños —27.6% y 21.7%, 
frente a 10.3%—,11 además de ilustrar el impacto de 

9 	 El índice se obtuvo empleando los parámetros del National Center 
for Health Statistics (NHCS), que eran los recomendados por la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) hasta el 2006, cuando creó 
su propio patrón. El Perú continúa utilizando, principalmente, los 
parámetros del NHCS. De acuerdo con dichos estándares, el porcentaje 
se redujo 0.4% en relación con el año 2009. Cabe agregar, sin embargo, 
que, según la medición sugerida en la actualidad por la OMS, la 
desnutrición crónica, en el año 2010, afectó al 23.2% de los niños que 
tienen entre 0 y 5 años. El índice se redujo 0.6% respecto del año 2009. 
V. Instituto Nacional de Estadística e Informática. Perú: Indicadores de 
Resultados de los Programas Estratégicos, 2010. Encuesta Demográfica 
y de Salud Familiar – ENDES Continua (Primeros Resultados). 
Lima: INEI, 2011. p. 11 – 13. En: < http://desa.inei.gob.pe/endes/
Investigaciones/Libro_Endes.pdf> (consulta del 16 de febrero del 2011). 
10	 V. INEI. Op. cit., p. 12 y 14. Cf. además, Fondo de las Naciones 
Unidas para la Niñez e Instituto Nacional de Estadística e Informática. 
Estado de la niñez en el Perú. Lima: UNICEF e INEI, 2008.; y Ruiz 
Bravo, Patricia, Patrón, Pepi y Quintanilla Pablo (Comp). Desarrollo 
Humano y Libertades. Una aproximación interdisciplinaria. Lima: 
PUCP, 2009. p. 151.
11 	 Otro dato significativo es la relación entre pobreza y lengua 
materna. Resulta paradigmático que el 26% de la población con lengua 
materna originaria viva en situación de pobreza extrema en contraste 
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dicha afección en los diferentes quintiles de riqueza. En 
el quintil superior, la incidencia es baja —2.9%—. El 
incremento es notorio en el segundo quintil —21.3%— 
y se eleva a un alto porcentaje en el quintil inferior 
—35.9%—.12

En suma, la pobreza es un obstáculo para el desarrollo 
pleno de las personas.13 Ello significa que la pobreza 
implica restricciones de acceso a bienes primarios para 

con el 8% que tiene al español como lengua materna. De hecho, en 
las seis regiones donde más del 25% de la niñez tiene como materna 
una lengua originaria, la tasa de desnutrición crónica en niños y niñas 
menores de 5 años está por encima del promedio nacional (17.9%): 19% 
en Puno, 23.7% en Ancash, 30.9% en Apurímac, 30.3% en Ayacucho, 
29.1% en Cusco; y, en el caso de Huancavelica (44.7%) está, incluso, por 
encima del promedio para la población rural (31.3%). Cf. Benavides, 
Martín, Mena, Magrith y Ponce, Carmen. Estado de la Niñez Indígena 
en el Perú. Lima: UNICEF e INEI, 2010. p. 34 y 50. En: <http://www.
unicef.org/peru/spanish/ENI_2010.pdf> (consulta del 28 de enero del 
2011).
12	 Cabe reparar también en que aquellos menores de cinco años 
cuyas madres recibieron educación superior presentan niveles mucho 
menores de desnutrición crónica con relación a los hijos de mujeres que 
no accedieron a educación o solo alcanzaron al nivel primario —6.2% 
ante 32.5%—. V. INEI. Op. cit. p. 13.
13 	 «[…] El desarrollo puede entenderse como el incremento de las al
ternativas reales de vida entre las cuales las personas pueden optar. 
Según este enfoque, el desarrollo es concebido como una expansión de 
la libertad (Sen, 1999) y la escala del conjunto de opciones de vida —
posibilidades de “ser” y “hacer”— disponibles para un individuo, es la 
medida de su libertad efectiva. Dentro de este marco conceptual, las 
capacidades se refieren precisamente al conjunto de opciones entre 
las cuales las personas pueden elegir, y los funcionamientos son los 
elementos específicos contenidos en dicho conjunto que materializan 
las capacidades al transformar el acceso a bienes y servicios en aquello 
que una persona efectivamente logra hacer o ser en distintas etapas 
de su vida […]». Banco Mundial. Informe Regional sobre Desarrollo 
Humano para América Latina y el Caribe 2010. Actuar sobre el futuro: 
romper la transmisión intergeneracional de la desigualdad. En: <http://
www.idhalc-actuarsobreelfuturo.org/site/index.php> (consulta del 28 
de enero del 2011).
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la vida, como una canasta alimentaria básica o servicios 
públicos de primera necesidad —por ejemplo, la vivienda, 
el agua potable y los sistemas de saneamiento—y, 
asimismo, obstaculiza el desarrollo de capacidades 
humanas fundamentales sin las cuales el ser humano 
no puede llevar a cabo acciones significativas en pro del 
sentido de realización personal, aquello que sustenta la 
dignidad de la persona humana. 

Es preciso anotar que, como correlato de la 
afectación de la dignidad de la persona —al reducirse 
considerablemente su capacidad para realizar planes de 
vida—, la pobreza —y, más aún, la pobreza extrema— 
repercute directamente en el ejercicio de los derechos 
fundamentales que materializan y posibilitan la 
capacidad humana de autorrealización. 

Los derechos y libertades relacionados con la capacidad 
humana de autorrealización son los derechos al libre 
desarrollo de la personalidad, al bienestar, a gozar de un 
nivel de vida adecuado —que comprende alimentación, 
vestido y vivienda adecuados—, al trabajo; y, por 
supuesto, a la salud, y a la educación. En el caso de 
los derechos a la salud y la educación, la afectación se 
produce por la probada repercusión que la desnutrición 
ejerce sobre el desarrollo psíquico y físico de la persona, 
sobre todo en los primeros años de vida, así como en la 
constitución de un sistema inmunológico fuerte que la 
proteja frente a enfermedades de toda índole.

Por último, la pobreza —y la consecuente exclusión que 
ella genera— repercute negativamente en el ejercicio de 
derechos como el referente a la identidad, y a participar 
en la vida política, económica, social y cultural de la 
nación. La carencia de un Documento Nacional de 
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Identidad (DNI) —realidad muy común entre los 
ciudadanos en extrema pobreza—14, por ejemplo, 
determina la imposibilidad de acceder a espacios 
laborales e institucionales clave para superarla.

Igualmente, la pobreza puede generar problemas para 
el disfrute de los derechos políticos y, eventualmente, 
menoscabar el derecho a la integridad moral, física y 
psíquica—e, incluso, en el más grave de los casos, el 
derecho a la vida—. 

Se debe considerar, asimismo, que la pobreza y la 
exclusión obstaculizan la vigencia de los derechos 
relativos a la tutela estatal de la familia, la niñez y la 
adolescencia, las madres, y los ancianos abandonados.

Pues bien, todo lo señalado redunda en la idea de que los 
programas sociales, al orientar sus esfuerzos a reducir 
los índices de pobreza y pobreza extrema, potencian la 
capacidad de las personas para que ejerzan sus derechos 
fundamentales.

Como se señaló líneas arriba, los programas sociales 
están agrupados en tres ejes. A continuación se 
revisarán los diferentes derechos y libertades cuyo 
disfrute buscan favorecer o facilitar los programas de 
cada eje. 

Los programas del Eje 1 (Desarrollo de capacidades 

14	 Como dato relevante se puede citar las cifras que arroja el estudio 
El Estado de la niñez indígena en el Perú. Allí se consigna, por ejemplo, 
que el 44% de menores de un año en comunidades indígenas amazónicas 
no cuenta con partida de nacimiento y el 35% de los jóvenes Asháninkas 
no tiene DNI. V. Benavides, Martín, Mena, Magrith y Ponce, Carmen. 
Op.cit.



23

Aportes de la Defensoría del Pueblo a la Promoción de la Ética Pública en los Programas 
Sociales del Estado

humanas y respeto de los derechos fundamentales) 
pretenden, en líneas generales, propiciar el ejercicio 
de los derechos al libre desarrollo de la personalidad, 
al bienestar, a un nivel de vida adecuado, así como el 
derecho de participar en la vida política, económica, 
social y cultural de la Nación.

Asimismo, los programas sociales del Eje 1—también 
denominados habilitadores pues buscan desarrollar 
capacidades y habilidades en las personas pobres—,15 
tienen el propósito de asegurar que no se vulneren los 
derechos a la salud, a gozar de un ambiente equilibrado 
y adecuado al desarrollo de la vida, y a la educación. 
Eventualmente, tal grupo de programas sociales puede 
garantizar la vigencia de los derechos a la vida y la 
integridad moral, psíquica y física de las personas 
pobres y excluidas.

A su vez, los programas del Eje 2 (Promoción de 
oportunidades y capacidades económicas para las 
personas) se orientan a fortalecer el ejercicio de los 
derechos constitucionales al trabajo, así como a la 
libre contratación.16 Los programas sociales que 
integran el Eje 2, —denominados promotores porque 
promueven el acceso a oportunidades económicas— 
están dirigidos a fomentar la cabal realización de los 
derechos fundamentales al bienestar, a un nivel de vida 
adecuado y a la propiedad privada.

Finalmente, los programas sociales que forman parte 
del Eje 3 (Establecimiento de una red de protección 

15	 Cf. Comisión Interministerial de Asuntos Sociales. Marco Social 
Multianual 2009 – 2011.  Orientaciones de Política para los Programas 
Sociales. Lima: Presidencia del Consejo de Ministros y GTZ, 2008 p. 57.
16	 Ibíd.
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social) fueron diseñados para asegurar el ejercicio de 
los derechos a la vida; a la integridad moral, psíquica 
y física; al bienestar; a un nivel de vida adecuado, así 
como el derecho a la salud. Los programas del Eje 3 
—conocidos como protectores— no pretenden generar 
capacidades ni habilidades, sino brindar cuidado a las 
personas y los grupos humanos.17

Los programas de los tres ejes —sean habilitadores, 
promotores o protectores— tienden a cautelar los 
derechos especiales de la familia, la niñez y la 
adolescencia, las mujeres, y los ancianos en abandono. 
Los programas habilitadores y protectores, empero, lo 
hacen con mayor énfasis.  

Establecida, entonces, la vinculación entre los programas 
sociales y el ejercicio de los derechos fundamentales, 
es necesario aseverar que resulta indispensable 
su adecuado funcionamiento institucional para el 
cumplimiento de los objetivos trazados mediante su 
diseño y puesta en ejecución. 

La identificación de las vulnerabilidades es, en tal sentido, 
un instrumento importante para prevenir la comisión de 
actos de corrupción en los programas sociales. 

1.2	 Competencia de la Defensoría del Pueblo 
para supervisar programas sociales

Además de atender la protección de los derechos 
fundamentales, la Defensoría del Pueblo asume 
como tarea primordial el fortalecimiento de la ética 
pública al interior de las instituciones.18 Esa labor 
17	 Ibíd.
18	 Se considera que ética pública es el conjunto de «[…] relaciones 
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se torna más relevante en los programas sociales, 
los cuales, al estar estrechamente relacionados 
con el ejercicio de derechos fundamentales, deben 
reforzar los mecanismos internos que reducen sus 
vulnerabilidades y potencian el control institucional 
y la rendición de cuentas. 

En tal sentido, es necesario fomentar la implementación 
de prácticas de buen gobierno que promuevan la ética 
pública y que prevengan actos de corrupción. En razón 
de ello, resulta importante la realización de un estudio 
como el presente, que identifica vulnerabilidades y 
circunstancias riesgosas para la comisión de actos de 
corrupción como parte de la ejecución de los programas 
sociales del Estado.

Un elemento adicional que toma en cuenta la Defensoría 
del Pueblo se encuentra en la verificación de que 
tales programas forman parte de la administración 
estatal,19 y que muchos de ellos prestan servicios 
públicos a ciudadanos pobres y excluidos. Ambos 
factores habilitan la competencia de la institución para 
supervisar el cumplimiento de los deberes establecidos 
mediante las normas jurídicas que regulan su accionar, 
así como para vigilar que las prestaciones sean las 
requeridas para garantizar el respeto, la protección y 
la realización de los derechos de las personas. 

que se producen entre personas, colectivos e instituciones, en la esfera 
pública, que se basan en criterios de justicia y de respeto por las normas 
convenidas socialmente […]». V. Defensoría del Pueblo. Defensoría 
del Pueblo, Ética Pública y Prevención de la Corrupción. Documento 
Defensorial Nº 12. Lima: Defensoría del Pueblo, 2010. p. 23 y 24.
19	 Recuérdese que los programas sociales constituyen un «[…] conjunto 
estructurado de proyectos y actividades por el cual se transfieren 
recursos públicos que se ejecutan en instituciones públicas […]». 
Decreto Supremo N° 002-2008-MIMDES del 6 de marzo del 2008.
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La competencia de la Defensoría del Pueblo se ve 
reflejada en las quejas presentadas por ciudadanos ante 
la institución por presuntos actos de corrupción y otras 
faltas contra la ética pública en los programas sociales 
habilitadores.20  

20	 Para el presente documento, las faltas contra la ética pública son las 
vulneraciones de los principios, deberes y las prohibiciones prescritas 
por el Código de Ética de la Función Pública (Ley N° 27815).
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CAPÍTULO 2

LOS PROGRAMAS SOCIALES HABILITADORES 
Y SUS VULNERABILIDADES

FRENTE A LOS ACTOS DE CORRUPCIÓN 

2.1.	L os programas sociales habilitadores 

Como se explicó en el capítulo anterior, mediante los 
programas sociales habilitadores, el Estado intenta 
generar capacidades en las personas para superar la 
pobreza y cumplir con sus obligaciones de garantizar la 
vigencia de diversos derechos fundamentales.

El presente estudio de la Defensoría del Pueblo se 
centra en los programas sociales habilitadores. Estos 
inciden especialmente en la satisfacción de una 
amplia gama de derechos vinculados con la realización 
de proyectos de vida, concentran el porcentaje más 
representativo del presupuesto público destinado a 
programas sociales y han sido objeto de un número 
significativo de quejas recibidas por la Defensoría del 
Pueblo sobre presuntos actos de corrupción y otras 
faltas contra la ética pública.  

Con relación a la justificación presupuestal, el listado 
consignado a continuación es de los 10 programas 
sociales habilitadores —que integran el Eje 1—. 
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Cuadro/gráfico 1: 
Presupuesto Institucional asignado a los 
Programas Sociales del Eje 1 en el 2010

Presupuesto Inicial de Apertura – (PIA) 2010
de Programas Sociales del Eje 1

N° Sector/
Pliego Programa

PIA 2010 
(en millones de 
nuevos soles)

1 Vivienda Programa Agua para Todos  (PAPT) 1,227.6

2 PCM Programa de Apoyo Directo a los 
más Pobres (JUNTOS) 625.5

3 Mimdes Programa Integral Nutricional (de 
Nutrición) (PIN) 606.3

4 Minsa Seguro Integral de Salud (SIS)** 464.2

5 Gobiernos 
Locales Programa Vaso de Leche ** 363.0

6 Vivienda Programa Techo Propio 300.1

7 Minedu Programa de Movilización Nacional 
para la Alfabetización –  (Pronama) 230.0

8 Vivienda Programa de Mejoramiento 
Integral de Barrios y Pueblos 123.2

9 Gobiernos 
Locales

Programas de Complementación 
Alimentaria (PCA) 128.0

10 Mimdes Programa Nacional Wawa Wasi 77.5

Total del PIA 2010 asignado a Programas 
Sociales del Eje 1  4,145.5

** Corresponde a la asignación presupuestal.

Fuente: Oficios N° 165-2010-EF/65.12 y N° 836-2010-EF/76.19, 
remitidos por el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) a la 
Defensoría del Pueblo, en respuesta a los pedidos de información 
solicitados por medio de los Oficios Nº 007 y Nº 008-2010-DP/APCSG-
PEPPCPP.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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Cabe resaltar que los programas sociales habilitadores 
generan un gasto mayor al 60% del total del presupuesto 
público destinado por el Estado a los programas sociales. 
Del total de 6.759,3 millones de nuevos soles asignados 
en el 2010 a programas sociales, 4.145,5 millones fueron 
dirigidos a los denominados habilitadores.21 

Como se puede apreciar en la información que figura en 
el cuadro, el Programa JUNTOS ocupa el segundo lugar 
de los programas sociales con mayor presupuesto. Solo 
el Programa Agua para Todos recibe una asignación 
presupuestal mayor.

En las líneas que siguen se hará una breve descripción 
de cada uno de los programas sociales habilitadores; 
precisando los objetivos que persiguen, el público 
objetivo al cual se dirigen, y los programas que —de ser 
el caso— comprenden. 

a. 	 Programa Agua para Todos 

El Programa Agua para Todos (Agua para Todos, en 
adelante)22 se crea por la integración de los siguientes 
programas sociales:

yy Programa de Apoyo a la Reforma del Sector 
Saneamiento (Parssa);

yy Unidad de Gestión del Programa Nacional 
de Agua y Saneamiento Rural (Pronasar);

yy Programa de Inversión Social en Saneamiento 
(Inversan);

21 	 Cifra obtenida del Sistema Integrado de Administración Financiera 
(SIAF) del MEF.
22 	 Decreto Supremo N° 006-2007-VIVIENDA, publicado el 23 de 
febrero del 2007.
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yy Unidad Técnica del Fondo Nacional de 
Vivienda (Fonavi).23

El objetivo general de estos subprogramas es contribuir 
a la ampliación de la cobertura y la mejora de la calidad, 
así como de la sostenibilidad de los servicios de agua 
potable, alcantarillado, tratamiento de aguas servidas 
y disposición de excretas.24

 
Las obras de saneamiento se realizan en zonas urbanas 
y rurales, pues el ámbito de acción de Agua para Todos 
es todo el país. El programa no utiliza un criterio 
de focalización de población–objetivo, emplea el de 
priorización de proyectos, estrechamente vinculado con 
la viabilidad o mérito intrínseco de cada iniciativa. En tal 
sentido, la mayor fuente de financiamiento proviene de 
la cooperación internacional y el dinero es focalizado en 
obras preexistentes, y en proyectos elaborados en zonas 
pobres por la Unidad Coordinadora del denominado 
«Shock de Inversiones».25

b. 	 Programa Integral de Nutrición 

El Programa Integral de Nutrición nace de la fusión y 
reforma de seis programas nutricionales que ejecutaba 
el Programa Nacional de Asistencia Alimentaria 
(Pronaa, en adelante) en forma independiente, entre los 
años 1995 y 2006.26 

23	 Además de otros proyectos y programas en materia de saneamiento.
24 	 V. página Web del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento. 
En: <http://www.vivienda.gob.pe/direcciones/saneamiento_funciones.
aspx> (consulta del 19 de noviembre del 2010).
25	 V. Contraloría General de la República. Programas sociales en el 
Perú. Elementos para una propuesta desde el control gubernamental. 
Lima: Contraloría General de la República y GTZ, 2008. p. 106.
26	 Programa de CEIS y PRONOEIS (Centros de Educación Inicial 
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El propósito del Programa Integral de Nutrición es 
prevenir la desnutrición crónica y la anemia en niños 
y niñas hasta los 12 años de edad, además de madres 
gestantes y lactantes. Entre ellos, prioriza a los 
menores de 3 años que son parte de familias pobres o 
extremadamente pobres. Su cobertura es nacional y 
tiene carácter multisectorial, pues implica el trabajo 
articulado del Ministerio de la Mujer y Desarrollo 
Social (Mimdes, en adelante), el Ministerio de Salud 
(en lo sucesivo, Minsa) y el Ministerio de Educación (en 
adelante, Minedu), con gobiernos regionales y locales, 
así como con la cooperación internacional y la sociedad 
civil.

El Programa Integral de Nutrición se divide en:

yy Subprograma infantil: que atiende a niños 
y niñas de 6 a 36 meses de edad, madres 
gestantes, y madres lactantes.

yy Subprograma preescolar y escolar: que 
atiende a niños y niñas en edad preescolar 
de 3 a 6 años de edad, y niños y niñas en 
edad escolar de 6 a 12 años de edad, de los 
quintiles 1 y 2 de pobreza, en el ámbito 
nacional.

c. 	 El Seguro Integral de Salud (SIS)

El Seguro Integral de Salud (SIS, en adelante) fusiona 
dos programas de salud de previo funcionamiento: el 

y Programas No Escolarizados de Educación Inicial), Programa de 
Alimentación Complementaria para Grupos en Mayor Riesgo (Pacfo), 
Almuerzos Escolares, Desayunos Escolares, Comedores Infantiles, y, 
Programa de Alimentación y Nutrición de la Familia en Alto Riesgo 
(Panfar).  
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Seguro Escolar Gratuito —creado en 1997— y el Seguro 
Materno Infantil —instaurado en 1998—. El numeral 9 
del artículo 6 de la Ley del Minsa27 formaliza la creación 
del SIS y le asigna la finalidad de proteger la salud de 
los peruanos, con especial énfasis en las poblaciones en 
situación de pobreza y pobreza extrema. Está extendido 
en todas las regiones del país y se implementa a través 
de la red de establecimientos del Sector Salud.  

El SIS funciona en dos modalidades: 

yy Seguro subsidiado o gratuito: dirigido 
a ciudadanos, ciudadanas y familias en 
situación de pobreza y pobreza extrema de 
acuerdo con una evaluación socioeconómica 
que no contempla límites de edad.

yy Seguro semi-subsidiado o de costo mínimo: 
dirigido a ciudadanos, ciudadanas y familias 
con limitada capacidad de pago. Señala a los 
65 años como edad máxima para la afiliación 
y permanencia en el seguro.28

d.	 Programa del Vaso de Leche 

El Programa del Vaso de Leche (Vaso de Leche, en 
adelante) es una experiencia local que, posteriormente, 
se transformó en un programa nacional. Surgió por 
iniciativa de la Municipalidad de Lima Metropolitana 
en 1983, y, en el siguiente año —mediante la Ley Nº 
27	 Ley N° 27657, publicada el 29 de enero del 2002.
28	 Asimismo, el artículo 48 del Texto Único Ordenado (TUO) de la 
Ley de Promoción de la Competitividad, Formalización y Desarrollo 
de la Micro y Pequeña Empresa y del Acceso al Empleo Decente —
Ley MYPE— establece que los trabajadores y conductores de las 
microempresas involucradas en dicha ley podrán ser afiliados al 
componente semi-subsidiado del SIS por sus empleadores. 
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24059— se convirtió en un programa de asistencia 
alimentaria materno–infantil aplicado en todas las 
municipalidades del país.29

En la actualidad, se rige por la Ley N° 27470,30 que 
propone como sus objetivos elevar el nivel nutricional 
y mejorar la calidad de vida de los segmentos más 
pobres de la ciudadanía. Asimismo, señala que sus 
beneficiarios son los niños y niñas hasta los 6 años, las 
mujeres gestantes y lactantes y, si existiesen recursos 
disponibles, los niños de 7 a 13 años, los adultos mayores 
y los enfermos de tuberculosis (TBC).  La ley precisa, 
además, que se deberá distribuir una ración diaria de 
250 mililitros de leche o algún alimento equivalente 
preparado.

La ejecución del Vaso de Leche es responsabilidad de 
los gobiernos locales, los cuales están sujetos a ciertas 
restricciones como la obligación de destinar el total 
de los recursos transferidos por el gobierno nacional 
a la compra de alimentos, y el deber de conformar un 
comité administrativo que decida, entre otros aspectos, 
los alimentos que serán adquiridos.31 El rol de las 
madres beneficiarias, organizadas en clubes o comités, 
es fundamental para el funcionamiento del programa, 
pues éstas son las encargadas de recoger el producto, 
prepararlo y distribuirlo. No cuenta, sin embargo, 

29 	 Suárez Bustamante, Miguel. Caracterización del Programa del 
Vaso de Leche. Lima: Dirección General de Asuntos Económicos y 
Sociales del Ministerio de Economía y Finanzas, 2003. En: <http://
www.mef.gob.pe/ESPEC/caracvaso.pdf> (consulta del 19 de noviembre 
del 2010).
30 	 Publicada el 3 de junio del 2001.
31	 Los comités están integrados por el alcalde, un empleado municipal, 
un representante del Minsa, tres representantes de los beneficiarios y 
un representante de la asociación agrícola o campesina local.



Defensoría del Pueblo

34

con una autoridad que regule el cumplimiento de sus 
metas o su ejecución, en general.32 

e.	 Programa Techo Propio

Mediante Resolución Ministerial N° 054-2002-VIVIENDA33 
se creó el Programa Techo Propio (Techo Propio, en 
lo sucesivo), en el ámbito del Ministerio de Vivienda, 
Construcción y Saneamiento, y se encargó su administración 
al Fondo Mi Vivienda.34

 
Los fines de Techo Propio son promover los mecanismos 
que faciliten el acceso de los sectores populares a una 
vivienda digna, en concordancia con sus posibilidades 
económicas, así como estimular la participación del 
sector privado en la construcción masiva de viviendas 
de interés social. 

Con el propósito de asistir a los ciudadanos de sectores 
populares en la adquisición, construcción en sitio 
propio, o mejoramiento de viviendas de interés social, se 
creó el Bono Familiar Habitacional.35 El Bono Familiar 
Habitacional es un subsidio otorgado, por una sola vez, 
a los beneficiarios, el cual no debe ser devuelto y que, 
asimismo, trata de incentivar y complementar el ahorro 
y esfuerzo de los beneficiarios. 

32	 Cf. Alcázar, Lorena, López - Calix, José Roberto y Wachtenheim, 
Eric. Las pérdidas en el camino. Fugas en el gasto público: transferencias 
municipales, Vaso de Leche y Sector Educación. Lima: Instituto Apoyo, 
2003. p. 12.
33 	 Publicada el 15 de septiembre del 2002.
34	 El Fondo Mi Vivienda fue convertido en sociedad anónima mediante 
la Ley N° 28579 del 9 de julio del 2005, modificada por el Decreto 
Legislativo N° 1037 del 25 de junio del 2008.
35 	 Ley N° 27829 del 20 de setiembre del 2002.
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Las familias interesadas en participar en Techo Propio y 
ser beneficiarias del Bono Familiar Habitacional deben 
estar inscritas en el Registro de Grupos Familiares y 
ser consideradas Grupo Familiar Elegible para obtener 
su posterior declaración de beneficiarias.36  

f. 	 Programa Nacional de Movilización por la 
Alfabetización (Pronama)

El Programa Nacional de Movilización por la Alfabetización 
(en adelante Pronama) es un programa del Minedu 
que tiene el propósito de erradicar el analfabetismo en 
el país.37 Sus beneficiarios son personas de 15 años o 
mayores que no saben leer, escribir ni realizar cálculos 
matemáticos básicos —sumar y restar—.

El Pronama está integrado por dos componentes para 
lograr su objetivo:

yy Alfabetización: acciones orientadas a dotar 
de las competencias de lectura, escritura y 
cálculo matemático básico a personas de 15 
o más años que no accedieron a la educación 
oportunamente o que perdieron esas 
capacidades por no utilizarlas.

yy Continuidad educativa: acciones orientadas a 
perfeccionar y ampliar el acceso a la Educación 
Básica Alternativa —de jóvenes y adultos— 
para asegurar que las personas no pierdan las 

36 V. página web del Ministerio de Vivienda, Construcción y 
Saneamiento. En: <http://www.mivivienda.com.pe/Portal/Canales/
Fondo+MIVIVIENDA/Normas+Legales/Normas+Legales.aspx#TP> 
(consulta del 25 de noviembre del 2010).
37	 Creado por Decreto Supremo N° 022-2006-ED del 9 de septiembre 
del 2006.
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competencias de lectura, escritura y cálculo 
matemático.

El programa cuenta con dos componentes complementarios:

yy Bibliotecas comunales: espacios diseñados 
para contribuir con la continuidad del 
proceso de alfabetización. Se ubican en las 
capitales de distrito y se implementan con 
módulos portátiles de lectura —mochilas que 
funcionan como bibliotecas itinerantes—.

yy Campaña Nacional «Ver Para Leer»: dota 
de lentes de lectura a los integrantes de los 
círculos de alfabetización que los necesiten. 
Así, garantiza las condiciones básicas de 
salud visual que les permitan cumplir con su 
proceso de alfabetización.

g. 	 Programa Integral de Mejoramiento de 
Barrios y Pueblos 

El Programa Integral de Mejoramiento de Barrios 
y Pueblos (Mejoramiento de Barrios y Pueblos, en 
adelante) fue creado mediante el Decreto Supremo N° 
017-2007-VIVIENDA38 que fusionó los programas: 

yy Mi Barrio;
yy Mejorando Mi Pueblo; 
yy La Calle de Mi Barrio; 
yy El Programa de Protección Ambiental y 

Ecología Urbana en Lima y Callao; y, 
yy El Programa de Reconstrucción de Viviendas.39 

38	 Publicado el 8 de mayo del 2007.
39 	 Numeral 2 del Artículo 1 del Decreto Supremo N° 
017-2007-VIVIENDA.
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Posteriormente se crearon los proyectos «Mejorando 
Mi Quinta», «Muros de Contención» y el «Proyecto de 
Desarrollo Urbano y Ambiental del Litoral de Lima y 
Callao» como componentes del Programa.

h. 	 Programas de Complementación Alimentaria 

En octubre del 2003, el ejecutivo nacional inició la 
transferencia de los Programas de Complementación 
Alimentaria a las municipalidades provinciales con el 
propósito de que su gestión respondiese a la realidad de 
cada localidad y que sus prestaciones favoreciesen a los 
ciudadanos que las requieren.40 

Los Programas de Complementación Alimentaria tienen 
el objetivo de brindar un complemento alimentario a la 
población en situación de pobreza, pobreza extrema y 
en riesgo de salud, así como a aquella que pertenece a 
los grupos denominados vulnerables.41 Los programas 
son: 42 

yy Programa Comedores Populares: compuesto 
por organizaciones sociales de base, 
integradas por mujeres cuya actividad 
principal es la preparación de alimentos 
y el apoyo social. Pueden denominarse 

40 	 Contraloría General de la República. Programas sociales en el Perú. 
Elementos para una propuesta desde el control gubernamental. Op. cit., 
p. 159. 
41 	 Se considera grupos vulnerables a las niñas, los niños, las personas 
con TBC, los adultos mayores, las personas con discapacidad, en 
situación de riesgo moral y abandono,  así como a las víctimas de 
violencia familiar y política.
42	 Ver la página web del Pronaa. En: <http://www.pronaa.gob.pe/
pagina_web/transferencias/programas_transferidos.htm> (consulta 
del 23 de noviembre del 2010).
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Comedores Populares, Club de Madres, 
Comedor Parroquial, Cocina Familiar 
u otros nombres similares. El objetivo 
del programa Comedores Populares es 
contribuir con el acceso a la alimentación de 
personas en situación de pobreza o extrema 
pobreza mediante la entrega de raciones 
complementarias a familias organizadas 
en todo el país. En este marco, la atención 
a comedores desarrolla actividades 
complementarias a la distribución de 
alimentos, como capacitar a socias en 
nutrición, en salud básica, en higiene así 
como en manipulación y conservación de 
alimentos. 

yy Programa Hogares y Albergues: entrega 
raciones alimentarias complementarias a 
niñas, niños y adolescentes en situación 
de riesgo, alojados en hogares, albergues o 
centros de rehabilitación de menores. Para 
su ejecución se desarrollan los componentes 
de apoyo alimentario, capacitación e 
implementación —además de los procesos de 
supervisión, monitoreo y evaluación—.

yy Programa Alimentos por Trabajo: tiene el 
objetivo de estimular el trabajo comunitario 
no remunerado de los miembros de las 
familias rurales y peri-urbanas mediante el 
reparto de alimentos. Específicamente, se 
orienta a la ejecución de obras y actividades de 
servicios básicos, sociales, agropecuarios, de 
manejo y conservación de suelos, forestación, 
así como de reforestación. La solicitud de 
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apoyo alimentario para la ejecución de 
Alimentos por Trabajo es presentada por 
Organizaciones de Base Funcionales —clubes 
de madres, asociaciones de productores, 
comedores populares, asociaciones de padres 
de familia, entre otras— y Organizaciones de 
Base Territoriales —comunidades nativas o 
campesinas, asentamientos humanos, entre 
otras— a los gobiernos locales distritales.

yy Programa de Alimentación y Nutrición para 
el Paciente Ambulatorio con Tuberculosis 
y Familia (Pantbc): aporta recursos para 
la recuperación del paciente tuberculoso 
ambulatorio y protege a su familia mediante 
el desarrollo de actividades educativas, 
evaluación nutricional y la entrega de 
una canasta de alimentos que brinda el 
28% de los requerimientos proteicos de la 
familia compuesta por un paciente y dos 
personas. Los beneficiarios son personas 
con diagnóstico de TBC pulmonar o 
extrapulmonar que reciben tratamiento 
ambulatorio en el programa de control de 
tal enfermedad en los establecimientos de 
salud del Minsa.

yy Adultos en Riesgo (Actas y Convenios): 
complementa la atención alimentaria 
de adultos en riesgo de salud que viven 
en hogares, albergues, casas – refugio o 
servicios de atención a mujeres afectadas 
por violencia familiar, personas con 
discapacidad u otros similares. El apoyo 
se concreta vía la suscripción de actas de 
compromisos y convenios.  
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La gestión de los Programas de Complementación 
Alimentaria se rige por la Directiva «Lineamientos para 
la gestión descentralizada de los Programas Sociales 
transferidos a los Gobiernos Locales».43

i. 	 Programa Nacional Wawa Wasi 

En 1993, el Programa inició su ejecución bajo el 
nombre de «Hogares Educativos Comunitarios» en el 
Sector Educación. Desde agosto del 2002, el Programa 
Nacional Wawa Wasi (Wawa Wasi, en adelante) se 
mantiene bajo la dirección del Mimdes. 

Wawa Wasi busca generar condiciones favorables para 
el desarrollo integral de niñas y niños menores de cuatro 
años, particularmente, para quienes se encuentran en 
situación de riesgo y condiciones de pobreza o extrema 
pobreza. 

Los Wawa Wasi pueden ser:

yy Wawa Wasi Rural: que opera en dos 
modalidades: 
•	 Wawa Wasi Familiar: funciona en 

la casa de la madre cuidadora. Cada 
Wawa Wasi conforma un módulo que 
atiende entre seis y ocho niños.

• 	 Wawa Wasi Comunal: funciona en 
locales cedidos por la comunidad 
o construidos por el Servicio de 
Wawa Wasi. Puede estar integrado 
hasta por tres módulos que, en total, 

43 Directiva N° 023-2004-MIMDES, aprobada mediante Resolución 
Ministerial N° 804-2004-MIMDES del 25 de diciembre del 2004.
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	 atienden hasta a 24 niños —máximo 
8 por módulo—.

yy Wawa Wasi Institucional: opera bajo 
el auspicio de instituciones públicas y 
privadas que acogen los lineamientos y 
metodologías del programa en beneficio de 
los hijos e hijas menores de sus trabajadores 
y trabajadoras, así como de otros niños y 
niñas de la comunidad. Asimismo brinda 
servicios de cuidado, estimulación temprana, 
alimentación y educación.

El décimo programa social habilitador es el Programa 
Nacional de Apoyo Directo a los Más Pobres (en adelante, 
JUNTOS), que será objeto de un amplio análisis en el 
capítulo 3. 

2.2. 	L as quejas recibidas por la Defensoría del 
Pueblo vinculadas a los programas sociales 
habilitadores

La Defensoría del Pueblo ha recibido, tanto en las 
oficinas como en los módulos de atención que tiene 
desplegados en todo el territorio nacional y en el 
período comprendido entre enero del 2009 y diciembre 
del 2010, 432 quejas referidas a programas sociales 
habilitadores. De estas, 219 fueron declaradas 
fundadas, 133 se consideraron infundadas y 80 
continúan en trámite. 
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Cuadro/gráfico 2: 
Quejas recibidas por programas habilitadores 

(período 2009-2010)

1. Fundadas (219)

2. Infundadas (133)

3. En trámite (80)

Del total de quejas declaradas fundadas por la 
Defensoría del Pueblo (219), el programa que concentra 
el mayor número es el Programa Integral de Nutrición 
(107),44 seguido del Vaso de Leche (52) y los Programas 
de Complementación Alimentaria (23). El cuarto 
programa más quejado es JUNTOS (16), el quinto es el 
SIS (13) y el sexto es Techo Propio (6).  El Pronama y 
Mejoramiento de Barrios y Pueblos solo registran una 
queja fundada, mientras que Wawa Wasi y Agua para 
Todos no presentan ninguna.

44 	 Fusionó diversos programas sociales con un importante despliegue 
en el ámbito nacional. V. nota al pie N° 26.

Elaboración: Defensoría del Pueblo.

En las 219 quejas declaradas fundadas, la Defensoría 
del Pueblo encontró 230 presuntos actos de corrupción
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Cuadro/gráfico 3: 
Quejas fundadas por programa habilitador 

(período 2009-2010)

1. Integral de 
    nutrición (107)
2. Vaso de leche (52)
3. Complementación
    alimentaria (23)
4. JUNTOS (16)
5. SIS (13)
6. Techo propio (6)
7. Mejoramiento de 
    barrios y pueblos (1)
8. PRONAMA (1)
9. Agua para todos (0)
10. Wawa wasi (0)

y otras faltas contra la ética pública. De éstas, 13 se
vinculan a presuntos actos de corrupción, 18 a casos 
de programas sociales que no brindan las prestaciones 
por responsabilidad de sus funcionarios o terceros 
encargados de su ejecución y 169 a que no lo hacen 
porque el Estado no les provee insumos o no los 
cuida diligentemente. Asimismo, en 10 ocasiones, la 
Defensoría del Pueblo detectó cobros no previstos; en 
7 registró exclusiones o suspensiones injustificadas; y, 
también, en 7, condicionamientos no previstos para las 
prestaciones. A la vez se descubrieron cinco casos de 
focalización irregular en programas sociales, y uno en 
el que no se brindó la información pública solicitada. 

No responder a un pedido de información pública 
constituye una falta contra la ética pública, pues vulnera 

Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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los principios y deberes de respeto, transparencia 
y responsabilidad contenidos en el Código de Ética 
de la Función Pública.45 La queja relativa a la falta 
de información pública —expediente N° 0450-2009-
000620 de la Oficina Defensorial de Puno— se presentó 
contra el director de una Institución Educativa (I.E.) 
en la que se ejecuta el Programa Integral de Nutrición. 
Dicho funcionario del Sector Educación no respondió a 
un pedido de información pública relativo a la recepción 
de lácteos y otros alimentos necesarios para proveer de 
desayunos a los escolares beneficiarios del componente 
del programa. 

Las afiliaciones irregulares afectan a la ética pública 
al atentar contra el principio de respeto y el deber 
de responsabilidad del Código de Ética de la Función 
Pública.46 Con  relación a las focalizaciones irregulares, 
se incluyen, como ejemplo, dos quejas: el expediente 
N° 0606-2009-003682 de la Oficina Defensorial de la 
Libertad se refiere a una queja presentada contra los 
responsables del Vaso de Leche en una municipalidad 
de dicha región por incluir en el programa a personas 
que no forman parte de la población–objetivo. Otro 
caso de afiliación irregular se encuentra en la queja 
N° 01212009001575 de la Oficina Defensorial de Lima 
Este.

Introducir nuevos condicionamientos, no previstos 
por las normas, para otorgar las prestaciones de los 
programas sociales constituye una falta ética, debido 
a que vulnera el principio de respeto y el deber de 
responsabilidad del Código de Ética de la Función 

45 	 V. Ley N° 27815, artículo 5, numeral 1, y artículo 6, numerales 2 y 6.
46	 V. Ley N° 27815, artículo 5, numeral 1, y artículo 6, numeral 6.
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Pública.47 Acerca de los condicionamientos no previstos 
para recibir las prestaciones de los programas sociales, 
se registró el expediente N° 0954-2009-001485 del 
Módulo de Atención de Tarapoto. Según dicha queja, 
la entrega de los alimentos del Programa Integral de 
Nutrición se condicionó a la realización de tareas en 
el jardín de un puesto de salud. A su vez, de acuerdo 
con la queja contenida en el expediente N° 1137-2009-
000628 de la Oficina Defensorial del Junín, se supeditó 
la entrega del vaso de leche al pago de tres nuevos soles 
para la compra del premio al ganador del concurso 
realizado con motivo de las fiestas patronales de dicha 
localidad.

Al mismo tiempo, una suspensión o exclusión 
injustificada atenta contra los principios de respeto así 
como justicia y equidad, y el deber de responsabilidad en 
la función pública.48 Un caso de exclusión considerada 
injustificada es el N° 1192-2009-002513 de la Oficina 
Defensorial de Lima Norte. El expediente contiene la 
queja de una persona contra el Vaso de Leche por haber 
sido excluida del programa pese a ser madre lactante, 
una condición que la ubica dentro del público objetivo 
al cual se dirige el programa. En JUNTOS se halló una 
queja por la suspensión de una beneficiaria que alegó 
cumplir estrictamente con las condicionalidades que 
impone el Programa. El expediente es el N° 0505-2010-
002128 de la Oficina Defensorial de Ayacucho.

Los cobros no previstos por la normativa, aquellos 
que no buscan la obtención de una ventaja o beneficio 
indebido, también son faltas contra la ética pública en 
los programas sociales. Atentan contra los principios 
47 	 V. Ley N° 27815, artículo 5, numeral 1, y artículo 6, numeral 6.
48 	 V. Ley N° 27815, artículo 5, numerales 1 y 7, y artículo 6, numeral 6.
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de respeto, de justicia y equidad, y el deber de 
responsabilidad prescritos por el Código de Ética de 
la Función Pública.49 En el sistema de información de 
la Defensoría del Pueblo se ha identificado la queja N° 
0606-2010-002044, mediante la cual un afiliado al SIS 
presenta una queja porque un establecimiento de salud 
le solicitó el pago de 10 nuevos soles por acceder a su 
historia clínica. Por otro lado, el expediente N° 1118-
2010-002357 de la Oficina Defensorial de Huánuco 
muestra cómo la nutricionista de un establecimiento 
de salud cobró un nuevo sol por entregar los alimentos 
del Programa Integral de Nutrición a las beneficiarias 
con el propósito de alquilar un local para almacenar las 
provisiones que recibe.

Cuando los programas sociales no brindan las 
prestaciones por responsabilidad de sus funcionarios o 
terceros encargados de su ejecución, también se vulnera 
la ética pública. Por ello, la afectación a los principios, 
deberes y prohibiciones prescritos por el Código de Ética 
de la Función Pública deberán determinarse en cada 
caso. Por ejemplo, en el expediente N° 1342-2010-002295, 
tramitado por la Oficina Defensorial de Ica, el personal 
encargado de la farmacia de un hospital se ausenta de su 
puesto de trabajo y no atiende a los afiliados del SIS. De 
esta manera, no brinda las prestaciones del programa a 
sus beneficiarios. Asimismo, en el expediente N° 0134-
2010-002030, presentado a la Oficina Defensorial de 
Ica, se supo de una queja por la dilación injustificada 
para la ejecución de las prestaciones de Techo Propio, 
atribuible a funcionarios del Programa.

Respecto de los programas sociales que no brindan 

49	 V. Ley N° 27815, artículo 5, numerales 1 y 7, y artículo 6, numeral 6.
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prestaciones porque el Estado no les dota de los 
insumos requeridos para hacerlo, las vulneraciones a 
los preceptos del Código de Ética de la Función Pública 
también se determinan en cada caso. Ejemplos de este 
tipo son los expedientes N° 0335-2009-000330 de la OD 
Moquegua o el N° 0726-2010-000268 de la OD Ancash, 
en los cuales el Pronaa no entregó los desayunos 
escolares del Programa Integral de Nutrición a la I.E. 
y los alimentos del Pantbc, que forma parte de los 
Programas de Complementación Alimentaria.
 
Por otra parte, existen expedientes que, en el período 
2009–2010, dan cuenta de actos presuntamente 
corruptos en programas sociales que son objeto de 
quejas planteadas ante la Defensoría del Pueblo. Los 
actos en los que se presume corrupción son faltas 
contra la ética pública por antonomasia, y presentan 
una serie de vulneraciones a los principios, deberes 
y prohibiciones del Código de Ética de la Función 
Pública. 

Una de las quejas por presunta corrupción se identificó 
en el expediente N° 0424-2010-000179 de la Oficina 
Defensorial de Puno, en el cual se señala que se había 
detectado la venta de alimentos procedentes del 
Programa Comedores Populares, uno de los Programas 
de Complementación Alimentaria. Similar situación 
se observa en el expediente N° 0928-2010-000279 de 
la Oficina Defensorial de San Martín. En este caso, 
un ciudadano formuló su queja porque personal de un 
establecimiento de salud, encargado de entregar los 
alimentos del Programa Integral de Nutrición, estaría 
comercializando los productos que debía distribuir a los 
beneficiarios. Asimismo, la queja N° 0606-2009-005907, 
presentada ante la Oficina Defensorial de la Libertad, 
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muestra un presunto acto de corrupción en el Vaso 
de Leche. El ciudadano que recurrió a la Defensoría 
del Pueblo señaló que la presidenta del comité del 
referido programa vendía los insumos que recibía para 
distribuirlos entre los beneficiarios. 

Cuadro/gráfico 4: 
Faltas éticas registradas en las quejas fundadas 
sobre programas habilitadores (período 2009–

2010)

1. Falta de provisiones
    del Estado (169)
2. Ineficiencia de
    funcionarios (18)
3. Presunta corrupción (13)
4. Cobros no previstos (10)
5. Condicionamientos
    no previstos (7)
6. Exclusión/suspensión
    no justificada (7) 
7. Focalización irregular (5)
8. No brinda información (1)

El total de presuntos actos de corrupción hallados 
en las quejas declaradas fundadas en los programas 
sociales habilitadores es 13. Cinco casos se presentaron 
en JUNTOS, cuatro en el Vaso de Leche, dos en el 
Programa Integral de Nutrición, y uno en el Pronama 
y los Programas de Complementación Alimentaria. 
Adviértase la alta proporción de casos de corrupción en 
JUNTOS: 5 de un total de 13. 

Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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Cuadro/gráfico 5: 
Presuntos actos de corrupción registrados en las 
quejas fundadas sobre programas habilitadores  

(período 2009–2010)

1. JUNTOS (5)
2. Vaso de leche (4)
3. Integral de 
    nutrición (2)
4. Complementación
    alimentaria (1)
5. PRONAMA (1)

2.3. 	V ulnerabilidades de los programas sociales 
habilitadores

Como se ha señalado, los programas sociales nacen bajo 
la premisa de resolver prioritariamente los problemas 
que encaran los ciudadanos pobres, los extremadamente 
pobres, y los excluidos. 

Sin embargo, en ciertos casos se presentan barreras que 
obstaculizan la adecuada ejecución e impiden el impacto 
previsto para los programas sociales. Vulneraciones 
de la ética pública, manifiestas en presuntos actos de 
corrupción —entre otras razones— podrían ocasionar 
que los cambios esperados no se produzcan. Cabe 
recordar que la pobreza y la corrupción son fenómenos 

Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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que se alimentan mutuamente y es factible considerarlos 
como causas generativas de uno y otro.50 

Ante tal constatación se debe identificar las 
vulnerabilidades ante la corrupción en los programas 
sociales del Estado para adoptar medidas de prevención. 
Se hace necesario detectar los espacios o debilidades 
en los procesos internos de los programas sociales que 
permiten el potencial desarrollo de actos de corrupción 
o su ocultamiento. El presente estudio se orienta en esa 
perspectiva. 

Las condiciones de vulnerabilidad de los programas 
sociales del Eje 1, o habilitadores, se analizan tomando 
como referencia la ecuación que formuló Robert 
Klitgaard para graficar la ocurrencia del fenómeno de 
la corrupción.51

CORRUPCIÓN  PODER MONOPÓLICO DISCRECIONALIDAD RENDICIÓN DE CUENTAS 

Vale decir, la corrupción prospera cuando existe un 
poder monopólico sobre un bien o un servicio; alguien 
tiene el poder discrecional para decidir cuánto obtienen 
los ciudadanos de uno u otro; y los mecanismos de 
rendición de cuentas son débiles.

50	 Cf. Mbonu, Christy. La corrupción y sus repercusiones en el disfrute 
de los derechos humanos, en particular los Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. Documento de trabajo presentado por Christy 
Mbonu de conformidad con la decisión 2002/106 de la Subcomisión de 
Promoción y Protección de los Derechos Humanos de la Comisión de 
Derechos Humanos en su 55º período de sesiones. En: <http://www.
unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/0/495bc6dc280bccf3c1256d6a0032
386e?Opendocument> (consulta del 8 de marzo del 2011).
51	 Cf. Klitgaard, Robert. Controlling corruption. Berkeley y Los 
Angeles: University of California Press, 1988.  
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La presencia de cada uno de estos elementos 
incrementa las posibilidades de ocurrencia de los actos 
de corrupción. Su interrelación es indudable —y hasta 
indispensable— si se pretende interpretar debidamente 
la fórmula de Robert Klitgaard. 

Es conveniente precisar, sin embargo, que no se puede 
interpretar que la discrecionalidad del funcionario 
público es, en todos los casos, nociva per se. Ninguna 
actuación de carácter ejecutiva sería eficiente si no 
se contemplaran razonables ámbitos de autonomía 
y discrecionalidad para la adopción de decisiones o la 
priorización o distribución de los recursos públicos 
destinados a la consecución de fines del mismo orden. 
No obstante, la discrecionalidad se debe ejercer, 
siempre, dentro del margen que otorguen la legalidad 
y las competencias determinadas por ella. La 
discrecionalidad por sí sola no es un factor crítico en la 
cadena de la corrupción, salvo que se desarrolle ajena 
al principio de legalidad que rige la actuación del poder 
público. El abuso de la discrecionalidad —actuar al 
margen de los límites determinados por la ley—, y de la 
posición monopólica que ostentan determinados agentes 
públicos, son los factores que favorecen la ocurrencia del 
fenómeno, máxime si frente a ellos no es posible advertir 
la presencia de mecanismos efectivos de rendición de 
cuentas y que vuelvan transparente la acción pública.

Con relación al poder monopólico al que alude el 
profesor Klitgaard en su fórmula, se puede señalar que 
está referido a la capacidad de concentrar en sí, y de 
modo exclusivo, la decisión sobre un bien o un servicio 
brindado. En otras palabras, es el poder que  tiene el 
sujeto sobre un bien o servicio para decidir a quién lo va 
a entregar o no, en qué momento y bajo qué condiciones.
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Por último, la rendición de cuentas alude a las 
fiscalizaciones verticales y horizontales. Las verticales 
son aquellas que efectúa la ciudadanía en general y las 
horizontales son aquellas que realizan las instituciones 
públicas entre sí.

Las vulnerabilidades frente a la corrupción que se 
presenta a continuación han sido determinadas 
mediante la verificación de la presencia de uno o más 
elementos de la ecuación de Kiltgaard en los diferentes 
procesos de implementación de los programas sociales 
habilitadores. Para ello, además de analizar los 
procesos de los programas sociales, se sometió a estudio 
las quejas presentadas ante la Defensoría del Pueblo 
entre los años 2009 y 2010 —que fueron declaradas 
fundadas— así como fuentes bibliográficas.52 

Se ha identificado que los programas sociales 
habilitadores del Estado son vulnerables frente a la 
corrupción en los siguientes supuestos:

a. 	 Cuando se delega una función administrativa 
en terceros, beneficiarios o no beneficiarios 
de la implementación de los programas 
sociales, y se carece de los mecanismos 
requeridos para controlar su accionar

La implementación de los programas sociales genera 
una serie de relaciones entre los actores ligados a ellos. 
La acción de los funcionarios públicos está sometida 

52 	 Cabe apuntar que los casos mencionados en el presente capítulo 
no representan la totalidad de quejas presentadas ante la Defensoría 
del Pueblo sobre cada una de las condiciones de vulnerabilidad, sino 
que responden a la intención de brindar ejemplos de los supuestos 
identificados.
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al Sistema Nacional de Control y puede ser objeto 
de vigilancia ciudadana y, de este modo, del ejercicio 
del derecho fundamental de participar en los asuntos 
públicos para supervisar el uso del poder delegado, 
concedido u autorizado.

El control de su accionar, sin embargo, se torna más 
complejo cuando las tareas recaen en funcionarios que no 
laboran o prestan servicios para los programas sociales, 
sino que mantienen vínculos con otras instituciones. Ello 
genera una vulnerabilidad frente a los actos de corrupción, 
pues disminuye las posibilidades de prevención. Por 
ejemplo, el proceso de transferencia de incentivo monetario 
de JUNTOS —como se verá con mayor extensión en el 
capítulo 3—, en el cual participa personal del Banco de la 
Nación, ilustra el supuesto en dicho programa.53

Respecto de la delegación de labores en funcionarios 
de otras instituciones, en las tareas que desarrolla la 
Defensoría del Pueblo se halló un caso —expediente N° 
0707–2010-004669— en el cual miembros del personal 
de una I.E. en Piura no distribuían equitativamente 
los bienes del Programa Integral de Nutrición entre 
las beneficiarias del programa social en cuestión. Es 
evidente que tales funcionarios públicos usaban el 
poder de manera discrecional y sin rendir cuentas. 

Las dificultades, empero, se incrementan cuando las 
funciones públicas son ejercidas por beneficiarios 
intermedios de los programas sociales. El desempeño 
de los agentes privados que  ejercen poder público 
en la implementación de los programas sociales                                         
en la administración de recursos y la ejecución de 

53 	 V. «3.3.3. Proceso operativo de transferencia de incentivo monetario».



Defensoría del Pueblo

54

transferencias— no está sujeto a mecanismos de control 
y, por lo tanto, se ejerce un poder discrecional que no 
rinde cuentas. Tal situación crea una vulnerabilidad 
para la comisión de actos de corrupción, constatable 
en los beneficiarios intermedios de programas sociales 
habilitadores, como el Vaso de Leche, los Programas 
de Complementación Alimentaria, Wawa Wasi y el 
Programa Integral de Nutrición. En la labor desarrollada 
por la Defensoría del Pueblo para proteger los derechos 
de las personas se registra un caso a partir de la queja que 
genera el expediente N° 0303-2009-000459, que muestra 
cómo los miembros de un comité local del Vaso de Leche 
—terceros beneficiarios intermedios del programa—, 
en la Región Arequipa, actúan discrecionalmente y no 
rinden cuentas, de forma tal que ponen en evidencia la 
vulnerabilidad señalada.  

Simultáneamente, en los procesos de ejecución54 del 
Programa Integral de Nutrición, la falta de control 
de la actuación de terceros beneficiarios intermedios 
posibilita casos como el que se describe a continuación:

	 […] lo que consume efectivamente cada niño menor 
de tres años es inferior a la cantidad por beneficiario 
que reciben los establecimientos de salud porque 
las madres de familia suelen repartir el contenido 
de la canasta entre los diferentes integrantes de 
su hogar, los cuales muchas veces están en edad 
preescolar o hasta escolar […]55

54 	 Incluyen las transferencias, la ejecución de servicios y las 
contraprestaciones. 
55	 Cf. Soltau, Luis (Coord.) y Sanz, Teodoro. Informe Final. Presupuesto 
Público Evaluado: Programa Nacional de Asistencia Alimentaria 
(PRONAA). Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (MIMDES). 
Lima: Ministerio de Economía y Finanzas, 2008.
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b.     Cuando la implementación de los programas
    sociales genera una alta concentración de 

la oferta en escasos proveedores o sus 
procedimientos posibilitan el beneficio de 
un reducido número de proveedores 

La provisión de servicios en los programas sociales genera 
una alta y constante oferta de bienes y servicios. Si, por 
el contrario, los proveedores que suelen competir para 
satisfacerla son pocos, se observa una vulnerabilidad 
frente a la corrupción, manifiesta en la existencia de 
una situación cercana al oligopolio. Asimismo, si los 
procedimientos avalan una actuación discrecional 
que permite favorecer a algunos proveedores sin que 
se deba rendir cuentas por ello, surge, asimismo, la 
vulnerabilidad.

En tal sentido, es importante considerar que, si bien la 
oferta de los programas sociales tiene un bajo impacto 
en los mercados locales, es trascendental para los 
proveedores que suelen contratar con ellos. Las ventajas 
que perciben ciertos proveedores guardan directa 
relación con la calidad y eficiencia de las compras de los 
programas sociales habilitadores.

La vulnerabilidad frente a los actos de corrupción que 
acarrea la escasez de proveedores se evidencia en los 
procesos de adquisición del Vaso de Leche:
     [D]e los 751 proveedores que vendieron leche y/o 

alimentos equivalentes [en el año 2009], doce (12) 
proveedores acumulan 50.2 por ciento (S/145.6 
millones de nuevos soles) de las ventas totales 
realizadas al [Vaso de Leche], mientras que los 740 
proveedores restantes acumularon el 49.8 por ciento 
que significa un importe de S/144.4 millones de 
nuevos soles […]56. 

56	 Contraloría General de la República. Informe Macro sobre la Gestión 
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Ante tal situación, el órgano superior del Sistema 
Nacional de Control concluye que:
   	
	 [Ello] origina el riesgo [de] que los precios de mercado 

se encuentren influenciados principalmente por la 
oferta de las mismas, por lo que los titulares de las 
municipalidades y responsables de los procesos de 
selección de las municipalidades deben cautelar 
el cumplimiento de la Ley de Contrataciones del 
Estado, en particular, de sus principios, entre 
otros, el de libre concurrencia y competencia y el de 
trato justo e igualitario; para fomentar la mayor 
pluralidad y participación de postores potenciales 
en las mismas condiciones, a fin de conseguir las 
mejores condiciones de precio y calidad […]57

La escasez de proveedores en el Vaso de Leche puede 
ocasionar deficiencias en el servicio prestado, tal como 
queda en evidencia en una queja resuelta por la Oficina 
de Defensoría del Pueblo en la Región Tumbes. El 
expediente N° 0726-2009-001297 expone el caso de un 
proveedor favorecido que entregó productos no aptos 
para el consumo humano. 

del Programa del Vaso de Leche. Período 2009. Informe Macro N° 656-
2010-CG/PSC-IM. p. 16. Es necesario señalar que, en el año 2008, el 
42.6% del gasto —114.7 millones de nuevos soles— se concentró en seis 
proveedores, y, en el 2007, los mismos proveedores representaron el 
47.6% del gasto. Contraloría General de la República. Informe Macro 
sobre la Gestión del Programa del Vaso de Leche. Período 2008. Informe 
Macro N° 113-2010-CG/PSC-IM. p. 19.
57	 Contraloría General de la República. Informe Macro sobre la Gestión 
del Programa del Vaso de Leche. Período 2009. p. 18. En el Vaso de 
Leche, la Contraloría verifica, además, que el principal proveedor —una 
empresa que concentró el 20.1% de lo gastado en el año 2009— vendió, 
por ejemplo, la mezcla de cereales adquirida por el programa a mayor 
costo en el país. 
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Asimismo, el vasto marco legal de las adquisiciones en el 
marco de los procesos de provisión contempla situaciones 
de excepción que, si no son aplicadas con transparencia y 
con estricta sujeción a los mecanismos de control, pueden 
configurar severas condiciones de vulnerabilidad frente a 
la corrupción. Éstas se pueden expresar en innecesarias 
exoneraciones de procesos de selección que beneficiarían 
a algunos proveedores.58 Como señala la Contraloría 
General con relación al Vaso de Leche:

	 [se] advierte que las municipalidades vienen 
aprobando exoneraciones [del proceso de selección] 
bajo la causal de situación de desabastecimiento sin 
evaluar que realmente responda a un hecho inminente, 
extraordinario o imprevisible [,] perjudicando la libre 
concurrencia, competencia y transparencia que debe 
existir en todo proceso de adquisición […] 59

c. 	 Cuando los mecanismos de control de los 
programas sociales hayan demostrado 
reiterada y consistentemente su ineficacia 
o insuficiencia para prevenir y conjurar los 
actos de corrupción

La ineficacia o insuficiencia de los mecanismos de control 
diseñados o implementados para prevenir y conjurar la 
corrupción en los programas sociales es la vulnerabilidad 
detectada con mayor recurrencia en este estudio. La 
falta de efectividad de los mecanismos de control para 
enfrentarse a casos de mal uso de poder público en busca 

58	 Banco Mundial. Mejorando el Proceso de Adquisiciones y 
Suministros para fortalecer la eficacia nutricional del Programa Vaso 
de Leche del Perú. Banco Mundial: 2010.
59	 Contraloría General de la República. Informe Macro sobre la 
Gestión del Programa del Vaso de Leche. Período 2009. p. 40.
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de obtener ventajas o beneficios indebidos puede deberse 
a su inadecuación a la realidad o a la imposibilidad de 
aplicarlos y asegurar el ejercicio ético en los programas.60 

Las principales evidencias de tal ineficacia o insuficiencia 
son los antecedentes de la comisión u ocurrencia de actos 
de corrupción en los programas sociales que no han sido 
investigados y sancionados. Dichos casos deben originar 
reflexiones respecto de la necesidad y urgencia de poner 
en práctica mecanismos de control idóneos. Y además, 
esos actos de corrupción podrían generarse ante casos 
de permeabilidad de los programas sociales frente a 
presiones políticas o sociales. El proceso de focalización 
del Vaso de Leche, apunta el Banco Mundial, es 
permeable a presiones políticas y sociales:

	 Los Comités del Programa de Vaso de Leche en 
Lima tienen mayor injerencia en la determinación 
del grupo objetivo del programa. Por eso la 
focalización no llega a evaluar suficientemente las 
condiciones —reales— [en] las afueras de Lima.61

En la labor de la Defensoría del Pueblo se ha constatado, 
asimismo, cómo se ejerce presiones políticas y sociales 
sobre los beneficiarios de los programas habilitadores. 

60	 Se debe tener en consideración que, al hacer referencia a los 
mecanismos de control de los programas sociales que hayan demostrado 
reiterada y consistentemente su ineficacia o insuficiencia para prevenir 
y conjurar los actos de corrupción, no se incluye a aquellos casos en los 
que se delega una función administrativa en terceros —beneficiarios o 
no de la implementación de los programas sociales— y se carece de los 
mecanismos requeridos para controlar su accionar. Ese supuesto fue 
explorado en el acápite b del presente subcapítulo. 
61	 Banco Mundial. Mejorando el Proceso de Adquisiciones y 
Suministros para fortalecer la eficacia nutricional del Programa Vaso 
de Leche del Perú. Op. cit.
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Un claro ejemplo se registra en el expediente N° 0102-
2009-002071, de la Oficina Defensorial de Lima, que 
se refiere a un condicionamiento de la entrega de los 
productos del Vaso de Leche a la participación en una 
actividad política.

Los procesos de provisión62 —específicamente, de 
adquisiciones— en el Programa Integral de Nutrición 
y el Pronama muestran cómo la complejidad de los 
procedimientos obstaculiza y vuelve estériles a los 
mecanismos de control. El caso del Pronama exhibe 
la forma en que los sistemas de control han perdido 
eficacia:  
	
	 […] los continuos retrasos en el pago a los 

facilitadores y supervisores […] es otro proceso crítico 
en el funcionamiento del Pronama. De acuerdo a 
la revisión de los documentos sobre las cadenas de 
pago y las entrevistas con los diferentes actores, 
las dificultades responderían principalmente a 
demoras en los trámites de pago. Las cadenas de 
pago son bastante largas [e involucran a] varios 
actores, procesos y trámites […] Resulta difícil 
precisar el tiempo que toman estos procesos y 
calendarizarlos […] Aparentemente, el énfasis del 
programa en garantizar el control de las actividades 
efectivamente realizadas ha creado esta cadena tan 
extensa y con muchos actores comprometidos […] 
convendría preguntarse también por la necesidad 
y efectividad de tantos controles [...] 63

62 Los procesos de provisión atienden necesidades operativas y 
administrativas e incluyen las contrataciones, los convenios y los 
acuerdos para transferencias y donaciones, así como las formalidades 
para la ejecución de los programas. 
63	 Alcázar, Lorena (Coord.), Cueto, Santiago y Sanz, Pilar. Informe 
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El diseño inadecuado de los controles internos y externos 
del gasto público pone en evidencia la vulnerabilidad 
frente a la corrupción de los procesos de ejecución de 
los programas sociales habilitadores. Por ejemplo, 
la insuficiencia de tales mecanismos en el Programa 
Integral de Nutrición deriva de: «[…] la limitada 
cantidad de supervisiones que efectúa el Pronaa […]»   
y «[disminuyen] la probabilidad de detectar prácticas 
inadecuadas […]».64

Es indispensable, por lo expuesto, que los mecanismos 
de control estén plenamente operativos y sean 
eficientes y eficaces para vigilar los procesos de los 
programas sociales habilitadores, y evitar la condición 
de vulnerabilidad frente a la corrupción. Al respecto, el 
Banco Mundial afirma que la Contraloría General no 
está en capacidad de evaluar toda la información que le 
remite el Vaso de Leche:

	 Cada municipalidad debe enviar dos informes 
mensuales: a) un informe de ingresos y gastos; 
b) un informe sobre las raciones repartidas […] 
el personal de la Contraloría contrasta el costo 
promedio y el valor referencial; los productos 
adquiridos frente a las especificaciones del 
contrato; cantidad de raciones distribuidas versus 
el número de beneficiarios y días cubiertos; y el 
valor nutricional de los valores versus el mínimo 
exigido por ley. Sin embargo, además del monitoreo 
formal de las reglas de cumplimiento, el personal 
de la Contraloría no tiene capacidad para realizar 

Final. Presupuesto Público Evaluado: Programa Nacional de 
Movilización por la Alfabetización (Pronama). Ministerio de Educación 
(Minedu). Lima: Ministerio de Economía y Finanzas, 2009.
64	 Cf. Soltau, Luis (Coord.) y Sanz, Teodoro. Op. cit.
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evaluaciones analíticas del rendimiento del 
programa. Por lo tanto, la base de datos que tienen 
a su disposición estaba sub-utilizada […]65 

d.	 Cuando los programas sociales carecen 
de fluidos mecanismos de información 
y comunicación o los existentes son 
insuficientes para prevenir o combatir el 
poder monopólico, la discrecionalidad y la 
falta de rendición de cuentas

El fluido intercambio de información y comunicación al 
interior de las instituciones que ejecutan los programas 
sociales entre las distantes entidades del Estado y 
con la ciudadanía se torna necesario para prevenir la 
corrupción. La carencia o insuficiencia de mecanismos de 
comunicación e información intra e interinstitucionales 
configura, por ello, condiciones de vulnerabilidad frente 
al fenómeno. 

El flujo de información es indispensable, por ejemplo, 
en el proceso de priorización de los programas sociales 
habilitadores para acceder —y, además, con facilidad— a 
la información respecto de la selección de los beneficiarios.  

	 Es el caso del Programa del Vaso de Leche, donde no 
existen los espacios para contar con la información 
que permita corregir el incumplimiento de los 
criterios de priorización establecidos [atención 
a beneficiarios de segunda prioridad sin haber 
cubierto las necesidades de los considerados como 
primera prioridad], lo que se profundiza en Lima, 

65	 Cf. Banco Mundial. Mejorando el Proceso de Adquisiciones y 
Suministros para fortalecer la eficacia nutricional del Programa Vaso 
de Leche del Perú. Op. cit., p. 23.
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entre otras razones, porque «es más fácil evaluar las 
condiciones en las ciudades a las afueras de Lima 
que son más pequeñas y más accesibles que la densa 
población de la Lima urbana» 66 

Además, los mecanismos de focalización pueden ser 
fallidos si no interactúan con otros, como sucede con 
los niveles de filtraciones en el Programa Integral de 
Nutrición, resultantes de no cruzar información con 
JUNTOS.67 La situación se agrava si la comunicación 
no se produce dentro de los propios programas, tal como 
sucede en Agua para Todos:

	 […] los criterios y mecanismos de focalización son 
diferentes para cada unidad operativa [Agua para 
Todos está conformado por varios proyectos en 
un intento por integrarlos], lo que hace muy difícil 
comparar criterios para el programa en general […]68

Sobre el particular, la Defensoría del Pueblo ha conocido 
casos de focalizaciones irregulares en el Vaso de Leche 
—como la queja que genera el expediente N° 1137-
2009-000311 de la Oficina Defensorial de Junín—, el 
Programa Integral de Nutrición —expediente N° 0433-
2010-000450 de la Oficina Defensorial de Apurímac— y 
Techo Propio —expediente N° 0121-2009-001575 de la 
Oficina Defensorial de Lima—.

  
66      Banco Mundial. Mejorando el proceso de Adquisiciones y Suministros 
para fortalecer la eficacia nutricional del Programa Vaso de Leche del 
Perú. Op. cit.
      Cf. Soltau, Luis (Coord.) y Sanz, Teodoro. Op. cit. 
68	 Machicao, José Carlos (Coord.), Andrade, Raúl y Barra, Arturo. 
Informe Final. Presupuesto Público Evaluado: Agua para Todos. Lima: 
Ministerio de Economía y Finanzas, 2009. 

67



63

Aportes de la Defensoría del Pueblo a la Promoción de la Ética Pública en los Programas 
Sociales del Estado

Por otro lado, los procesos de afiliación y registro 
requieren del intercambio de información para su correcto 
funcionamiento. La falta de datos certeros acerca de los 
procedimientos de los programas sociales que tienen 
los beneficiarios y los propios funcionarios genera una 
vulnerabilidad frente a los actos de corrupción.69 

La condición de vulnerabilidad se verifica, asimismo, en 
los procesos de provisión cuando no funcionan canales 
de comunicación y transmisión de información que 
avalen la realización de adquisiciones que respondan 
a las necesidades de los beneficiarios. Ello sucede en 
el Programa Integral de Nutrición, donde la compra de 
alimentos se efectúa de acuerdo a los requerimientos 
que plantean sus equipos zonales, así como estimaciones 
históricas, sin contar con información actualizada y, 
mucho menos, con datos de otros actores, sectores y 
programas sociales que facilitarían compras óptimas en 
beneficio de los destinatarios finales.70 

Casos tramitados por la Defensoría del Pueblo, como el 
expediente N° 0931-2009-001616 —Oficina Defensorial 
de Ucayali—, hacen patentes algunas deficiencias en 
el abastecimiento del Programa Integral de Nutrición 
ocasionadas por no utilizar información actualizada. En 
dicha queja, una institución educativa reclamaba que 
había recibido desayunos escolares para el número de 
alumnos matriculado el año previo, no para la cantidad 
de estudiantes del año en curso.  En razón de ello, 35 
niños no recibirían los beneficios del programa social. 
 

69	 Arróspide, Mario (Coord.), Rozas, Karina y Valderrama, José. 
Informe Final. Presupuesto Público Evaluado: Seguro Integral de 
Salud. Lima: Ministerio de Economía y Finanzas, 2009.
70	 Cf. Soltau, Luis (Coord.) y Sanz, Teodoro. Op. cit. 
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En lo referente al flujo de información, interno y externo, 
es preciso apuntar que permite el eficaz funcionamiento 
de los mecanismos de monitoreo, evaluación y de control. 
Los datos que proporcionan el monitoreo y la evaluación 
favorecen el control y disminuyen las vulnerabilidades 
frente a los actos de corrupción. 

Una solicitud de información que emitió el Programa de 
Ética Pública, Prevención de la Corrupción y Políticas 
Públicas de la Defensoría del Pueblo ha permitido 
observar debilidades en los mecanismos de información 
inter e intrainstitucionales relacionados con los 
programas sociales habilitadores. Dos dependencias 
del MEF, la Dirección General del Presupuesto Público 
y la Dirección General de Asuntos Económicos y 
Sociales, respondieron de manera diferente respecto del 
presupuesto institucional ejecutado por los programas 
sociales del Eje 1 en el  2009.

Mientras la Dirección General del Presupuesto Público 
sostuvo que el Pronama ejecutó 119.5 millones de 
nuevos soles en el año 2009, la Dirección General de 
Asuntos Económicos y Sociales informó que se habían 
ejecutado 118 millones de nuevos soles. A su vez, la 
Dirección General del Presupuesto Público apuntó 
que el Programa Integral de Nutrición ejecutó 525.3 
millones de nuevos soles en 2009, cifra mayor que 
los 507.5 millones de nuevos soles reportados por la 
Dirección General de Asuntos Económicos y Sociales. 
La sumatoria de lo ejecutado en los programas sociales 
del Eje 1 para el año en cuestión, por ende, difiere: la 
Dirección General del Presupuesto Público indica el 
monto de 3,818.3 millones de nuevos soles, distante de 
los 3,799 millones de nuevos soles que puntualiza la 
Dirección General de Asuntos Económicos y Sociales. 
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Se debe apuntar que la fuente citada por la Dirección 
General de Asuntos Económicos y Sociales es el Sistema 
Integrado de Administración Financiera (SIAF) y que 
la Dirección General del Presupuesto Público, además 
de mencionar al SIAF y a sí misma, cita a la propia 
Dirección General de Asuntos Económicos y Sociales.

El caso descrito muestra la vulnerabilidad que radica 
en la carencia o insuficiencia de los mecanismos de 
flujo de información para prevenir el poder monopólico, 
discrecional y la falta de rendición de cuentas, 
evidenciado en el órgano responsable de administrar el 
presupuesto público en el gobierno nacional, cuyo rol 
es trascendental para la ejecución de los programas 
sociales del Estado.
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CAPÍTULO 3

ESTUDIO DE CASO: VULNERABILIDADES Y 
CIRCUNSTANCIAS RIESGOSAS FRENTE A LA 

CORRUPCIÓN EN EL PROGRAMA JUNTOS

3.1. 	 JUNTOS: Justificación del estudio de caso

Tras haber analizado, en forma general, las condiciones 
de vulnerabilidad que es posible encontrar en los 
programas sociales habilitadores, a continuación se 
presenta un estudio de caso que analiza en profundidad 
las vulnerabilidades y circunstancias riesgosas frente a 
la corrupción en JUNTOS. Las circunstancias riesgosas, 
cabe precisar, son supuestos de hecho en los que se 
podría verificar actos de corrupción en el marco de una 
condición de vulnerabilidad.

La Defensoría del Pueblo decidió realizar el estudio de 
caso por las siguientes razones: 

yy Es el primer y único programa de transferencias 
directas condicionadas que opera en el Perú; 

yy Es el programa social habilitador con el 
presupuesto más elevado en el país, después 
de Agua para Todos;71 

yy Está dirigido a la ciudadanía en situación 
de pobreza, extrema pobreza y exclusión, 
y tiene directa incidencia en el respeto, 
protección y realización de diversos derechos 
fundamentales; 

yy Comprende a más de dos millones de 
beneficiarios, cuyas condiciones de vida son 

71	 Ver cuadro/gráfico 1 en el Capítulo 2.
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mejoradas por la transferencia directa, así 
como por las prestaciones de los servicios 
que implican sus condicionalidades;72 73  

yy articula la oferta de diversos servicios 
públicos relacionados con la salud y la 
nutrición, la educación y la identidad;

yy es el programa social habilitador que registra 
la mayor proporción de quejas presentadas 
ante la Defensoría del Pueblo, y declaradas 
fundadas, ante casos de presunta corrupción. 
El 38.46% de las quejas sobre supuestos actos 
de corrupción en programas habilitadores se 
concentra en JUNTOS.74

3.2. 	 JUNTOS: objetivos, organización y derechos 
involucrados

JUNTOS fue creado para promover el ejercicio de los derechos 
de las personas mediante la articulación de la oferta de 
servicios en salud y nutrición, educación e identidad.75 
La estrategia para alcanzar su objetivo es triple:76 

72	 Según cifras del Programa, JUNTOS tenía 2.312.207 beneficiarios 
en el año 2009. V. <http://corda.juntos.gob.pe> (consulta del 24 de 
noviembre de 2010).
73	 Estudios realizados por el Banco Mundial estiman que JUNTOS 
incide positivamente en la reducción de la pobreza extrema en el Perú. 
V. Perova, Elizaveta y Vakis, Renos. Welfare impacts of the “Juntos” 
Program in Peru: Evidence from a non-experimental evaluation. En: 
<http://www.juntos.gob.pe/boletin/eval_juntos/Evaluacion_Cuasi-
Experimental.pdf> (consulta del 27 de abril del 2010).
74	 Lo que no necesariamente indica que en JUNTOS se registre una 
mayor incidencia de casos de corrupción. Ello puede deberse a múltiples 
factores.  
75	 Mediante Decreto Supremo N° 032-2005-PCM, publicado el 30 de 
abril del 2005, y modificado por el Decreto Supremo N° 062-2005-PCM 
del 9 de agosto del 2005.
76	 Nótese que JUNTOS es un programa habilitador que tiene, además, 
componentes promotores y protectores. 
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yy Realizar transparencias directas de 100 
nuevos soles cada mes —y, posteriormente, 
200 nuevos soles bimestrales— en beneficio 
de las familias más pobres de la población, 
rural y urbana, con menores de 14 años y 
mujeres embarazadas en hogares de los 
distritos seleccionados;

yy Mejorar su acceso y uso a los servicios sociales 
que presta el Estado —específicamente, los 
servicios de salud y nutrición, educación, e 
identidad—; 

yy Promover actividades económicas en estas 
comunidades y localidades.

Las condiciones que impone para acceder a las 
transferencias monetarias directas son: 

yy Con  relación a la identidad, la madre, padre 
viudo o solo, o cuidador, debe tener su D.N.I. 
actualizado y en buen estado. Sus hijos 
menores, desde el año 2007, necesitan contar 
con D.N.I. a partir de los 30 días de nacidos; 

yy Respecto del componente nutricional, la 
madre, padre viudo o solo, o cuidador, debe 
recoger la papilla fortificada para los menores 
entre seis meses y tres años, y asistir a 
las charlas sobre prácticas alimentarias 
adecuadas;

yy Acerca de la salud, la madre, padre viudo o 
solo, o cuidador, tiene que llevar a la posta o 
centro de salud a los menores de cinco años 
para un control mensual, asegurarse de que 
completen su esquema de vacunas y seguir 
las demás indicaciones médicas del personal 
de salud; las gestantes, por su parte, tienen 
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la obligación de acudir a sus controles 
prenatales y comprometerse a dar a luz en 
un establecimiento de salud;

yy En educación, la condición para el beneficiario 
titular es matricular a sus hijos e hijas entre 
6 y 14 años, y, asegurar su asistencia, por lo 
menos, al 85% de los días de clase.77

JUNTOS forma parte de la Estrategia Nacional 
CRECER,78 cuya finalidad es combatir la desnutrición 
crónica infantil. A inicios del 2010, el programa llegaba 
a 450110 hogares pobres en 638 distritos rurales de 115 
provincias ubicadas en 14 regiones del país.79 

El ingreso de los distritos al programa se basa en el 
cumplimiento de cinco variables establecidas por el 
MEF: afectación por la violencia —como parte de la 
estrategia de reparaciones—, pobreza extrema, pobreza 
por necesidades básicas insatisfechas —basada en 
los mapas de pobreza del INEI—, brecha de pobreza 
—diferencia entre el gasto promedio de hogares en 
pobreza extrema respecto de la línea de pobreza—, y, 
desnutrición infantil crónica.

A su vez, JUNTOS tiene la siguiente estructura 
orgánica básica:

77	 Cf. Contraloría General de la República. Programas sociales en el 
Perú. Elementos para una propuesta desde el control gubernamental. 
Op. cit., p. 45 – 46. 
78	 Creada mediante Decreto Supremo N° 055-2007-PCM del 2 de julio 
del 2007.
79	 Cf. Programa JUNTOS. Boletín Estadístico – A Enero 2010. En: 
<http://www.juntos.gob.pe/boletin/estadistico10/General.pdf> (consulta 
del 23 de noviembre del 2010).
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Cuadro/gráfico 6: 
Organigrama de JUNTOS

Consejo Directivo
Presidencia

OCI

Unidad Gerencial de
Asesoría Legal

Unidad Gerencial de
Planeamiento

Presupuesto y Evaluación

Unidad Gerencial Operativa
de Comunicación y Enlace

Sectorial

Equipo de
Comunicación
Participativa

Equipo
Regional

Equipo de Enlace y
Cumplimiento de

Corresponsabilidades

Equipo de
Planeamiento y

Presupuesto

Equipo de
Focalización y
Recertificación

Equipo de
Monitoreo y
Evaluación

Comité Nacional de
Supervisión y
Transparencia

Dirección Ejecutiva

Dirección Ejecutiva
Adjunta

Unidad Gerencial de
Administración

Unidad Gerencial de
Tecnología de Información

Equipo de Difusión e
Imagen

Unidad Gerencial
Operativa de Afiliaciones 

y Liquidaciones

Equipo de
Afiliación

Equipo de
Liquidación y

Transferencias

Fuente: Portal de JUNTOS en la Internet (consulta del 23 de noviembre 
del 2010). 

Como se desprende de lo previamente señalado, JUNTOS 
está destinado a los hogares pobres y extremadamente 
pobres de los distritos focalizados, cuyos integrantes 
habiten permanente en ellos —más de nueve meses por 
año— y estén integrados por niñas o niños menores de 
14 años, así como por madres gestantes.80 

80	 V. Portal en la Internet del Programa Juntos. En: <http://www.
juntos.gob.pe/introduccion.php> (consulta del 23 de noviembre del 
2010).
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JUNTOS es muy importante porque, gracias a su 
intermediación, el Estado procura asegurar el respeto, 
la protección y la plena realización de los derechos 
fundamentales a la dignidad, a un nivel de vida adecuado 
—alimentación, vestido y vivienda—, a la salud, a la 
educación, al libre desarrollo de la personalidad, a la 
identidad —y, eventualmente, a la integridad moral, 
física y psíquica e, incluso, a la vida—. Además, JUNTOS 
ejerce una particular incidencia en la vigencia de los 
derechos relativos a la protección de la familia, de niñas, 
niños y adolescentes, y de las madres.

3.3.	 JUNTOS: vulnerabilidades y circunstancias 
riesgosas frente a los actos de corrupción en 
procesos esenciales 81

Se ha conseguido identificar vulnerabilidades y 
circunstancias riesgosas para la comisión de actos de 
corrupción en varios de los procesos esenciales para la 
ejecución y el cumplimiento de los objetivos de JUNTOS: 
afiliación, corresponsabilidades en salud-nutrición y 
educación, transferencia de incentivo monetario, así como 
suspensión del programa. Es necesario destacar que el 
presente acápite no hace referencia a todos los procesos y 
sub-procesos de JUNTOS, sino solo a aquellos en los cuales 
se han encontrado vulnerabilidades y circunstancias 
riesgosas de corrupción. 

Las afirmaciones son respaldadas con quejas 
presentadas por ciudadanos ante el Comité Nacional 
81	 La presente investigación ha procurado determinar las condiciones 
de vulnerabilidad de los procesos de JUNTOS frente a la corrupción, así 
como las circunstancias riesgosas para la comisión de actos corruptos 
que se podría generar en su implementación. Las características del 
estudio no han permitido —ni ese ha sido el propósito— analizar 
posibles deficiencias en el diseño del Programa. 
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de Supervisión y Transparencia de JUNTOS, así como 
ante la Defensoría del Pueblo.82 83

82	 Para determinar las vulnerabilidades y las circunstancias 
riesgosas frente a los actos de corrupción en JUNTOS se recurrió 
a un estudio con herramientas cualitativas de investigación que 
comprendió un taller con tres alcaldes de distritos de la provincia 
liberteña de Otuzco —en los cuales se aplica el programa—, 100 
entrevistas con beneficiarios del programa —en Ayacucho, Cusco, 
Junín y La Libertad—, 40 entrevistas con promotores de JUNTOS 
—en Ancash, Cusco, Junín, La Libertad y Pasco—, siete entrevistas 
con altos funcionarios del programa en Lima, dos entrevistas con 
representantes de su Comité Nacional de Supervisión y Transparencia, 
y con la ex-secretaria técnica de la Comisión Intersectorial de Asuntos 
Sociales (CIAS). Asimismo, se efectuaron siete entrevistas con 
expertos en la materia del sector público y de la sociedad civil. Todas 
ellas se llevaron a cabo en los meses de febrero y marzo de 2010. Las 
mencionadas herramientas cualitativas fueron contrastadas con dos 
bases de datos de incidencias remitidas por el Comité Nacional de 
Supervisión y Transparencia de JUNTOS —Matrices de incidencias 
críticas detectadas en las veedurías a los procesos y recojo de quejas— 
que recogen quejas presentadas por beneficiarios en los años 2009 
y 2010 así como con las quejas presentadas por ciudadanos a la 
Defensoría del Pueblo respecto de JUNTOS, declaradas fundadas, 
también para los años 2009 y 2010. De manera complementaria, se 
revisó bibliografía sobre la materia.
83	 Cabe mencionar que los servidores públicos de JUNTOS rigen su 
accionar por la «Directiva de Ética y Conducta de los Servidores Públicos 
del Programa Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres – JUNTOS», 
aprobada por Resolución de Dirección Ejecutiva N° 022-2010-PCM/
PNADP-DE, modificada por Resolución de Dirección Ejecutiva N° 
031-2010-PCM/PNADP-DE. Incluye a las personas que se encuentran 
bajo el régimen de la Contratación Administrativa de Servicios (CAS). 
El Grupo de Trabajo de Ética de JUNTOS tiene la responsabilidad 
de aplicar el procedimiento e imponer las sanciones previstas por la 
directiva. Todos los funcionarios y servidores de JUNTOS se guían por 
la Ley N° 27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública, y su 
reglamento, Decreto Supremo N° 033-2005-PCM. Asimismo, no se debe 
olvidar que JUNTOS y sus diferentes procedimientos son vigilados 
por el Sistema Nacional de Control. Dentro de JUNTOS funciona un 
Órgano de Control Institucional (OCI). 
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A continuación se pasa revista a las vulnerabilidades 
y circunstancias riesgosas frente a la corrupción, 
detectadas en ciertos procesos de JUNTOS.84

3.3.1.Proceso de afiliación85 

El proceso de afiliación consta, principalmente, de las 
actividades listadas:

yy El Consejo Directivo de JUNTOS solicita al 
MEF el listado de distritos focalizados;

yy el MEF define los criterios para realizar la 
focalización geográfica;

yy el MEF selecciona y ordena los distritos para 
efectuar la intervención;

yy JUNTOS aprueba que se lleve a cabo 
operaciones en los distritos focalizados;

yy JUNTOS elabora y aprueba la ficha 
socioeconómica para la focalización 
individual;

yy JUNTOS coordina y ejecuta el proceso censal 
—contrata al INEI, que realiza barridos 
censales—;

yy JUNTOS determina los hogares 
preseleccionados;

yy JUNTOS remite una lista de hogares 
preseleccionados al Registro Nacional de 

84	 El detalle de los procesos operativos de JUNTOS se revisó en su 
Manual de Operaciones. V. Manual de Operaciones del Programa 
Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres (JUNTOS), aprobado por 
Resolución de Dirección Ejecutiva N° 033-2010-PCM/PNADP-DE.
85	 Denominación empleada por el Manual de Operaciones del 
Programa. Incluye a los sub-procesos de focalización, validación 
comunal y afiliación. V. Manual de Operaciones del Programa Nacional 
de Apoyo Directo a los más Pobres (JUNTOS), aprobado por Resolución 
de Dirección Ejecutiva N° 033-2010-PCM/PNADP-DE.
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Identificación y Estado Civil (RENIEC, en 
adelante);

yy JUNTOS difunde los alcances de su 
intervención en el ámbito regional;

yy JUNTOS efectúa una inducción a los 
promotores sociales o gestores locales;

yy JUNTOS realiza la validación de hogares 
pre-seleccionados en asambleas comunales;

yy JUNTOS identifica a los beneficiarios y los 
afilia al programa mediante la suscripción 
de «cartas-acuerdo»;

yy JUNTOS verifica la consistencia del proceso 
de afiliación en procura de identificar hogares 
sin población–objetivo, para desafiliarlos;

yy anualmente, JUNTOS realiza una revisión 
de los hogares que cumplen cuatro años 
en el programa —mediante la Ficha 
Socioeconómica Única del Sistema de 
Focalización de Hogares (Fsu-Sisfoh) —.

El siguiente cuadro ilustra el proceso de afiliación:
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Cuadro/ gráfico 7: 
Proceso de afiliación en JUNTOS

Focalización 
Geográfica 

Observación Consejo
Directivo 

Dirección 
Ejecutiva 

Gerencia de
Operaciones  

Gerencia de
Monitoreo y 
Evaluación  

Promotores 

JUNTOS 

Luego del barrido
censal, se identifica
a los hogares que 
serán atendidos 
por el programa  

Elaboración
propuesta 

técnica Aprobación
de propuesta

técnica  
Lineamientos

para la
focalización 

final  Determinación
de 

departamentos
a intervenir 

Determinación
de variables a 

ser consideradas 
para la selección

 

Aprobación
de criterios 

Aprueba los
criterios

Seguimiento y
acompañamiento 

Recibe informe
final sobre el

barrido censal

Validación
comunal 

Tiene 
DNI

Afiliación de 
hogares 

Adscripción a
los servicios de

salud y
educación

SÍ

Se refiere a la 
identificación 
de posibles 
distritos donde 
intervendrá el 
programa

Criterios para 
identificar a los 
distritos que 
están 
dentro de la línea 
de pobreza 

La Gerencia de
Monitoreo y 
Evaluación 
acompaña al INEI
durante el barrido
censal 

El programa se 
asegura de que 
los beneficiarios
tengan 
DNI; de lo 
contario, gestiona 
el trámite 
con RENIEC

Se afilia a los 
hogares a los 
establecimientos 
de salud  y 
educación

Selección de
distritos Emite criterios

de localización 
de hogares 

Identificación de
hogares-objetivos

Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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Focalización 
Geográfica 

Observación Consejo
Directivo 

Dirección 
Ejecutiva 

Gerencia de
Operaciones  

Gerencia de
Monitoreo y 
Evaluación  

Promotores INEI Comunidad 
Mesa de Concentración

para la Lucha contra
 la Pobreza 

Beneficiario RENIEC 

JUNTOS 
   

   
   

   
   

   

E
nt
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ga

 

Luego del barrido
censal, se identifica
a los hogares que 
serán atendidos 
por el programa  

Elaboración
Propuesta 

Técnica Aprobación
de propuesta

técnica  
Lineamientos

para la
focalización 

final  
Determinación 

de 
departamentos

a intervenir 

Determinación
de variables a 

ser consideradas 
para la selección

 

Mapa de 
pobreza

 

Aprobación
de criterios 

Selección de
Distritos 

Focalización
individual 

Emite criterios
de localización 

de hogares 

Aprueba los
criterios

Identificación de
hogares-Objetivos

Barrido
censal 

Seguimiento y
acompañamiento 

Recibe informe
final sobre el

barrido censal

Validación
Comunal Validación comunal 

Tiene 
DNI

NO Trámite de
DNI 

Afilicación de 
Hogares 

 Firma de 
acuerdo de

compromiso 
Adscripción a 

los servicios de 
Salud y

Educación 

SÍ

Se refiere a la 
identificación 
de posibles 
distritos donde 
intervendrá el 
Programa

Criterios para 
identificar a los 
distritos que están 
dentro de la línea 
de pobreza 

La Gerencia de
Monitoreo y 
Evaluación 
acompaña al INEI
durante el barrido
censal 

El programa se 
asegura de que los 
beneficiarios
tengan 
DNI; de lo contario, 
gestiona el trámite 
con RENIEC

Se afilia a los 
hogares a los 
establecimientos 
de Salud  y 
Educación

Elaboración: Defensoría del Pueblo.



Defensoría del Pueblo

78

El proceso se inicia sobre la base de los mapas de pobreza 
del INEI. En función de ellos, JUNTOS elabora una 
propuesta técnica, en la cual identifica a los distritos 
en los que el Programa se puede implementar. Tal 
propuesta debe ser aprobada por el Consejo Directivo 
del Programa.

Posteriormente se lleva a cabo la validación comunal. 
En esta fase participan los promotores de JUNTOS y 
los miembros de la comunidad donde se ha decidido 
aplicar el Programa. La validación tiene el propósito 
de verificar que las familias identificadas para ser 
beneficiarias se encuentren, efectivamente, dentro de 
la brecha de pobreza exigida por el Programa.86

Tras la validación comunal se produce la identificación 
de beneficiarios: los promotores de JUNTOS verifican 
que cada uno de ellos cuente con DNI. De constatar 
que alguno de ellos no tiene este documento, se 
inician gestiones con el Reniec para solucionar la 
situación. 

Luego se produce un nuevo contacto entre un promotor 
de JUNTOS y el  beneficiario: la afiliación de hogares. 
La persona que recibirá las prestaciones de JUNTOS 
debe suscribir un acuerdo de cumplimiento, mediante el 
cual se compromete a cumplir con las condicionalidades 
exigidas. 

El instrumento es la «Carta Acuerdo», suscrita por el 
beneficiario al momento de incorporarse al Programa. 

86 Cabe mencionar que la Mesa de Concertación para la Lucha contra 
la Pobreza cumple funciones de veeduría y corrobora que la validación 
comunal se lleve a cabo. No obstante, carece de atribuciones para 
intervenir en las decisiones adoptadas.
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En ella se menciona que JUNTOS desarrollará un 
procedimiento de verificación del respeto de los 
compromisos asumidos para continuar brindando las 
transferencias monetarias.87

3.3.1.1.	Condiciones de vulnerabilidad frente a la 
corrupción 

Como señala Arróspide en un estudio realizado para el 
MEF,88 existe un continuo reclamo de los representantes 
de muchos hogares situados en los distritos donde 
interviene JUNTOS, quienes aseguraban que no 
habían sido censados. Tal situación impulsó la revisión 
de los niveles de omisión en los barridos que efectúa el 
personal del INEI. 

Sobre el particular, en la novena sesión del Consejo 
Directivo de JUNTOS —diciembre del 2005— mientras 
se evaluaban los avances en la implementación del 
Programa, se reseñaron algunas de las limitaciones en 
el trabajo encargado al INEI: 
       
       […] respecto al empadronamiento: no se cubrió la  

cobertura del proceso, [hubo] errores en el proceso 
de levantamiento y problemas en la calidad 
de la información, respecto al procesamiento y 
consistencia: [hubo] falta de controles de conteo de 
formularios, errores […] por falta de información 
[y] encuestas incompletas [con] respecto a la 
aplicación: inconsistencia en la aplicación del 

    filtro, […] e inconsistencias en la selección de 
beneficiarios […] 89

87 Cf. Arróspide, Mario. Informe Final. Presupuesto Público Evaluado: Programa 
Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres – Juntos. Presidencia de Consejo de 
Ministros – PCM. Lima: Ministerio de Economía y Finanzas, 2009.
88 	 Ibíd.
89 	 Acta de la Novena Sesión del Consejo Directivo del Programa JUNTOS 
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Este proceso se hace vulnerable cuando en su ejecución 
no opera un mecanismo de información y comunicación 
que permita conocer cómo se realiza el barrido censal, 
cómo se establecen las políticas para el recojo de datos, 
cómo se verifica el estricto cumplimiento de tales 
políticas y se evita errores en el manejo de la información 
acopiada. 

Una condición de vulnerabilidad ante la corrupción en 
la focalización es, por ende, la delegación de funciones 
administrativas en terceros —en este caso, funcionarios 
del INEI— sin que se cuente con los mecanismos 
requeridos para controlar cabalmente su accionar. 

En la validación comunal también se registran 
vulnerabilidades. En su desarrollo, se genera una 
interacción entre alcaldes, promotores y todos los 
integrantes de la comunidad. Dicha interacción da 
lugar a una situación vulnerable para la comisión de 
actos de corrupción, debido a que ciertas personas, en 
función del poder político o social, podrían lograr ser 
incluidas en JUNTOS, pese a no reunir los requisitos 
establecidos. La condición de vulnerabilidad frente 
a la corrupción es aquella relativa a la delegación de 
funciones administrativas en terceros, autoridades 
de la comunidad que tienen la facultad de decidir la 
inclusión de personas en JUNTOS, sin que existan las 
condiciones requeridas para someter su desempeño al 
control necesario. 

Sobre el particular, cabe resaltar que, aproximadamente, 
el 58% de los promotores de JUNTOS entrevistados 

del 7 de diciembre del 2005. En: <http://www.juntos.gob.pe/archivos_
cat/1_10042007181048.pdf > (consulta del 2 de febrero del 2011).
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durante el trabajo de campo sostuvo que uno de los 
principales motivos de las filtraciones en el Programa 
es la falta de sinceridad en las validaciones comunales. 
Ella se genera, en muchas ocasiones, según los altos 
funcionarios del Programa, por temor de los beneficiarios 
a represalias de las autoridades. 

En tal sentido, es de resaltar que el 10% de las quejas 
relativas a afiliaciones que recibió el Comité Nacional 
de Supervisión y Transparencia de JUNTOS, durante el 
año 2009, se refiere a situaciones surgidas en asambleas 
de validación.   

En tanto, en los sub-procesos de focalización y afiliación 
resulta urgente habilitar mecanismos de monitoreo 
y vigilancia eficaces para reducir las posibilidades de 
que quienes ejercen el poder público —los promotores 
de JUNTOS, en este caso— puedan procurar obtener 
una ventaja o beneficio indebido como contraprestación 
para facilitar la identificación de beneficiarios. Es 
conveniente, en tal sentido, que los procedimientos 
sean sencillos, de fácil ejecución, para la población-
objetivo del Programa, además de dotarlos de mayor 
transparencia. 

Asimismo, durante la afiliación a JUNTOS y, pese a 
que en el expediente de incorporación se adjuntan los 
formularios FE-001 y FS-001 que contienen información 
sobre las escuelas y establecimientos de salud a los cuales 
se comprometen a asistir los usuarios —o enviar a sus 
hijos—, no se ha encontrado documentación específica 
sobre los servicios ni programas estructurados para 
la atención de los beneficiarios: explicación detallada 
sobre las condicionalidades y la forma en que deberán 
cumplirlas.90

90	 Ver acápite 3.2. «JUNTOS: objetivos, organización y derechos 
involucrados».
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Como se puede deducir, las condiciones de 
vulnerabilidad en los sub-procesos de identificación de 
beneficiarios y afiliación se presentan cuando no existen 
mecanismos que permitan informar adecuadamente 
a los beneficiarios sobre los procesos y los servicios 
a los que tienen derecho, así como ante la falta de la 
necesaria publicidad para el trámite de identificación 
y para la suscripción de los acuerdos. De esta manera, 
la vulnerabilidad configurada es la insuficiencia de los 
mecanismos de información que permitan prevenir o 
combatir el poder monopólico o discrecional asignado 
a los promotores de JUNTOS, y que no fomenta la 
rendición de cuentas de su actuación. 

Obsérvese que en todo el proceso de afiliación se ha 
verificado la carencia o insuficiencia de mecanismos 
de comunicación que contribuyan a brindar a todos 
los beneficiarios información relativa a sus deberes y 
derechos dentro de JUNTOS. 

La información recogida por el Comité Nacional de 
Supervisión y Transparencia de JUNTOS permite 
señalar que el 44% de las 2445 quejas recibidas en el 
año 2009 se refiere a afiliaciones, mientras que solo el 
3% reporta supuestas focalizaciones inadecuadas. De 
las quejas recibidas para el período anual 2009 relativas 
a afiliaciones, el 27% alude a filtraciones de personas 
que, según quienes presentan los reclamos, no deberían 
recibir los beneficios del Programa. El porcentaje, en los 
dos primeros trimestres de 2010, se eleva a 33.5%. 

3.3.1.2.	Circunstancias riesgosas para la comisión 
de actos de corrupción 

Las vulnerabilidades reseñadas se manifiestan, en 
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ciertos casos, en circunstancias riesgosas para la 
comisión de actos de corrupción, identificadas por la 
investigación y refrendadas mediante quejas recogidas 
por el Comité Nacional de Supervisión y Transparencia 
de JUNTOS, así como por la propia Defensoría del 
Pueblo. 

En las validaciones comunales se ha detectado la 
posibilidad de aprobar el ingreso al programa de 
personas vinculadas con las autoridades locales, aun 
cuando no integren su población-objetivo.

En las Matrices de incidencias críticas detectadas en las 
veedurías a los procesos y recojo de quejas del Comité 
Nacional de Supervisión y Transparencia de JUNTOS 
se detectaron casos que ilustran esta circunstancia 
riesgosa en el proceso de validación comunal:

yy La secretaria del Comité Local de 
Supervisión y Transparencia manifiesta que 
el alcalde y el gobernador del distrito están 
incluyendo en el Programa a madres con 
recursos económicos e, incluso, que la hija 
del gobernador es beneficiaria.91 

yy Beneficiarias del distrito denuncian ante el 
presidente del Comité Local de Supervisión 
y Transparencia del Programa que existen 
familias filtradas, algunas de las cuales, 
señalan, tienen hijos mayores de 14 años; 
otras, reciben el incentivo sin tener hijos; 
y, en otros casos, son beneficiadas por ser 
esposas del gobernador y de regidores.92

91	 Proceso de afiliación-validación, caso 95, año 2009. Matriz de 
incidencias críticas detectadas en las veedurías a los procesos y recojo de 
quejas. Casos registrados durante el período enero–diciembre del 2009.
92 Proceso de afiliación-validación, caso 41, año 2010. Matriz de 
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Asimismo, en la identificación de beneficiarios y 
afiliación a JUNTOS se ha detectado la posibilidad de que 
promotores del programa —en el momento de suscribir 
el acuerdo— pacten con los usuarios para simular el 
cumplimiento de las condicionalidades a cambio de 
alguna ventaja o beneficio indebido. En las Matrices 
de incidencias críticas detectadas en las veedurías 
a los procesos y recojo de quejas del Comité Nacional 
de Supervisión y Transparencia del programa no se 
encuentran casos que, puntualmente, informen sobre 
quejas por ese motivo. No obstante, sí se encontraron 
casos que podrían evidenciar sus consecuencias:

yy El Comité Local de Supervisión y 
Transparencia ha identificado a cinco 
beneficiarias que no están cumpliendo con 
las condicionalidades. Sin embargo, se indica 
que la promotora local no adopta las medidas 
establecidas y las aparta del programa.93

yy En un distrito focalizado, algunas beneficiarias 
no cumplen con las condicionalidades y 
solo se acercan para cobrar la transferencia 
económica. Se cita el ejemplo de una 
beneficiaria cuya tarjeta de control no registra 
atenciones desde marzo hasta octubre del 
2009.94

incidencias críticas detectadas en las veedurías a los procesos y recojo 
de quejas. Casos registrados durante el período enero–junio del 2010.
93	 Proceso de verificación de condicionalidades, caso 2, año 2009. 
Matriz de incidencias críticas detectadas en las veedurías a los 
procesos y recojo de quejas. Casos registrados durante el período 
enero–diciembre del 2009.
94	 Proceso de verificación de condicionalidades, caso 127, año 2009. 
Matriz de incidencias críticas detectadas en las veedurías a los 
procesos y recojo de quejas. Casos registrados durante el período 
enero–diciembre del 2009.
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Es necesario tener en consideración, además, que la 
Defensoría del Pueblo ha tramitado, en el período 2009–
2010, quejas que informan sobre casos de focalizaciones 
inadecuadas que devienen en la inclusión de personas que no 
son parte del público objetivo del Programa —filtraciones—. 

El primero de ellos evidencia la influencia de autoridades 
locales para incluir en JUNTOS a una persona que no 
forma parte del público–objetivo mediante la asamblea 
de validación comunal. La Oficina Defensorial de Puno 
tramitó la queja que generó el expediente N° 0424-
2009-000177, mediante el cual una persona reclamó 
su exclusión de JUNTOS y la inclusión de individuos 
que no se encontraban bajo la línea de la pobreza. 
La Defensoría del Pueblo ha corroborado que esa 
filtración se produjo como resultado de la influencia de 
las autoridades locales en la asamblea de validación 
comunal, en un caso de mal uso del poder delegado 
para obtener ventajas o beneficios indebidos, es decir, 
de presunta corrupción. 

Otro caso conocido por la Defensoría del Pueblo sobre 
focalizaciones irregulares se registró en la Oficina de 
Amazonas. Mediante la queja N° 0639-2009-000354, el 
ciudadano recurrente denunció la filtración de esposas 
de trabajadores del programa.

3.3.2	Procesos operativos de corresponsabilidades 
en salud–nutrición y educación

Después del proceso de «Evaluación de la oferta de 
servicios de salud-nutrición y educación» —en el que 
la investigación no encontró circunstancias riesgosas 
de corrupción—, se ejecutan los procesos operativos de 
corresponsabilidades en salud–nutrición y educación. 
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Estos constan de dos fases:

3.3.2.1. Corresponsabilidades en salud–nutrición 

Las principales actividades del proceso son:95

yy Habilitación del servicio y programación de 
citas;

yy Asistencia de la madre y los menores al 
establecimiento de salud para ser atendidos;

yy Registro de las madres y los menores 
realizado por el personal del establecimiento 
de salud, y elaboración del listado de 
miembros y beneficiarios;

yy Recolección del registro de atenciones por los 
promotores de JUNTOS;

yy Medición de la asistencia por personal de 
JUNTOS y control de cumplimiento de la 
corresponsabilidad;

yy Corroboración de la veracidad de los datos 
del registro de corresponsabilidades.96

95 Cabe mencionar que, desde la vigencia de la Directiva del Proceso de 
Corresponsabilidades en los Servicios de Salud–Nutrición y Educación, 
la ejecución de tales procesos puede ser efectuada por personal de los 
establecimientos de salud e instituciones educativas —como se ha llevado a 
cabo desde el inicio del programa y se realiza usualmente—, por los equipos 
regionales de JUNTOS, o por terceros contratados por el programa. V. 
Directiva del Proceso de Corresponsabilidades en los Servicios de Salud–
Nutrición y Educación, aprobada por Resolución de Dirección Ejecutiva N° 
053-2010-PCM/PNADP-DE del 20 de agosto del 2010.
96 Cada dos meses, los gestores de JUNTOS realizan visitas a los 
establecimientos de salud, así como a las I.E., para supervisar el 
adecuado desarrollo del proceso de verificación de condiciones. V. 
Manual de Operaciones del Programa Nacional de Apoyo Directo a los 
más Pobres (JUNTOS), aprobado por Resolución de Dirección Ejecutiva 
N° 033-2010-PCM/PNADP-DE. Si bien la supervisión del proceso de 
cumplimiento de corresponsabilidades se realiza seis veces al año —
bimestralmente—, la Directiva del Proceso de Corresponsabilidades en 
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Cuadro/gráfico 8: 
Atención en el Sector Salud

MINSA JUNTOS 
Beneficiario Personal del Establecimiento de Salud Promotores

Titular y miembro 
asisten al centro de 

salud 

Registro de madres y 
niños (0-36 meses) en 
la tarjeta de atención 

Listado de Miembros 
y Beneficiarios 

Recopila todos los 
registros de 
asistencia 

¿Habilitado el 
servicio? 

Atención de la 
prestación del 

programa 

Reprogramación 
de citas 

SEGUIMIENTO

La atención integral del niño incluye: a) consultas 
de control de crecimiento y desarrollo (CRED); b) 
inmunizaciones; c) complemento nutricional; y, 
d) controles preventivos de salud. En el caso de la 
atención de salud de la mujer, consta de las siguientes 
acciones: a) educación en salud sexual y reproductiva; 
b) controles pre y postnatales; c) parto institucional; y, 
d) capacitación alimentaria.

los Servicios de Salud–Nutrición y Educación señala ciertas hitos que 
deben ser corroborados como la asistencia al centro de salud durante 
el último mes de gestación y el primer mes de nacimiento. Asimismo 
comprueban que los alumnos se hayan matriculado y que no excedan 
las seis inasistencias por bimestre. V. Directiva del Proceso de 
Corresponsabilidades en los Servicios de Salud–Nutrición y Educación, 
aprobada por Resolución de Dirección Ejecutiva N° 053-2010-PCM/
PNADP-DE.

Elaboración: Defensoría del Pueblo.



Defensoría del Pueblo

88

3.3.2.2. Corresponsabilidades en educación	

Las actividades del proceso operativo de 
corresponsabilidades en educación son:

yy Registro de la asistencia a clases por el 
docente y remisión de información a los 
promotores de JUNTOS;

yy Recopilación de los registros de asistencia a 
clases por el promotor de JUNTOS;

yy Medición de la asistencia y control de 
corresponsabilidades por JUNTOS; 

yy Corroboración de la veracidad de los datos 
del registro de corresponsabilidades.97

97	 Ver nota al pie N° 96.
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Cuadro/gráfico 9: 
Atención en el Sector Educación

JUNTOS MINEDU

Promotores Profesor de Aula Beneficiario 

Beneficiario asiste
a clases 

Dictado de 
clases 

¿Asistió?
No

Si

Registra 
parte de 

inasistencia 

Registra 
parte de 

asistencia 

Recopila todos
los registros de

asistencia

SEGUIMIENTO 

3.3.2.3.	Condiciones de vulnerabilidad frente a la 
corrupción 

Los procesos de corresponsabilidades son vulnerables 
frente a los actos de corrupción ante la delegación de 
facultades administrativas en terceros, personal de 
los establecimientos de salud y docentes responsables 
de ejecutar y verificar el cumplimiento de las 
condicionalidades, sin que existan las condiciones 
requeridas para controlar su acción. Asimismo, 
para el caso del ejercicio irregular del poder público 
de los funcionarios de JUNTOS, la condición de 
vulnerabilidad que se presenta es aquella referida a 
la reiterada y consistente ineficacia e insuficiencia de 
los mecanismos de control para prevenir y conjurar la 
corrupción.

Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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Las quejas recibidas por el Comité Nacional de 
Supervisión y Transparencia de JUNTOS muestran 
las vulnerabilidades comunes a los procesos de 
educación y salud–nutrición: el 9% de las quejas sobre 
condicionalidades en ambos sectores está vinculado a 
cobranzas indebidas de los docentes y el personal de los 
establecimientos de salud, respectivamente.  

Otra debilidad evidente de los procesos operativos de 
corresponsabilidades se encuentra en las falencias de 
los sistemas de organización y registro, las cuales —se 
asevera— limitan sensiblemente las posibilidades de 
certificar de manera fidedigna y oportuna la asistencia 
y el uso de los servicios por los usuarios de JUNTOS:  

	 […] Dadas estas restricciones, los promotores de 
JUNTOS han tenido que realizar directamente 
las tareas de capturar la información de los 
establecimientos de salud, revisando las historias 
clínicas u otros documentos. Se ha referido que la 
asistencia a los puestos de salud no garantiza la 
captura de la información puesto que no siempre 
estaba disponible. En otros casos, se ha señalado que 
el promotor llega al establecimiento y llena el formato 
con la información que directamente le proporciona 
el personal de salud, basándose en el criterio de 
que el servidor de salud sabe quienes asistieron y 
quienes no, por su cercanía a la comunidad. En el 
caso de educación, el promotor de JUNTOS captura 
la información de asistencia directamente de los 
registros de los docentes […]98

98 Arróspide, Mario. Informe Final. Presupuesto Público Evaluado: 
Programa Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres – Juntos. 
Presidencia de Consejo de Ministros – PCM. Op. cit.
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Por tal motivo, se configura, asimismo, la condición 
de vulnerabilidad relativa a la insuficiencia de los 
mecanismos de información requeridos para prevenir y 
combatir el poder monopólico y discrecional de quienes 
ejercen funciones públicas —promotores de JUNTOS, 
personal de salud y educación—  y la falta de rendición 
de cuentas de su accionar.

Tales dificultades, según enfatizan altos funcionarios 
de JUNTOS, se ven acrecentadas por el elevado número 
de beneficiarios asignado a cada promotor y la distancia 
física que deben recorrer para visitarlos. 

Se considera necesario, además, evaluar la necesidad 
de que representantes de una institución diferente 
de JUNTOS corroboren el cumplimiento de las 
condicionalidades, pues desarrollar esa tarea les confiere 
la condición de juez y parte, y resta transparencia al 
procedimiento. Ello incrementa la discrecionalidad y, a 
su vez, las vulnerabilidades respecto de la corrupción, 
tal como refrendan los expertos entrevistados en la 
investigación efectuada por la Defensoría del Pueblo.

3.3.2.4. Circunstancias riesgosas para la comisión 
de actos de corrupción

La investigación permite señalar como circunstancia 
riesgosa para la comisión de actos de corrupción la 
posibilidad de que el personal de los establecimientos de 
salud realice cobros —y obtenga ventajas o beneficios— 
indebidos por atender a los beneficiarios de JUNTOS. 
Las Matrices de incidencias críticas detectadas en las 
veedurías a los procesos y recojo de quejas del Comité 
Nacional de Supervisión y Transparencia de JUNTOS 
registran casos de esa naturaleza:
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yy El gobernador del distrito manifiesta que 
en la comunidad las beneficiarias pagan 
10 nuevos soles para ser atendidas en el 
establecimiento de salud.99

yy Beneficiarias del programa manifiestan 
que en el establecimiento de salud se les 
ha cobrado tres nuevos soles por medir la 
estatura y el peso de niños y niñas.100 

Además, se detectó, como riesgo de corrupción, las 
opciones de que los docentes pidan cuotas argumentando 
que el subsidio económico se debe destinar a la 
institución educativa, así como otros requerimientos 
vinculados a ella. A continuación se reproducen quejas 
de las matrices del Comité Nacional de Supervisión 
y Transparencia de JUNTOS que podrían reflejar los 
supuestos señalados:

yy Beneficiarias del programa informan que los 
docentes de una I.E. exigen e imponen sacar 
excesivas copias hasta por el monto de 30 o 
40 nuevos soles por textos, con el argumento 
de que el dinero del programa JUNTOS 
se entrega con ese fin. Asimismo, se exige 
cuotas para excursiones y se manifiesta que 
no pueden negarse debido a que reciben la 
transferencia del programa.101

99 Proceso de oferta de los servicios, caso 90, año 2009. Matriz de 
incidencias críticas detectadas en las veedurías a los procesos y recojo de 
quejas. Casos registrados durante el período enero–diciembre del 2009.
100 Proceso de oferta de los servicios, caso 79, año 2010. Matriz de 
incidencias críticas detectadas en las veedurías a los procesos y 
recojo de quejas. Casos registrados durante el período enero–junio 
del 2010.
101	 Proceso de oferta de los servicios, caso 96, año 2010. Matriz de 
incidencias críticas detectadas en las veedurías a los procesos y recojo 
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yy El presidente de un Comité de Aula reclama 
por el cobro de dos nuevos soles realizado 
por el profesor para la compra de pinturas.102

Los hallazgos de las investigaciones dan cuenta, 
asimismo, de que se puede celebrar acuerdos para 
registrar la atención —en salud— y la asistencia —en 
educación— aun cuando no se produzcan, así como para 
no poner en conocimiento de JUNTOS que la persona 
ha dejado de ser pobre. En ciertas ocasiones, señala 
la investigación, los acuerdos podrían suscitarse entre 
personal de salud, docentes y promotores de JUNTOS, 
con el propósito de defraudar al beneficiario y obtener 
una ventaja o beneficio indebido. Las siguientes quejas 
extraídas de las matrices del Comité Nacional de 
Supervisión y Transparencia podrían ser consecuencias 
de la ocurrencia de dichas situaciones:

yy La técnica en enfermería del establecimiento 
de salud manifestó que una beneficiaria 
no cumple con llevar a sus hijos a los 
controles de peso y estatura que establece 
el Programa ni asiste a las reuniones, pese 
a lo cual continúa recibiendo el incentivo 
monetario.103

yy La madre de una beneficiaria informa que el 

de quejas. Casos registrados durante el período enero–junio del 2010.
102 Proceso de oferta de los servicios, caso 192, año 2010. Matriz 
de incidencias críticas detectadas en las veedurías a los procesos y 
recojo de quejas. Casos registrados durante el período enero–junio 
del 2010.
103 Proceso de verificación de condicionalidades, caso 128, año 2010. 
Matriz de incidencias críticas detectadas en las veedurías a los procesos 
y recojo de quejas. Casos registrados durante el período enero–junio del 
2010.
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promotor le solicitó 300 nuevos soles para no 
retirarla del programa.104

3.3.3.Proceso operativo de transferencia de 
incentivo monetario	  

Consta de las actividades señaladas a continuación:

yy Planificación anual de pagos a beneficiarios 
y abonos del servicio de pago anual por el 
Banco de la Nación;

yy Implementación de puntos de pago mensual;
yy Programación de fechas de pago;
yy Generación del padrón de pagos de 

beneficiarios;
yy Transferencia de incentivos monetarios 

condicionados;
yy Ejecución del operativo de pago por parte 

del Banco de la Nación y las empresas 
transportadoras;

yy Supervisión del servicio de pago; 

El siguiente cuadro ilustra el proceso de pagos:

104	 Equipo de Gestión y Recursos Humanos, caso 8, año 2010. Matriz de 
incidencias críticas detectadas en las veedurías a los procesos y recojo 
de quejas. Casos registrados durante el período enero–junio del 2010.
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Cuadro/gráfico 10: 
Proceso de pagos de JUNTOS

Observación Gerencia de Operaciones, 
Afiliacionesy Liquidaciones

BANCO DE 
LA NACIÓN

JUNTOS 

Sí

Elabora propuesta
de nuevos puntos 

de pago y los 
envía al BN

Adecuación 
según las 

observaciones 
de BN

BN realiza 
evaluación de 
la propuesta

nuevos puntos

Implementación
de la plataforma

operativa 

Monitoreo 
de la 

Plataforma 
Operativa

Elaboración
de propuesta

del cronograma
de pagos 

Difusión de 
cronograma 

de pago

Nuevo 
punto de 

pago?

No

Plan de
acción del
programa
 

Directorio de 
Oficina por 
ubigeo y tipo

Formula la
implementación 

de puntos de pago

 Identifica tipo (BN 
o transportadora) 
y puntos de pago. 

Gerencia de Operaciones elabora
propuestas de nuevos puntos
de pago y/o modificaciones a ellos.

El BN realiza un análisis 
operativo y económico de los 
puntos de pago.

Se informa al programa la 
aprobación de la propuesta o las 
observaciones que deberá tener 
en cuenta.

Finalizada la evaluación operativa,
se informa sobre los puntos de 
pago aprobados por el BN para 
iniciar la implementación.

El BN implementa la plataforma
operativa que permite ejecutar
acciones y el programa monitorea
dicha implementación.

Se proponen fechas para el 
cronograma de pagos teniendo en 
cuenta los puntos ya determinados 
y la designación de promotores por 
distritos.

Se toma en consideración las
actividades locales que pueden
alterar el cronograma.

Una vez consolidadas las
observaciones se procede a 
difundir el programa de pagos.

Identifica la red que el 
BN emplea en ámbitos 

de intervención

Difusión de los 
resultados de 

puntos aprobados
por el BN

Validación de propuestas por Juntos y el BN

Informa sobre
aprobación u
observaciones

planteadas

Coordinación 
Regional

Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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El proceso de pagos a los beneficiarios es ejecutado por 
el Banco de la Nación y por empresas transportadoras 
que operan en las zonas donde la institución financiera 
estatal no tiene oficinas, tras corroborar que los 
beneficiarios hayan cumplido con las condicionalidades. 

Un primer procedimiento se lleva a cabo cuando 
JUNTOS identifica la red que el Banco de la Nación 
empleará en sus ámbitos de intervención. 

Posteriormente, JUNTOS determina los medios y los 
puntos de pago. La propuesta es remitida al Banco de 
la Nación que, luego de analizarla y aprobarla, la envía 
nuevamente al programa.
 
JUNTOS difunde los puntos de pago, y, si se estableciera 
uno nuevo, el Banco de la Nación implementará una 
plataforma operativa, mediante la cual efectuará 
las transferencias. De no existir nuevos puntos, se 
elaborará una propuesta de cronograma de pagos que, 
posteriormente, deberá ser validada. 

3.3.3.1.	Condiciones de vulnerabilidad frente a la 
corrupción

El proceso de pagos es el más vulnerable a los actos 
de corrupción en JUNTOS. Una vulnerabilidad se 
halla en la escasez de información que puede ocasionar 
perniciosas consecuencias. Por ejemplo, Arróspide 
asevera que: 

	 [E]n las entrevistas realizadas a funcionarios 
de JUNTOS, se ha señalado […] que el criterio 
principal para la aprobación de los pagos 
está definido por la asistencia de la madre. 
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Se ha indicado que en las primeras etapas de 
ejecución del Programa, independientemente 
de la asistencia de los hijos a los servicios, si la 
madre asistió a cualquiera de las tres asistencias 
programadas para el trimestre, la evaluación de 
cumplimiento se confirma y el pago se realiza. 
Posteriormente, se ha […] ajustado el criterio a 
fin de asegurar la asistencia de la madre a los 
tres servicios en el trimestre. En el caso de que 
se asista a dos de las tres visitas, se realiza el 
pago siempre que exista una justificación. No 
se ha logrado determinar cuál es el mecanismo 
utilizado para la justificación pero se mencionó 
que se hacía […] después del pago.105

La vulnerabilidad identificada, en este caso, es aquella 
relacionada con la insuficiencia de los mecanismos 
de flujo de información de los programas sociales 
habilitadores del Estado para prevenir y combatir 
el poder monopólico y discrecionalidad y la falta de 
rendición de cuentas. 

Otra condición de vulnerabilidad, estrechamente 
relacionada con la posibilidad de que las transferencias 
económicas no se concreten o se realicen parcialmente, 
es aquella que incide en la delegación de facultades 
administrativas sin poseer reales posibilidades de 
controlar la actuación. Para el proceso de pagos, 
el personal del Banco de la Nación y las empresas 
transportadoras recibe la delegación de la tarea por 
parte de JUNTOS.  

105	 Cf. Arróspide, Mario. Informe Final. Presupuesto Público Evaluado: 
Programa Nacional de Apoyo Directo a los más Pobres – Juntos. 
Presidencia de Consejo de Ministros – PCM.  Op. cit.
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3.3.3.2.	Circunstancias riesgosas para la comisión 
de actos de corrupción

La vulnerabilidad redunda en la posibilidad de que no se 
entregue la transferencia monetaria a los beneficiarios 
o que ésta no se produzca de manera completa. Ello se 
confirmó en las entrevistas efectuadas con promotores 
del programa e, incluso, con altos funcionarios de 
JUNTOS, así como en la estadística de las quejas 
presentadas ante el Comité Nacional de Supervisión y 
Transparencia de JUNTOS para el año 2009, según la 
cual, el 14% de los beneficiarios que acudieron a dicha 
instancia dio cuenta de pagos incompletos o retenciones 
injustificadas.  

Los supuestos de pago incompleto, efectuados cuando 
el beneficiario debe recibir el monto correspondiente a 
más de un mes, cuando desconoce el monto y valor de 
la moneda, así como en casos de suplantación, además 
de la entrega de billetes falsos —producidos en el Banco 
de la Nación—, encuentran un correlato en las Matrices 
de incidencias críticas detectadas en las veedurías a 
los procesos y recojo de quejas del Comité Nacional de 
Supervisión y Transparencia de JUNTOS:

yy Una beneficiaria manifestó que, en el último 
pago, se le entregó solo 97 nuevos soles.106

yy Una beneficiaria señaló que, al acercarse 
a una oficina del Banco de la Nación para 
cobrar sus incentivos, se encontró con que 
el monto ya había sido retirado. Cuando 
solicitó el reporte de movimientos de su 

106	 Proceso de Pago, caso 18, año 2009. Matriz de incidencias críticas 
detectadas en las veedurías a los procesos y recojo de quejas. Casos 
registrados durante el período enero–diciembre del 2009.
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cuenta, constató que el dinero fue retirado 
en otra agencia del Banco. Posteriormente se 
verificó que el voucher tenía la firma de la 
beneficiaria, a pesar de que es analfabeta.107   

yy En el operativo de abonos de un distrito se 
produjo el caso de una beneficiaria a quien 
se le había entregado un billete falso de 100 
nuevos soles.108 

Asimismo, la investigación encontró circunstancias 
riesgosas vinculadas con el accionar del personal 
de las empresas transportadoras contratadas por el 
Banco de la Nación, referidas específicamente a pagos 
incompletos de la transferencia económica condicionada. 
En las Matrices de incidencias críticas detectadas en las 
veedurías a los procesos y recojo de quejas del Comité 
Nacional de Supervisión y Transparencia se encontraron 
quejas que ilustran el supuesto mencionado:

yy Una promotora social refiere que la empresa 
transportadora olvidó el padrón de pago de 
beneficiarias y les pagó solo 100 nuevos soles.109

yy Una beneficiaria no cobró de febrero a 
septiembre del 2009 —ocho meses— y, en 
octubre, solo le pagaron 100 nuevos soles.110

107	 Proceso de Pago, caso 31, año 2009. Matriz de incidencias críticas 
detectadas en las veedurías a los procesos y recojo de quejas. Casos 
registrados durante el período enero–diciembre del 2009.
108	 Proceso de Pago, caso 20, año 2009. Matriz de incidencias críticas 
detectadas en las veedurías a los procesos y recojo de quejas. Casos 
registrados durante el período enero–diciembre del 2009.
109	 Proceso de Pago, caso 45, año 2009. Matriz de incidencias críticas 
detectadas en las veedurías a los procesos y recojo de quejas. Casos 
registrados durante el período enero–diciembre del 2009.
110	 Proceso de Pago, caso 77, año 2010. Matriz de incidencias críticas 
detectadas en las veedurías a los procesos y recojo de quejas. Casos 
registrados durante el período enero–junio del 2010.
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Por su parte, la Defensoría del Pueblo conoció una queja 
respecto de que personal de la empresa transportadora 
hizo firmar el padrón a una beneficiaria y se negó 
a entregarle una suma de dinero acumulada. La 
tramitación de dicha queja —expediente N° 0505-2009-
003907, a cargo de la Oficina Defensorial de Ayacucho— 
permitió que el ciudadano cobrase el íntegro de la deuda. 

3.3.4.Proceso operativo de suspensión del 
Programa 

El proceso de suspensión a JUNTOS se efectúa sobre 
la base del incumplimiento de condicionalidades. La 
evaluación se realiza cada tres meses y, si el beneficiario 
no cumple, queda suspendido para recibir la atención y 
el pago en el siguiente período. 
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El siguiente gráfico ilustra el proceso de suspensión:

Cuadro/gráfico 11:
Proceso de suspensión en JUNTOS

Observación

1° PERÍODO

2° PERÍODO

3° PERÍODO

JUNTOS
Gerencia de Operaciones,

Afiliaciones y Liquidaciones BENEFICIARIO

Continúa en
el programa

Cumplió

No

Si cumplió, el beneficiario es
reincorporado al programa

Si cumplió, el beneficiario es
reincorporado al programa

Si no cumple, el beneficiario
tendrá una segunda 
suspensión consecutiva

Suspensión
del programa

Si

No

No

Si

Si
Si tras permanecer tres 
meses en el Programa, el
beneficiario no cumple con
las condicionalidades será
suspendido por primera vez

Si no cumple, el beneficiario
es retirado del Programa
definitivamente

Cumplió

Cumplió

Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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3.3.4.1.Condiciones de vulnerabilidad frente a la 
corrupción

Las quejas acopiadas por el Comité Nacional de 
Supervisión y Transparencia de JUNTOS para el año 
2009 muestran que, del total de quejas por afiliaciones, 
el 13% da cuenta de suspensiones que los beneficiarios 
consideran injustificadas —en este último caso, se 
aduce que el incumplimiento de condicionalidades es 
justificable—. En tanto, en los dos primeros trimestres 
del 2010, el 15.8% de las quejas sobre afiliaciones se 
refiere, asimismo, a suspensiones para las cuales los 
beneficiarios no encuentran sustento.111

Un momento particularmente sensible que genera una 
vulnerabilidad en el proceso de suspensión se produce 
en la tercera evaluación: si el beneficiario es suspendido 
por tercera vez, se dispone su separación definitiva del 
programa. Por ello, resulta especialmente urgente el 
óptimo funcionamiento de mecanismos de información y 
transparencia que publiciten el proceso. En tal sentido, 
la condición de vulnerabilidad frente a la corrupción 
es aquella que surge ante la falta o insuficiencia de 
los mecanismos de información y comunicación para 
prevenir y combatir el poder monopólico o discrecional 
que pueden tener los funcionarios públicos al momento 
de decidir o levantar la suspensión de un beneficiario, 
así como ante su imposibilidad de asegurar la rendición 
de cuentas. 

111 Se entiende que la suspensión también forma parte del proceso de 
afiliación.
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3.3.4.2. Circunstancias riesgosas para la comisión 
de actos de corrupción

La investigación de campo ha detectado como riesgosa la 
posibilidad de que los promotores soliciten un beneficio 
o ventaja indebida para no suspender y, eventualmente, 
desafiliar a un beneficiario.

En su labor de supervisión de la administración 
pública para la defensa de derechos fundamentales, la 
Defensoría del Pueblo ha tramitado diversos expedientes 
en los que beneficiarios de JUNTOS alegan haber sido 
injustificadamente suspendidos —como las quejas que 
generaron los expedientes N° 0505-2009-004776, N° 
0505-2009-005102, N° 0505-2009-005880 y N° 0505-
2009-002000, conocidas por la Oficina Defensorial de 
Ayacucho—. 

Empero, la institución ha conocido casos en los que las 
circunstancias riesgosas para la comisión de actos de 
corrupción fueron mayores: en algunos de estos, los 
beneficiarios eran amenazados con ser suspendidos de 
no realizar tareas de limpieza pública y aceptar multas 
económicas —expedientes N° 0136-2010-001830 y N° 
0136-2010-001831, declarados fundados por la Oficina 
Defensorial de Ancash—. En otros casos se intervino 
ante situaciones de mal uso del poder público en pos 
de obtener beneficios de índole política —expedientes 
N° 1118-2010-001063, N° 0613-2010-000853 y N° 0613-
2010-001481—. En ellas, ciudadanas beneficiarias de 
JUNTOS en las regiones Huánuco y Cajamarca pusieron 
en conocimiento de la Defensoría del Pueblo que eran 
amenazadas por promotores que las conminaban con 
suspenderlas del Programa —y, también, excluirlas—
si no retiraban propaganda política de las fachadas de 
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sus domicilios y colocaban publicidad del partido de 
gobierno o del propio JUNTOS.112 

Finalmente, cabe destacar la identificación de un rasgo 
común a todas las circunstancias riesgosas detectadas 
en JUNTOS: los expertos entrevistados señalaron que 
las posibilidades de corrupción se verifican en los niveles 
operativos del programa, y atribuyeron tal situación 
a los elevados niveles de parentesco existentes en las 
localidades pequeñas. 

Asimismo es oportuno mencionar un caso conocido 
por la Defensoría del Pueblo, que no está vinculado 
específicamente a un proceso de JUNTOS, pero 
que muestra la presunta comisión de un acto de 
corrupción. Es la queja que generó el expediente N° 
0606-2009-004153, de la Oficina Defensorial de La 

112	 Se trata de una flagrante vulneración de los derechos fundamentales 
a la participación política. La oportuna intervención de la institución, a 
través de las Oficinas Defensoriales de Huánuco y Cajamarca, así como 
de la Adjuntía para los Derechos de la Mujer, generó una respuesta 
regional del Programa JUNTOS: mediante el oficio N° 177-2010-PCM-
PNADH-JER-HUANUCO se dio cuenta del retiro del cartel que 
generaba el «presunto» condicionamiento y se dispuso que los gestores 
locales se mantengan al margen del proceso electoral, e incidió en la 
emisión de un comunicado difundido vía el portal institucional del 
Programa, que instaba a sus colaboradores CAS a no interferir o 
influir en favor o en contra de la decisión de las beneficiarias respecto 
de realizar propaganda electoral. Cabe mencionar que el expediente N° 
0613-2010-001481 reviste aún mayor gravedad, pues la gobernadora 
del distrito y candidata a la Alcaldía amenazó a los beneficiarios de 
JUNTOS con retirar al distrito del Programa si no resultaba electa y 
si no participaban en manifestaciones proselitistas. Además,  ofreció 
un incremento de la transferencia económica si accedía a dicho cargo 
—esa  gravedad está vigente, al margen de que las amenazas excedieran 
largamente sus facultades—.  Asimismo, la queja N° 1118-2010-001157 
es similar. Sin embargo, en ella no se aprecia la búsqueda de una ventaja 
o beneficio indebido de índole política, pues no se produjo la solicitud de 
colocar publicidad de un partido o del programa.
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Libertad, mediante la cual se pone en conocimiento 
de la institución que se está utilizando un vehículo de 
JUNTOS para trasladar a familiares de funcionarios 
del Programa. En este caso, se configuraría, además, el 
ilícito penal denominado Peculado por uso.113

113	 Cf. Código Penal, artículo 388.
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CAPÍTULO 4

MECANISMOS PARA REDUCIR LAS 
VULNERABILIDADES DE LOS PROGRAMAS 

HABILITADORES FRENTE A LA CORRUPCIÓN

Como se puede advertir en lo señalado en los capítulos 
previos, los programas sociales habilitadores presentan 
vulnerabilidades frente a la corrupción. Por ello es  
urgente aplicar mecanismos de control, o de monitoreo 
y evaluación de la gestión, con el propósito de reducir 
las posibilidades de que se cometan actos de corrupción 
en su implementación. 

Asimismo es importante fomentar la activa participación 
de los ciudadanos como actores en todas las fases de las 
políticas públicas: diseño, formulación, implementación 
y evaluación. De esta manera, las políticas resultan 
más idóneas y efectivas, responden más precisamente a 
los problemas que los ciudadanos pretenden enfrentar 
y, además, gozan de altos niveles de aceptación.114

 
La finalidad de las políticas públicas es generar las 
condiciones para el desarrollo integral de las personas. 
Su implementación, por ello, implica el planteamiento 
de propuestas —asimismo, integrales— para combatir 
la pobreza y la exclusión. Las políticas públicas, en 
consecuencia, deberían estar dirigidas, prioritariamente, 
a las poblaciones más pobres y excluidas. 

Como se afirma en un estudio sobre el impacto de los 
programas sociales de transferencia condicionada para 
114	 Cf. Davis, Shelton, Gacitúa Estanislao y Sojo, Carlos (ed.). Desafíos 
del desarrollo social en Centroamérica. San José: Flacso, 2004. p. 14.
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Centroamérica: “[…] el desafío del desarrollo social 
supone, pero no queda reducido, a la implantación 
de programas de reducción de la pobreza […]”.115 Por 
consiguiente, una estrategia de desarrollo social debe 
interrogar a las políticas públicas acerca de su impacto 
en el bienestar humano de manera que comprenda 
todo aquello relacionado con el mejoramiento de las 
condiciones de vida de los ciudadanos y esté destinado 
a alcanzar su bienestar general —y no solamente la 
satisfacción momentánea de necesidades—. 

Esta perspectiva aplicada a  los programas sociales 
responde a la mirada que tiene la Defensoría del Pueblo 
respecto de la corrupción. Por ejemplo, se promueve la 
participación de los ciudadanos en la formulación e 
implementación de las políticas públicas, y se propone 
entender los problemas que aquejan a los ciudadanos de 
manera integral. Debido a que la Defensoría del Pueblo 
entiende que la corrupción implica vulneraciones de 
derechos, la prevención y la lucha contra el fenómeno 
no requieren solamente acciones destinadas a modificar 
una situación concreta —la afectación de derechos—, 
sino que, a sabiendas de la interrelación existente 
entre los diversos derechos fundamentales, las medidas 
deberían tender, asimismo, a resolver problemas 
conexos a las vulneraciones. 

De este modo, si se evidencian problemas en el acceso 
a la salud por cobros que buscan ventajas o beneficios 
indebidos, es conveniente realizar acciones que nazcan 
de la comprensión de los problemas vinculados con el 
Sector Salud, aquellos que hacen posible el surgimiento 
de situaciones de corrupción. Si se entiende que la 
115	 Cf. Davis, Shelton, Gacitúa, Estanislao y Sojo, Carlos (ed.). Op. cit., 
p. 10.
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vulneración de los derechos constituye un problema 
integral relacionado con condiciones de vulnerabilidad 
y, además, se comprende que la corrupción es una 
situación en la que siempre se vulneran derechos como 
resultado de un mal uso del poder público en procura 
de obtener ventajas o beneficios indebidos, entonces, 
también será posible asumir que las respuestas frente a 
la corrupción —así como a las falencias en el desarrollo 
social— requieren una conjunción especial de fuerzas.

Las vulnerabilidades frente a los actos de corrupción 
que pueden manifestarse en los programas sociales 
son, incluso, más graves, pues, como se ha explicado, 
estas iniciativas buscan atender, precisamente, a 
los ciudadanos en situación de pobreza y pobreza 
extrema, así como propiciar la protección, el respeto y 
la realización de sus derechos fundamentales. Por ello, 
los mecanismos orientados a combatir las condiciones 
de vulnerabilidad son especialmente relevantes. 

Para la Defensoría del Pueblo es necesario verificar 
que los programas sociales comprendan ciertos 
elementos sustantivos en todas sus fases, a saber: 
1) el fortalecimiento institucional para la gestión 
e implementación articulada —articulación 
interinstitucional para atender los problemas de manera 
integral—, 2) mecanismos de control institucional, 3) 
mecanismos de participación y vigilancia ciudadana y 
rendición de cuentas, 4) mecanismos de transparencia y 
acceso a la información y 5) mecanismos participativos 
de monitoreo y evaluación de las políticas. Las 
estrategias para combatir las vulnerabilidades de los 
programas sociales habilitadores frente a la corrupción, 
propuestas en el presente capítulo, tienen en cuenta los 
elementos enumerados.  
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Con relación a las vulnerabilidades respecto de la 
corrupción se debe formular las siguientes propuestas 
de mecanismos de prevención en los programas sociales 
habilitadores:

4.1. 	 El fortalecimiento institucional para la gestión 
e implementación articulada de los programas 
sociales (articulación interinstitucional para 
atender los problemas de manera integral)

Como se sabe, la política social en el Perú ha atravesado 
un proceso de reforma. El Plan de Reforma de Programas 
Sociales organizó a dichos programas bajo los tres ejes 
estratégicos descritos en las primeras secciones del 
presente documento, en un intento por establecer una 
política social que oriente los programas en función de 
los grandes objetivos del país: combatir la pobreza y la 
exclusión.

Esta reforma se ajusta a la corriente que está introduciendo 
ajustes en el diseño, planificación y ejecución de los 
programas de transferencias condicionadas, en el ámbito 
internacional —pero, sobre todo, en América Latina—. 
Dichos ajustes responden a un cambio de paradigma en 
las políticas sociales que deja de lado el asistencialismo 
de la década del setenta por programas cuya finalidad es 
la generación de capacidades humanas o de condiciones 
para el desarrollo social o humano sostenible. Asimismo, 
se trata de establecer programas que reflejen las 
políticas sociales de los Estados y no que los programas 
determinen el derrotero del Estado en la lucha contra 
la pobreza y la exclusión. Una reforma de tal índole 
debe permitir, además de mejorar la inversión del gasto 
social, que se definan los objetivos del país respecto de 
la materia.
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En el caso peruano, la reforma de los programas sociales 
giró en torno de tres metas: 1) la reorganización y 
reorientación de los programas sociales para alcanzar 
objetivos de carácter nacional —políticas de desarrollo 
social y lucha contra la pobreza—; 2) el desarrollo de 
intervenciones sociales articuladas e integrales que 
involucren a los grandes sectores de la administración 
pública —maestros, policías, empleados—; y, 3) el 
fortalecimiento institucional del ente rector. 

El diagnóstico que motivó la reforma de los programas 
sociales identificó algunos problemas recurrentes en 
ellos y propuso un conjunto de alternativas de solución. 
Entre las más ambiciosas se encontraba la articulación 
de las diversas entidades que ejecutan los programas 
sociales de modo que respondan a los objetivos generales 
planteados por la nueva política.

La demanda por integralidad en las políticas de 
desarrollo social exige que la coordinación entre las 
entidades gestoras de los programas sea constante y 
consistente. Además se demanda que se constituyan 
en sistemas de promoción del desarrollo social, en los 
cuales las entidades compartan objetivos, articulen 
acciones y, asimismo, intercambien información. 

En ese orden de ideas era necesario contar, en primer 
lugar, con un ente rector o director de la política social 
del Estado. En el caso del Perú, el rol está asignado a una 
comisión interministerial: la Comisión Interministerial 
de Asuntos Sociales (CIAS),116 integrada por los ministros 
116	 La Comisión Interministerial de Asuntos Sociales es mencionada 
por los artículos 19 y 20 de la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo. Su reglamento interno se estableció mediante la Resolución 
Ministerial N° 169–2009-PCM del 23 de abril del 2009. En: <http://www.
cias.gob.pe/cias.php?var=1> (consulta del 28 de noviembre del 2010).
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de Agricultura; Economía y Finanzas; Educación; 
Justicia; de la Mujer y Desarrollo Social; de la Producción; 
Salud; de Trabajo y Promoción del Empleo; de Vivienda, 
Construcción y Saneamiento —y por otros ministros 
cuando su presidente así lo determine—. El reglamento 
de la CIAS señala que la entidad tiene la responsabilidad 
de coordinar y discutir la política social del Estado y 
que forma parte del organigrama de la Presidencia del 
Consejo de Ministros (PCM). 

Asimismo, la norma señala que la CIAS está 
encargada de dirigir, articular, coordinar y establecer 
los lineamientos de política y del gasto social, así 
como de supervisar su cumplimiento. Adicionalmente 
se establece una secretaría técnica como organismo 
al que se asigna la coordinación multisectorial y el 
seguimiento y control de las políticas acordadas a 
través de los programas. En el caso específico de 
los programas, la Secretaría Técnica de la CIAS es 
responsable de plantear mejoras en las intervenciones 
y determinar su viabilidad en función de los resultados 
obtenidos.

Finalmente, entre las actividades de la CIAS se 
encuentra el encargo de plantear lineamientos de 
articulación de carácter intersectorial e, inclusive, 
intergubernamental, para ejecutar estrategias de 
lucha contra la pobreza. Asimismo tiene la función de 
establecer prioridades y criterios del gasto social, proveer 
lineamientos de capacitación para la utilización de los 
recursos de distintas fuentes, entre otras orientadas a 
alcanzar los objetivos de la política. 

El ejemplo de articulación de programas de 
transferencia económica condicionada (CCT, acrónimo 
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en inglés de Conditional Cash Transfer), desarrollados 
en otros países, permite conocer estrategias de 
distribución de responsabilidades en todos los niveles 
de gobierno. Es el caso de programas similares a 
JUNTOS como Oportunidades en México117 o Bolsa 
Familia en Brasil.118 Ambos dependen del Ministerio 
o Secretaría de Desarrollo Social y realizan una 
coordinación nacional que regula el padrón de 
beneficiarios, el pago de la transferencia, el monitoreo 
del programa y las evaluaciones. Sin embargo, las 
entidades coordinadoras integran, en su operación, a 
diferentes agencias federales, estatales y municipales, 
en las cuales existen instancias de coordinación 
interinstitucional que se encargan de la ejecución 
de los programas, así como del contacto con los 

117	 El Programa PROGRESA se inició en 1997. Fue concebido como 
una estrategia para apoyar a la población que vive en condiciones 
de extrema pobreza en áreas rurales, mediante el incremento de las 
capacidades y habilidades básicas de los individuos. Para lograr este 
objetivo, PROGRESA ofrece subsidios monetarios como condición de 
que los beneficiarios participen de los programas de educación, salud y 
nutrición. En el año 2002, desde la lógica de la unificación de objetivos 
sociales de Estado, se reformó el comité directivo de PROGRESA para 
transformarse en el Programa de Desarrollo Humano denominado 
OPORTUNIDADES. La finalidad del cambio fue dotar al comité 
ejecutivo de OPORTUNIDADES de mayor autonomía para la 
ejecución del programa, así como de competencias que le permitieran 
articular estrategias y acciones intersectoriales de educación, salud y 
nutrición. Ello le permitió concatenar objetivos con otros programas 
de carácter regional o comunitario. Cf. Secretaría de Desarrollo Social 
Sedesol (Sedesos) – Portal Web OPORTUNIDADES (2010). En: 
<http://www.oportunidades.gob.mx/Portal/work/sites/Web/resources/
ArchivoContent/908/DECRETO_CREACION_OPORTUNIDADES.
pdf> (consulta del 27 de noviembre del 2010).
118	 Programa iniciado en el año 2003. Integró a otros programas 
sociales existentes con la finalidad de encauzar mejor los recursos y 
ofrecer un paquete integrado de servicios a la ciudadanía. Cf. Página 
web del Ministerio de Desarrollo Social del Brasil. En: <http://www.
mds.gov.br/bolsafamilia> (consulta del 29 de noviembre del 2010).
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beneficiarios.119 Tales instancias articulan, asimismo, 
la participación ciudadana.

El funcionamiento de un ente coordinador responsable 
de establecer y supervisar la aplicación de la política 
social, como la CIAS, es importante porque refleja las 
reformas que se desarrollan en el país desde el año 
2004. Sin embargo, su eficacia demanda un esfuerzo 
por brindarle mayores competencias y atribuciones de 
modo que se constituya, realmente, en una entidad que 
provea de mejores servicios sociales a la ciudadanía en 
la lucha contra la pobreza y la exclusión.

Ciertamente, un organismo de este tipo —coordinador— 
puede tener una visión general de la política social y 
organizar las distintas acciones que se llevan a cabo. 
La mirada general avala la creación de sinergias y 
articulaciones entre las entidades ejecutoras de todos 
los niveles gubernamentales, de modo que el impacto de 
los programas sociales sea más efectivo y contribuya a la 
consecución de sus objetivos. Así, la mirada global de la 
CIAS —como entidad coordinadora y gestora de la política 
social en el país— debería posibilitar la coordinación 
entre diversos sectores para crear contextos de desarrollo, 
vinculados con el acceso a servicios básicos como salud, 
educación —estrechamente relacionados, a su vez, con los 
derechos económicos, sociales y culturales—, que propician 
otras situaciones favorables al desarrollo humano, como 
la generación de empleo o de actividades productivas.120 

119	 Hevia, Felipe. “Mecanismos de participación ciudadana y control 
social en los programas sociales de transferencia condicionada de renta 
en México y Brasil, un análisis comparado”. En: Nómadas. Revista 
Crítica de Ciencias Sociales y Jurídicas, Nº. 22, Madrid: 2009. p. 3.
120	 Cf. Davis, Shelton, Gacitúa, Estanislao y Sojo, Carlos (ed.). Op. cit., p. 
11.
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La Defensoría del Pueblo debe agregar a lo indicado 
que los nuevos contextos de desarrollo deben incluir 
espacios de participación ciudadana que permitan el 
ejercicio de los derechos civiles y políticos. Incorporar 
dichas estrategias es tan importante como aquellas 
destinadas a eliminar las barreras que la pobreza 
impone a las personas porque hace posible el combate 
a la postergación social que ha sometido muchos 
ciudadanos durante varias generaciones. 

Otros efectos de la existencia de una entidad coordinadora 
de las políticas sociales son la garantía del uso racional 
de los recursos y la disminución de la posibilidad de 
desperdiciarlos en la repetición innecesaria de acciones 
o programas. Por ello, los organismos articuladores 
necesitan contar con la autoridad suficiente para 
acometer con éxito sus tareas.121 122

4.2.	M ecanismos de transparencia y acceso a la 
información

La ciudadanía tiene el derecho fundamental de acceder a 
información exacta sobre los objetivos y funcionamiento 
de los programas sociales.123 Esta información es 
requerida por los beneficiarios de los programas pero, 
121	 Cf. Davis, Shelton, Gacitúa, Estanislao y Sojo, Carlos (ed.). Op. cit., p. 14.
122 	Cabe añadir, finalmente, que, en el Informe Macro sobre la Gestión 
del Vaso de Leche para el año 2009, la Contraloría General recomendó 
la creación de un ente rector que diseñe y difunda lineamientos y 
procedimientos para la ejecución de las actividades del Programa en 
cuestión —que, como se explicó en el subcapítulo 2.1, literal d, ejecutan 
los gobiernos locales— así como controles internos que faciliten la 
supervisión y evaluación de su impacto en la población objetivo. 
Contraloría General de la República. Informe Macro sobre la Gestión 
del Programa del Vaso de Leche. p. 51.
123	 Como a toda información pública. Cf. numeral 5 del artículo 2 de la 
Constitución Política del Perú.
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asimismo, por las personas no vinculadas, debido a que 
se utilizan bienes y recursos públicos. 

La transparencia es uno de los principios del buen gobierno124 
y uno de los deberes de la función pública prescritos por el 
Código de Ética de la Función Pública.125 Además:

	 […] un Estado democrático debe reconocer y respetar 
el derecho fundamental de las personas a solicitar y 
obtener la información que obra en su poder y poner a 
disposición de la ciudadanía en forma accesible todos 
los datos relacionados con la gestión de los asuntos 
públicos. Y es que la transparencia en la actuación 
de la administración pública contribuye a combatir 
la corrupción y produce una mayor confianza de la 
ciudadanía en sus autoridades públicas. Asimismo, 
al facilitarse la fiscalización de la gestión pública, se 
logra una participación informada y se fomenta una 
vigilancia ciudadana conocedora de lo que ocurre en 
el Estado […]126 

La Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública127 establece exigencias mínimas respecto de la 

124 Cf. Defensoría del Pueblo. Defensoría del Pueblo, Ética Pública y 
Prevención de la Corrupción. Op. cit., p. 19, y Comisión de Derechos 
Humanos de la Organización de las Naciones Unidas. La función del 
buen gobierno en la promoción de los derechos humanos. Resoluciones 
2000/64, 2001/72, 2002/76, 2003/65, 2004/70, 2005/68, y Consejo 
de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas. 
Resolución 7/11 L. 29 del 25 de marzo del 2008. La función del buen 
gobierno en la promoción de los derechos humanos.
125	 Ley N° 27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública, 
numeral 7 del artículo 2. Publicada el 12 de agosto del 2002.
126 	Defensoría del Pueblo. Balance a dos años de la vigencia de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 2003 – 2004. 
Informe Defensorial Nº 96. Lima: Defensoría del Pueblo, 2005. p. 19.
127	 Ley N° 27806 del 3 de agosto del 2002.
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información que debe ser publicada por las entidades 
de la administración pública a través de sus portales de 
transparencia.  Algunas de las más relevantes son:

yy Datos generales de la entidad de la 
Administración Pública que incluyan, 
principalmente, las disposiciones y 
comunicados emitidos, su organización, 
organigrama, procedimientos, el marco legal 
al que está sujeta y el Texto Único Ordenado 
de Procedimientos Administrativos que la 
regula —si corresponde—;

yy La información presupuestal que incluya datos 
sobre los presupuestos ejecutados, proyectos de 
inversión, partidas salariales y los beneficios 
de los altos funcionarios y el personal en 
general, así como sus remuneraciones;

yy Las adquisiciones de bienes y servicios que 
realicen. La publicación debe comprender 
el detalle de los montos comprometidos, los 
proveedores, la cantidad y calidad de bienes 
y servicios adquiridos;

yy Las actividades oficiales que desarrollarán 
o desarrollaron los altos funcionarios de la 
respectiva entidad —titulares y los cargos 
del nivel subsiguiente—;

yy La información adicional que la entidad 
considere pertinente.128

Si bien la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública representó un gran avance para obligar a 
las entidades públicas a publicar información que no 
estaban acostumbradas a ofrecer, solo se debía entender 
128 Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, del 3 de agosto del 2002. Artículo 5.
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como una base mínima. Para  hacer más transparentes 
a las instituciones era necesario publicar una mayor 
cantidad de información. Así, en junio del 2010, la PCM 
aprobó la Directiva 01-2010/PCM-SGP, orientada a 
uniformar la información que corresponde colocar en los 
portales de transparencia de las instituciones públicas:

	 Entre las finalidades de esta directiva está […] 
contribuir a reducir los riesgos de corrupción, 
partiendo del principio de que una mayor 
publicidad de la administración pública permite a 
los ciudadanos realizar una vigilancia constante. 
El artículo 10° de la citada directiva especifica los 
datos que se deben incluir en cada portal. 129

Cuadro/gráfico 12: 
Información que deben publicar las 

instituciones públicas de acuerdo con la 
Resolución Ministerial N° 200-2010-PCM

1.  	 Datos Generales:
1.1	 Directorio, entendiéndose los nombres de los principales 

funcionarios, cargos, teléfonos y correo electrónico, de 
acuerdo con el registro que se realiza en el Portal del Estado 
Peruano administrado por la ONGEI, y que deberá ser 
permanentemente actualizado

1.2	 Marco Legal, registrando las normas de creación de la 
entidad, Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública y otros que crea conveniente la entidad.

1.3	 Normas emitidas por la entidad, organizadas por fecha de 
expedición a partir del 2009, enlazando al archivo histórico 
registrado en la entidad.

129 Aprobada por Resolución Ministerial N° 200-2010-PCM del 25 de 
junio del 2010.
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2	 Planeamiento y organización,  que incluirá:
2.1	 Instrumento de gestión y la norma que lo aprueba:

- 	 El Reglamento de Organización y Funciones – ROF
- 	 Organigrama de la Entidad y sus dependencias si 

fuera el caso
- 	 Manual de Organización y Funciones-MOF
- 	 Manual de Clasificación de Cargos
- 	 Cuadro de Asignación de Personal – CAP
- 	 Manual de Procedimientos – MAPRO
- 	 Texto Único de Procedimientos Administrativos – 

TUPA, registrado en el MÓDULO TUPA de servicios 
al ciudadano

2.2	 Indicadores de desempeño
	 Planes y Políticas, además de los informes de monitoreo y 

evaluación, deben publicarse:
2.3 	 Políticas Nacionales (De ser aplicable a la entidad)
2.4  	 Plan Estratégico Sectorial Multianual – PESEM
2.5 	 Plan Estratégico Institucional – PEI
2.6 	 Plan Operativo Institucional – PO

3	 Información presupuestal, presupuestos ejecutados, 
proyectos de inversión, partidas salariales y los beneficios 
de los altos funcionarios y el personal en general, así como 
sus remuneraciones.
-	 Proyectos de Inversión Pública, 
-	 Participación Ciudadana (aplicable a Gobiernos 

Regionales y Locales)
-	 Información de personal 
-	 Información de contrataciones
-	 Procesos de selección para la contratación de bienes, 

servicios y obras
-	 Exoneraciones aprobadas
-	 Penalidades aplicadas
-	 Ordenes de servicio
-	 Gastos de viáticos y pasajes
-	 Gastos de telefonía
-	 Uso de vehículos
-	 Gastos por publicidad
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4	 Actividades oficiales
-	 Agenda
-	 Información adicional
-	 Comunicados
-	 Declaraciones Juradas
-	 Formato de solicitud de acceso a la información 

pública

Si se respetara la transparencia en la información 
de la gestión de los programas sociales habilitadores 
se contaría con una herramienta fundamental para 
combatir las vulnerabilidades y circunstancias riesgosas 
de corrupción.

Sin embargo, no solo es importante la publicación, sino 
también el modo en que esa información se hace de 
conocimiento público. En tal sentido, es importante que 
las entidades públicas aseguren la claridad, el orden y 
la accesibilidad para el manejo de los datos que allí se 
colocan, de tal forma que se permita trabajar sobre su 
base y realizar comparaciones, evaluaciones, etcétera. 

4.2.1.  Análisis de transparencia 

Para realizar un balance de la transparencia de los 
programas sociales habilitadores se han revisado 
sus sitios en la Internet. En éstos, se ha corroborado 
la publicación de la información exigida por Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y por 
la Directiva Nº 01-2010/PCM-SGP, así como aquella 
que la Defensoría del Pueblo propone para una mayor 
transparencia. 

Para mostrar los resultados de esta breve investigación, 
a continuación se presenta un cuadro que intenta 

Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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graficar el nivel de transparencia de los portales de los 
10 programas sociales habilitadores. Dicha tabla recoge 
una evaluación preliminar efectuada sobre la base del 
cumplimiento de las obligaciones respecto de publicar 
la información mínima que la Defensoría del Pueblo 
estima indispensable conocer sobre los programas 
sociales. 

Para medir la transparencia en los sitios Web de los 
programas sociales habilitadores se ha evaluado, en 
primer lugar, la información en los cinco rubros básicos 
exigidos por la Ley: 

yy Presupuestal: Presupuesto Institucional de 
Apertura (PIA) y Presupuesto Institucional 
Modificado (PIM).

yy Contrataciones y Adquisiciones: Plan 
Anual CAE - Plan Anual de Contrataciones 
y Adquisiciones. Procesos CAE - Procesos de 
Contrataciones y Adquisiciones

yy Personal: Responsable de brindar información, 
listado de funcionarios y gastos de personal.

yy Planificación: Indicadores de gestión, 
evaluación de desempeño, Plan Estratégico 
Sectorial Multianual (PESM), Plan 
Estratégico Institucional (PEI), Plan 
Operativo Institucional (POI), proyectos de 
inversión.

yy Información Institucional: Misión/valores/
visión, funciones/objetivos, marco legal, 
Reglamento de Organización y Funciones 
(ROF), Manual de Organización y Funciones 
(MOF), Cuadro de Asignación de Personal 
(CAP), Presupuesto Analítico de Personal 
(PAP), Texto Único de Procedimientos 
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Administrativos (TUPA), organigrama, 
solicitud de transparencia y acceso a la 
información

Asimismo, se han contemplado rubros cuya publicidad 
es importante en los programas sociales del Estado, 
en razón de la naturaleza de sus objetivos y su 
administración:

yy Informes de monitoreo y control: que 
permiten conocer las evaluaciones 
internas del programa y corroborar que 
las recomendaciones se estén poniendo en 
práctica.

yy Padrón de beneficiarios: con información 
básica para identificar a los beneficiarios y 
corroborar que no se producen duplicaciones 
y que la inscripción se ha realizado 
cumpliendo con los criterios de focalización 
del programa.

yy Canales de difusión: son necesarios para 
verificar que son los más adecuados para 
comunicarse con los beneficiarios.

yy Algún otro mecanismo o sistema de 
información del programa: ciertos programas 
tienen iniciativas positivas de sistemas para 
el seguimiento de sus indicadores de avance.

yy Información indispensable para la 
participación del beneficiario: características 
de los beneficiarios del programa. Descripción 
clara de los criterios de focalización y las 
características del beneficiario para acceder 
al programa.

yy Requisitos para ser beneficiario: documentación 
requerida para inscribirse en el programa.
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yy Proceso para la participación o inscripción: 
información clara del procedimiento a seguir 
para inscribirse en el programa.

yy Servicios o canales de atención al ciudadano: 
lugares y horarios de atención.

Cabe subrayar que la mayoría de los programas sociales 
habilitadores evaluados no cuenta con una página Web 
propia, sino que publican información en una sección 
del portal de la entidad a la que pertenecen. Este es 
un primer punto que se debe tomar en cuenta para 
medir la transparencia, pues una página Web propia le 
confiere mayor autonomía al programa en la colocación 
de contenidos y, sobre todo, brinda mayor acceso a la 
ciudadanía. El siguiente cuadro muestra los sitios 
revisados en la Internet. Como primera constatación se 
puede apreciar que un programa de la importancia del 
Vaso de Leche no cuenta con un portal en la Internet que 
proporcione información unificada sobre su ejecución.  

Cuadro/gráfico 13: 
Sitios web de los programas sociales 

habilitadores

Sector Programa Dirección Web

PCM JUNTOS   http://www.juntos.gob.pe/

Vivienda

Agua para 
todos  

http://www.vivienda.
gob.pe/Direcciones/
saneamiento_programas.
aspx

Techo Propio  

http://www.mivivienda.
com.pe/portal/
Canales/Comprador/
Programas%20de%20
Vivienda/Programa%20
Techo%20Propio/
Techo%20Propio.aspx
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Vivienda
Mejoramiento 
de Barrios y 
Pueblos

Mejorando Mi 
Pueblo

http://www.vivienda.gob.
pe/pimbp/index.asp

Mejoramiento 
de Mi Barrio
La Calle de Mi 
Barrio
Programa de 
Protección 
ambiental y 
ecológica ur-
bana en Lima y 
el Callao

Gobiernos 
Locales

Vaso de Leche    

Complementa-
ción 
Alimentaria 

 

http://www.pro-
naa.gob.pe/index.
php?option=com_content
&view=article&id=119&I
temid=70

Mimdes

Wawa Wasi  
http://www.mimdes.gob.
pe/programas/wawawasi.
html

Programa 
Integral 
Nutricional 
(de Nutrición) 
– PIN

 

http://www.pro-
naa.gob.pe/index.
php?option=com_content
&view=article&id=48&It
emid=69

Minedu Pronama   http://alfa.minedu.gob.pe/

Minsa SIS   http://www.sis.gob.pe/
Portal/index.html

Fuente: Revisión de sitios Web entre el 30 de agosto y el 30 de 
septiembre del 2010.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.

En el cuadro que se presenta a continuación, el 
porcentaje se ha obtenido del total de documentos 
publicados. Es decir, por cada gran rubro —página Web, 
presupuesto, contrataciones y adquisiciones, personal, 
planificación, información institucional— se revisaron 
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dos o más documentos que debían ser publicados. La 
publicación de todos los ítems le confiere al rubro un 
valor del 100%, y se va disminuyendo el porcentaje 
de cumplimiento en forma proporcional al número de 
documentos y/o información que no aparece en los sitios 
Web. El porcentaje total es el promedio obtenido entre 
todos los rubros.  
	

Cuadro/gráfico 14: 
Nivel de transparencia de los programas 
sociales habilitadores de acuerdo con la 

revisión de sus sitios web

Entidad Programas

Programa 
con 

página 
Web/ sitio 

Web

Presu-
puesto

Contrata-
ciones y 
Adquisi-
ciones

Per-
sonal

Planifi-
cación

Infor-
mación 
institu-
cional

% Nivel 
Trans-
paren-

cia

PCM JUNTOS   100% 50% 100% 100% 60% 55% 78%

V
i
v
i
e
n
d
a

Agua 
para 
todos

Prona-
sar y 
otros

100% 0 50% 33.3% 40% 33% 43%

Techo 
Propio   100% 0 0 0 0 22% 20%

Mejora-
miento 
de 
Barrios 
y 
Pueblos

Mejo-
rando 
Mi 
Pueblo

100% 0 0 0 0 11% 19%

Mejora-
miento 
Integral 
de 
Barrio

100% 0 0 0 0 0 17%

La 
Calle 
de Mi 
Barrio

100% 0 0 0 0 0 17%

PPAEU 
en Lima 
y el 
Callao

100% 0 0 0 0 22% 20%
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Gobier-
nos 

Locales

Vaso de 
Leche   0           0

Com-
plemen-
tación 
Alimen-
taria

  100% 0 0 0 0 11% 19%

Mimdes

Wawa 
Wasi   100% 100% 0 100% 0 22% 54%

Pro-
grama 
Integral 
de Nu-
trición

  100% 0 0 0 0 0 17%

Minedu Prona-
ma   100% 50% 0 33.3% 40% 55% 46%

Minsa SIS   100% 100% 100% 100% 100% 100% 100%

Fuente: Revisión de sitios Web entre el 30 de agosto y el 30 de 
septiembre del 2010.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.

Solo el Seguro Integral de Salud (SIS) cumple al 
100% con publicar los documentos evaluados. No es 
coincidencia que sea uno de los pocos programas que 
tiene su propio portal en la Internet.130

4.2.2. Registro Único de Beneficiarios

En los programas sociales, otros elementos deberían 
estar expuestos a la mirada pública. Uno de ellos es 
el Registro Único de Beneficiarios que implementan, 
administran y actualizan los Gobiernos Regionales, 
de acuerdo con las disposiciones de la Ley N° 28540 
130	 La información desagregada del Cuadro/Gráfico 14 se encuentra en 
el primer anexo del presente documento con el fin de que pueda ser 
evaluada y analizada con detenimiento.
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y su reglamento.131 El Registro Único de Beneficiarios 
recoge datos básicos como nombres y apellidos 
completos, número de DNI, edad y lugar de residencia 
de las personas, y no es accesible para la ciudadanía en 
general.

La publicidad de tal registro es importante pues se 
podría alcanzar objetivos como:

yy verificar la adecuada focalización y afiliación 
de beneficiarios;

yy conocer el número de beneficiarios que, 
efectivamente, reciben atención de los 
programas;

yy identificar posibles filtraciones de personas 
que no deberían recibir los beneficios;

yy evitar duplicaciones en la prestación de 
servicios de los programas;

En general, en los programas sociales habilitadores 
existen dificultades para mantener actualizado un 
padrón de beneficiarios. La actualización es importante, 
pues permite evaluar el impacto y avances en el logro 
de objetivos de los programas. Por ejemplo, avalan el 
reconocimiento de aquellas personas que han cambiado 
su situación inicial y sustentan las recomendaciones 
de salida de aquellas personas que dejaron de cumplir 
los requisitos. Se trata, además, de datos que permiten 
efectuar cambios oportunos en la provisión de servicios 
a la población–objetivo. En efecto, en la medida en 
que la situación socioeconómica inicial de las familias 
va cambiando, es posible elaborar propuestas de 
programas o servicios que ofrezcan nuevos beneficios. 
131	 Ley N° 28540 del 10 de junio del 2005 y Decreto Supremo N° 
002-2008-MIMDES del 6 de marzo del 2008.
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De esta manera, es posible configurar los contextos de 
desarrollo previamente señalados. 

En estudios recientes sobre los programas de 
transferencias condicionadas se muestra que se han 
realizado escasos balances o evaluaciones sobre el perfil 
de beneficiarios o los impactos que, por ejemplo, JUNTOS 
ha exhibido en el ámbito nacional.132 Esa situación no 
debe pasar inadvertida por el ente coordinador de las 
políticas sociales, con el fin de mejorar los servicios que 
prestan los programas. 

En lo referente al Registro de beneficiarios, si bien 
se alienta su publicidad, es indispensable tener en 
consideración la necesidad de cautelar el derecho a la 
intimidad de las personas que reciben las prestaciones 
de los programas sociales. En tal sentido, se debe 
tener especial cuidado en excluir aquella información 
que pertenezca a la esfera íntima de los individuos 
beneficiarios y cuya eventual difusión  podría afectar 
a su derecho fundamental a la intimidad personal y 
familiar.133 
132	 Cf. Cancho, César. Buscando alternativas para la superación de la 
pobreza: Estimación de impactos de un Programa de Transferencias 
Condicionadas en el Perú. En: <http://cies.org.pe/files/ES/bol67/08-
CANCHO.pdf>; Vásquez, Enrique. Programas sociales ¿de lucha contra 
la pobreza?: casos emblemáticos. En: <http://cies.org.pe/files/active/0/
Programas_Sociales.pdf>, y La brecha entre el discurso político y la 
gestión pública a favor de los más pobres. En: <http://cies.org.pe/files/
ES/bol64/06-vasquez.pdf> y Yancari; Johanna. Diagnóstico Perú para 
el Proyecto Capital de la Fundación Capital y el Instituto de Estudios 
Peruanos. Lima: IEP y Proyecto Capital, 2008. 
133	 Es necesario apuntar que JUNTOS publica, en su página 
Web, un padrón de beneficiarios con amplia información sobre sus 
beneficiarios. Se presentan sus nombres, apellidos, edades —así como 
de las personas dependientes de ellos—  números de D.N.I., domicilios, 
fechas de nacimiento, fotografías y cada uno de los abonos recibidos del 
Programa, que incluyen el día de recepción. En:<http://corda.juntos.
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Finalmente, cabe señalar que, para establecer un 
único sistema de focalización, se creó el Sistema 
de Focalización de Hogares (Sisfoh), un sistema de 
información sobre las características socioeconómicas 
de los hogares consolidadas en un Padrón General de 
Hogares (PGH).134 El propósito del Sisfoh es proveer a 
los programas sociales de información que será utilizada 
para la identificación y selección de sus beneficiarios, 
así como para facilitar a la CIAS la ejecución, el 
seguimiento y la evaluación del cumplimiento de la 
Política Social.

4.3.  Mecanismos de control institucionales

Complementariamente a la acción de brindar 
información e implementar las normas de transparencia, 
los mecanismos de control institucional —internos y 
externos— de los programas sociales habilitadores 
deben ser fortalecidos. Se denomina así a todos los 
mecanismos que activa el aparato estatal para controlar 
el uso de los bienes públicos, y que son utilizados 
para disminuir las vulnerabilidades y circunstancias 
riesgosas para la corrupción. 

A continuación se presentan algunos mecanismos de 
control puestos en práctica en los distintos programas 
sociales habilitadores.

gob.pe/consultas/ctrl?command=loginCommand&accion=LOGIN2&co
dFuncion=01&codModulo=CO&comando=consultaPadron&acc=CON
FIGURACION> (consulta del 25 de febrero de 2011).
134	 V. sitio del Sisfoh Internet. En: <http://sisfoh.mef.gob.pe/nosotros.
shtml?x=1452> (consulta del 25 de febrero del 2011).
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4.3.1. Comisiones de ética

Las comisiones de ética están incorporadas formalmente 
en el organigrama de algunas entidades estatales. Aun 
cuando no existe una norma general que establezca 
parámetros para su instalación obligatoria, algunos 
programas sociales han conformado comisiones de ética 
con la finalidad de dar cumplimiento a lo establecido 
en la Ley del Código de Ética en la Función Pública. 
Por esa razón, dichos grupos de trabajo se encargan, 
principalmente, de orientar, promover y vigilar el 
accionar de los funcionarios públicos dentro de los 
estándares éticos propios del ejercicio de la función 
pública delegada, concedida o autorizada. 

Según lo que prescriba el Reglamento de Organización 
y Funciones (ROF) institucional correspondiente, 
la comisión de ética tiene, entre sus tareas más 
importantes las siguientes: difundir los principios, 
deberes y prohibiciones de la función pública para que 
sean plenamente conocidos y cabalmente cumplidos por 
funcionarios y servidores; promover las acciones regidas 
por la ética reconociendo a los funcionarios y servidores 
que exhiban un comportamiento plausible; sancionar 
o sugerir a las unidades orgánicas competentes la 
sanción de las faltas éticas cometidas dentro de las 
instituciones; entre otras.

La Defensoría del Pueblo alienta la creación de comités 
de ética en los programas sociales habilitadores que no 
cuenten con instancias que cumplan dichos roles.
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•	 Comité Nacional de Supervisión y 
Transparencia de JUNTOS

Un ejemplo de comisión de ética y el mecanismo de 
supervisión por antonomasia de JUNTOS es su Comité 
Nacional de Supervisión y Transparencia (CNST), 
encargado por la norma de creación del Programa de 
supervisar el cumplimiento de sus objetivos: “[…] se 
sitúa en la perspectiva de la demanda de los servicios y 
recoge principalmente las percepciones de los hogares 
beneficiarios y de los actores locales […]”.135 

Sus funciones específicas son:

	 Vigilar, cuidar, verificar que: 
[…]	 las transferencias directas lleguen, 

efectivamente, a las familias más pobres 
de las poblaciones ubicadas en los 
distritos focalizados por el Programa, y sin 
condicionamientos ajenos a los establecidos.

[…]	 que las familias beneficiarias accedan, 
efectivamente, a servicios de calidad, con 
equidad y respeto a la diversidad cultural, 
en materia de Salud, Nutrición, Educación e 
Identidad de sus miembros.

[…]	 que el proceso de implementación del 
Programa se desarrolle sobre la base de la 
transparencia y la neutralidad.136

135 Cf. Comité Nacional de Supervisión y Transparencia del Programa Nacional 
de Apoyo Directo a los Más Pobres (JUNTOS). Plan Operativo Anual 2009. En: 
<http://www.juntos.gob.pe/archivos/POA_2009_CNST.pdf> (consulta del 29 de 
noviembre del 2010).
136 Ibíd.
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Asimismo, en las localidades en que habitan los 
beneficiarios de JUNTOS funcionan Comités Locales 
de Supervisión y Transparencia con participación 
de la Mesa de Concertación para la Lucha contra la 
Pobreza. 

La Directiva del Proceso de Corresponsabilidades en los 
Servicios de Salud–Nutrición y Educación señala que, 
para la atención de los casos y la mejora de procesos, los 
Equipos Regionales de JUNTOS deben utilizar como 
información de fuente interna las alertas que le brindan 
los Comités Locales de Supervisión y Transparencia.137 

4.3.2. Auditorías

Las auditorías periódicas permiten encontrar problemas 
en la ejecución de los fondos públicos. Una auditoría 
anual es indispensable para controlar los aspectos 
contables y el cumplimiento de los procedimientos. 
Si bien el buen funcionamiento de una institución 
no está asegurado por el cumplimiento de las reglas 
pre-establecidas, las auditorías son importantes, 
pues verifican que la administración se haya ceñido a 
procedimientos y requisitos básicos que deben asegurar 
una actuación en pro de los objetivos trazados.

En los programas sociales habilitadores, las auditorías 
suelen ser vistas como más urgentes pues se ejecuta 
fondos públicos destinados a mejorar las condiciones 
de vida de las personas más pobres y excluidas. Por 
otro lado, es necesario realizar auditorías de medio 
término para reconocer las dificultades en la ejecución 

137 Directiva del Proceso de Corresponsabilidades en los Servicios de 
Salud–Nutrición y Educación, aprobada por Resolución de Dirección 
Ejecutiva N° 053-2010-PCM/PNADP-DE del 20 de agosto del 2010.
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del gasto o posibles vulnerabilidades o circunstancias 
riesgosas de corrupción antes de que la implementación 
del programa o política concluya. Eventualmente, 
los resultados harían posible la reorientación o el 
fortalecimiento de las acciones de los programas de 
modo que se ajusten de manera más precisa a sus fines, 
signados por el respeto, la protección y la realización de 
los derechos fundamentales. 

Todos los programas sociales habilitadores cuentan con 
Oficinas de Auditoría Interna u Órganos de Control 
Institucional (OCI) que realizan labores de auditoría 
permanentemente, además de evaluar y fiscalizar la 
ejecución de sus operaciones administrativas y técnicas. 
Dichos órganos forman parte del Sistema Nacional de 
Control, así como las Sociedades de Auditoría Externa 
que puede contratar la Contraloría General de la 
República —a la que se hará referencia en el acápite 
siguiente— para efectuar exámenes de esa naturaleza.

•	 Contraloría General

La Contraloría General de la República es el órgano 
superior del Sistema Nacional de Control y está 
facultada para ejercer el control gubernamental en 
todas las entidades estatales, incluyendo, por ende, a 
los programas sociales. Además del control que efectúan 
los OCI, el Sistema Nacional de Control, a través de 
la Contraloría General, lleva a cabo un control externo 
que consiste en “[…] supervisa[r], vigila[r] y verifica[r] 
la gestión, la captación y el uso de los recursos y bienes 
del Estado […]”.138 

138	 Artículo 8 de la Ley N° 27785.
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Sin embargo, solamente en el caso del Vaso de Leche, 
la Contraloría General tiene el encargo específico de 
supervisar y controlar su gasto en los planos provincial 
y distrital. En este caso, articula un sistema de control 
del programa, en tanto que los gobiernos locales le 
entregan información sobre el gasto efectuado y el 
origen de los alimentos adquiridos.139 

El control se realiza bajo dos modalidades: (i) 
Rendiciones de Cuenta mediante el Formato PVL y el 
Formato Ración A o B, según corresponda, establecidos 
en la Directiva N° 005-2008-CG/PSC,140 y (ii) Exámenes 
Especiales al Vaso de Leche, conforme lo señala la 
Directiva N° 07-99-CG/SDE.141

4.4. Mecanismos de participación, vigilancia 
ciudadana y rendición de cuentas

Como se ha manifestado antes, los mecanismos de control 
de vulnerabilidades y circunstancias riesgosas frente a 
la corrupción deben considerar, necesariamente, a la 
participación ciudadana. Ella cobra un especial sentido 
cuando se entiende que la corrupción, la vulnerabilidad 
o el riesgo de ella perjudican sensiblemente a los 
ciudadanos. Ante tal situación, y como una forma 
de promover la ética pública, los mecanismos de 
participación y vigilancia ciudadana permiten a la 
ciudadanía ejercer control sobre sus autoridades y, 
asimismo, respecto de otros ciudadanos, que pueden ser 
disuadidos de cometer actos de corrupción. 
	

139		 Información que, sin embargo, no es plenamente aprovechada. Ver 
nota al pie Nº 65.
140	 Del 11 de abril del 2008.
141	 Del 1 de octubre del 1999.
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Los mecanismos propuestos deben ser entendidos 
como elementos clave para fomentar la participación 
y el interés ciudadano por los asuntos públicos. Son, 
además, herramientas para la plena vigencia de los 
derechos civiles y políticos, sin las cuales los contextos 
de desarrollo no podrían ser posibles. El control social o 
vertical, ejercido mediante los mecanismos oportunos, es 
indispensable no solo para asegurar la sostenibilidad de 
los programas sociales, sino, asimismo, para romper el 
círculo intergeneracional de la pobreza.142

Sin embargo, en países como el Perú, los niveles de pobreza 
exigen el diseño de modelos especiales de participación, 
dirigidos a ciudadanos poco habituados a intervenir en los 
asuntos públicos o que no han participado previamente 
en espacios de toma de decisiones en condiciones de 
igualdad política. Garantizar el funcionamiento de estos 
mecanismos es fundamental, por un lado, para asegurar la 
transparencia y probidad en la ejecución de los programas; 
por otro, para incrementar las capacidades ciudadanas de 
los beneficiarios. 

4.4.1. Sistemas de quejas y denuncias 

La denuncia por actos de corrupción al interior de una 
institución es una responsabilidad ciudadana que no 
está suficientemente difundida en el país. 

En muchas ocasiones, las personas no presentan una 
denuncia, pues dudan de la efectividad del mecanismo o 
piensan que hacerlo les demandará una gran inversión 
de tiempo.143 

142 Hevia, Felipe. Op. cit., p. 14.
143 Resulta ilustrativa a estos efectos la percepción ciudadana sobre la 
efectividad de los mecanismos de denuncia. A la pregunta formulada en 
la Sexta Encuesta Nacional sobre Percepciones de la Corrupción en el 
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En efecto, cada vez que un ciudadano ve afectados 
sus derechos tiene tres posibilidades de respuesta: la 
indiferencia, la reacción violenta o la utilización de la 
vía formal. La denuncia frente a casos de corrupción 
es una respuesta formal frente a la vulneración de 
un derecho. Si frente a la corrupción —así como ante 
cualquier otra situación— las personas utilizan la 
denuncia para hacer sus demandas y reclamos, se 
podrá hacer referencia a ciudadanos que no solamente 
conocen sus derechos, sino, asimismo, los mecanismos 
democráticos y legales para plantear sus exigencias al 
Estado.

Las quejas y denuncias pueden perder valor si la 
respuesta del Estado no es efectiva y oportuna. Con 
ello, además, se desacredita a todo el aparato público y 
a la democracia como sistema político. Por esta razón, 
es importante establecer mecanismos adecuados y 
promover su empleo entre la ciudadanía, así como 
articular procedimientos que ayuden a ofrecer respuestas 
eficaces y consistentes a la población. 

En el caso de los programas sociales habilitadores, el SIS, 
por ejemplo, ha incorporado un sistema de denuncias 
que es manejado por su OCI. El referido sistema recoge 
consultas, quejas y sugerencias de los usuarios a través 

Perú, los encuestados a quienes les habían solicitado coimas o sobornos 
durante el último año, respondieron en un 91% que no denunciaron el 
hecho, en contraste con el 7% que sí lo hizo. De este primer grupo que 
no denunció, se detallaron las razones por las cuales no lo hicieron: (i) 
No querían hacerse problemas (22%); (ii) No sirve para nada (21%); (iii) 
No podía probar la denuncia (13%); (iv) Por falta de tiempo (12%); y (v) 
Acabaría siendo perjudicado (10%). V. Proética; Ipsos Apoyo, Opinión 
y Mercado; y Confiep. Sexta Encuesta Nacional sobre Percepciones de 
la Corrupción en el Perú. En: <http://www.proetica.org.pe/Descargas/
sexta%20encuesta.ppt> (consulta del 15 de febrero del 2011).
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de la Web y la vía telefónica —que incluye una línea 
gratuita de alcance nacional—.

4.4.2.Veedurías ciudadanas

Una forma de vigilancia y control gubernamental que 
se está institucionalizando en el país es la Veeduría 
Ciudadana que forma parte del Sistema Nacional de 
Control: 

	 […] La veeduría constituye una modalidad de control 
preventivo que implica la acción de presenciar el 
desarrollo de las operaciones o actividades a cargo de 
la entidad, cumpliendo tres finalidades principales:  
i) Alertar al Titular de la Entidad o quien haga 
sus veces, de la existencia de riesgos que pudieran 
afectar la transparencia, probidad o cumplimiento 
de objetivos y de la normativa correspondiente; ii) 
Disuadir intentos de actos de corrupción; iii) Recabar 
información que será utilizada para fines del control 
posterior, de ser el caso.144

Como parte de las acciones de Sistema Nacional de 
Control para promover la ciudadanía, la CGR aprobó la 
Directiva que establece el Procedimiento de Veeduría 
Ciudadana de las Entidades.145 La referida Directiva 
indica que las Veedurías Ciudadanas tienen como 
áreas de incidencia a los programas sociales, obras,   
adquisiciones y contrataciones.146 De este modo, los 

144 	Resolución de Contraloría N° 094-2009-CG del 21 de agosto del 
2009.
145 	Directiva N° 02-2006-CG aprobada por Resolución de Contraloría 
N° 155-2006-CG del 23 de mayo del 2006.
146 	Directiva N° 02-2006-CG aprobada por Resolución de Contraloría 
N° 155-2006-CG. Disposiciones Específicas, numeral 71.
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veedores pueden solicitar a la Contraloría General la 
información necesaria para realizar el seguimiento de 
sus acciones de control, así como datos a otras entidades 
para remitirlos al órgano superior del Sistema Nacional 
de Control si se detectase alguna irregularidad. 

Por su parte, la Contraloría General tiene la 
responsabilidad del seguimiento de las acciones y de 
la capacitación permanente de los veedores en temas 
necesarios para desarrollar sus funciones. 

De otro lado, en la sociedad civil también se observa la 
presencia de iniciativas de vigilancia a los programas 
sociales habilitadores. Por ejemplo, la Matriz de 
Indicadores para Monitoreo Sanitario desde la 
Sociedad Civil realiza un seguimiento de las variables 
pertinentes para cumplir los objetivos del SIS. La 
tarea es efectuada por el Observatorio de la Salud del 
Consorcio de Investigación Económica y Social (CIES) 
con el apoyo de la Cooperación Belga al Desarrollo. 
Es importante anotar que dicha matriz es usada 
positivamente por el SIS, como se subraya en la página 
Web del programa. El aporte del CIES es un consistente 
ejemplo de que la vigilancia de la sociedad civil tiene 
mucho que aportar a la eficiente y eficaz gestión del 
Estado.

4.4.3.  Encuestas y estudios 

Son realizados y/o financiados por organismos 
cooperantes con el objetivo de evaluar la eficacia del 
gasto en los programas sociales. Específicamente, 
los estudios de los programas sociales brindan 
recomendaciones concretas para el mejoramiento en su 
gestión. 
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Por ejemplo, el Banco Mundial realizó el estudio 
«Mejorando el Proceso de Adquisiciones y Suministros 
para fortalecer la eficacia nutricional del Programa 
Vaso de Leche del Perú»,147 y lo presentó en abril del 
2010. En dicho documento se propone una serie de 
recomendaciones para mejorar el proceso de compras 
del Vaso de Leche.

4.4.4.Capacitación y promoción de la ética 

El Código de Ética de la Función Pública constituye el 
estándar del comportamiento ético de los funcionarios 
estatales. La Ley del Código de Ética de la Función 
Pública y su reglamento indican las responsabilidades 
del Órgano de la Alta Dirección o Secretaría General 
de la Entidad para difundir sus preceptos, incentivos y 
sanciones, así como realizar campañas de difusión.

Sin embargo, a pesar de lo expuesto, todavía es 
necesario que los programas sociales establezcan más 
y mejores mecanismos de participación ciudadana para 
que los ciudadanos  —beneficiarios o no beneficiarios— 
conozcan los detalles de la ejecución del gasto y, de 
este modo, puedan estar al tanto del avance en la 
implementación de sus acciones. 

Además, es vital contar con mecanismos que hagan 
posible que los ciudadanos intervengan activamente, 
con sugerencias y acciones de fiscalización, a través 
de instancias de participación con autonomía y 
reconocimiento. Ello es aun un reto en el Perú pues 

147	 Banco Mundial. Mejorando el Proceso de Adquisiciones y 
Suministros para fortalecer la eficacia nutricional del Programa Vaso 
de Leche del Perú. Op. cit. Es utilizado para la elaboración del presente 
reporte.
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la ciudadanía no está acostumbrada a participar y el 
Estado se muestra poco permeable a ella. 

Tomando en consideración los argumentos de Nuria 
Cunnil, Felipe Hevia, a propósito de programas sociales de 
transferencia condicionada en México y Brasil, afirma que:

	 […] los mínimos necesarios para hablar de control 
social son dos: autonomía de los sujetos que ejercen 
el control y recursos de poder que les permitan 
ejercer este control […]148

Lo que esta idea pretende remarcar es que las instancias 
de participación promovidas por los programas sociales 
deben aparejar mecanismos efectivos que avalen la 
oposición de los ciudadanos a decisiones que pueden 
ir en contra de sus intereses. Por ejemplo, considérese 
la autonomía para proponer nuevas sedes para la 
realización de los pagos o elaborar y aprobar sus 
propios reglamentos de operación —o por lo menos que 
se confeccionen con participación de los miembros de 
las instancias de participación ciudadana—. 

Respecto de los recursos de poder, en el plano 
internacional, es oportuno reparar en los casos de Brasil 
y México, donde las instancias de control ciudadano 
no cuentan con recursos económicos o políticos para 
incidir en las decisiones de las autoridades acerca de los 
programas. Sus sugerencias, finalmente, no producen 
de manera efectiva cambios en la gestión.149

148 Hevia, Felipe. Op. cit., p. 10.
149 Hevia, Felipe. Op. cit., p. 9.
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4.5. 	 Mecanismos participativos de monitoreo y 
evaluación de las políticas

Los sistemas de monitoreo y evaluación son mecanismos 
importantes para prevenir las vulnerabilidades ante 
la corrupción de los programas sociales habilitadores. 
Tales mecanismos permiten conocer la evolución en la 
ejecución de los programas, y asimismo, las principales 
dificultades que se presentan en el curso de dicha 
ejecución. Como se ha señalado anteriormente, con los 
resultados de los análisis de medio término se puede 
efectuar ajustes a las actividades para fortalecer 
su implementación. Asimismo, éstos contribuyen al 
reconocimiento de las dificultades. 

En el caso de las vulnerabilidades y circunstancias 
riesgosas frente a la corrupción, los resultados del 
monitoreo identificarían filtraciones y problemas 
de focalización, así como obstáculos relativos a las 
transferencias y pago de beneficios. Con los hallazgos 
del monitoreo se podría adoptar medidas que corrijan 
los problemas. 

4.5.1. Monitoreo y evaluaciones internas

Como se ha explicado antes, el monitoreo permanente 
de los programas sociales y las evaluaciones realizadas 
internamente son fuentes de información relevante 
para reducir los posibles espacios para la corrupción 
en su gestión. Un adecuado monitoreo permite que 
una institución sea flexible a los cambios y que las 
modificaciones necesarias puedan efectuarse más 
rápidamente.
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En el caso de las evaluaciones, las de diagnóstico e 
intermedias son particularmente útiles para combatir 
los problemas. Asimismo, la información que con ellas 
se recoja será fundamental para plantear los cambios 
requeridos para mejorar la gestión de los programas 
sociales habilitadores.

Los programas sociales deben utilizar oportunamente 
la información obtenida en los procesos de monitoreo 
y evaluación. Para tal fin es necesario que la gestión 
involucre una disposición al cambio. 

Finalmente, para que los cambios propuestos se 
concreten es necesario que la responsabilidad del 
seguimiento esté claramente definida. 

4.5.2. Sistemas de información actualizados

Este acápite se refiere a la incorporación de la tecnología 
para mejorar la implementación y el monitoreo de los 
programas sociales habilitadores. 

En ese sentido, los sistemas de información son 
importantes para el monitoreo y evaluación de los 
programas sociales, según se sostiene, pues proveen 
de primera mano y rápidamente datos relativos a 
actividades ejecutadas, montos gastados, beneficiarios, 
ubicación, así como efectividad del sistema de pagos de 
beneficios, entre otros rubros. 

Por ello es recomendable contar con tecnologías 
que generen verdaderos sistemas de gestión de la 
información, que hagan interfases con otros sistemas 
y complementen los datos para la adopción de 
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decisiones.150 La información organizada de tal modo 
sustenta la realización de evaluaciones de metas, 
resultados e impactos de los programas.151 
Adicionalmente, un eficiente sistema de información y 
monitoreo garantiza un constante seguimiento de los 
indicadores que miden la efectividad de los programas 
sociales habilitadores. Por ejemplo, permite:

yy Identificar las características socioeconómicas 
de los beneficiarios;

yy Medir los avances en el cumplimiento de los 
objetivos de los programas respecto de las 
líneas de base;

yy Establecer correspondencias entre el gasto 
de los programas y el cumplimiento de los 
objetivos;

yy Identificar rápidamente las regiones, 
provincias y/o distritos donde actúan los 
programas y verificar su necesidad en dichos 
lugares.

Con tal información también se puede corroborar la 
correcta focalización e inscripción de beneficiarios y 
reducir los riesgos de filtraciones y sub–cobertura, 
entre otras consecuencias perniciosas de la ineficaz 
implementación de los programas sociales. 

Un ejemplo de aplicación de este tipo de tecnologías es 
el Sistema de Información de Asuntos Sociales (SIAS), 
que representa un avance porque permite acceder en 
un solo lugar a la información de varios programas. Sin 
embargo, como se advirtió anteriormente, es urgente 

150 	Cf. Vermehren, Andrea. Op. cit.
151 	Davis, Shelton, Gacitúa, Estanislao y Sojo, Carlos (ed.). Op. cit.
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incorporar otros programas sociales y estandarizar 
variables de control.

Otro ejemplo es el Programa Wawanet del Wawa Wasi, 
de acceso libre para quien recurra a la Internet, mediante 
el cual se puede observar de forma individualizada los 
logros y cambios en niñas y niños beneficiarios respecto 
de sus condiciones de salud, nutrición, crecimiento 
y desarrollo. Además, recoge información sobre las 
familias de los beneficiarios, los integrantes de los 
comités de gestión a cargo de los servicios, los miembros 
de la junta directiva, las socias de cocina y las madres 
cuidadoras.

Asimismo, el SIS utiliza el aplicativo Siasis (Sistema 
Integrado de Aseguramiento SIS). Es una plataforma 
Web mediante la cual se ingresa la ficha socioeconómica 
de cada asegurado, así como a los formatos de inscripción, 
afiliación, atención y actualización de datos. Asimismo 
brinda soporte al SIS en diferentes procesos como la 
supervisión, la transferencia de pagos, la información 
para la gestión y el soporte al proceso de quejas y 
reclamos.

Con relación a los sistemas de información, cabe 
destacar el reciente inicio de la ejecución del Sistema de 
Programación y Gestión por Metas y Resultados (Sigob 
– PERÚ), un sistema que, a través de mecanismos de 
control de los procesos de ejecución, se propone identificar 
las restricciones legales, administrativas, políticas o 
comunicacionales que impiden el cumplimiento de las 
metas de diferentes iniciativas estatales. El sistema, 
diseñado por el PNUD, contempla, entre los programas 
sociales habilitadores, a JUNTOS y Agua para Todos, 
entre otros proyectos públicos.152

152 	V. Decreto Supremo 038-2010-PCM del 26 de marzo del 2010. 
La iniciativa, según una nota de prensa de la PCM, ha empezado a 
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4.5.3. Evaluaciones externas

Así como el monitoreo y la evaluación internos 
adquieran una suma relevancia para redefinir acciones 
en la ejecución de los programas sociales habilitadores, 
las evaluaciones externas también cumplen un rol 
importante. Por evaluaciones externas se debe entender 
a aquellas realizadas por agentes externos al propio 
programa —estatales o privados—, una vez finalizada 
la ejecución de alguno de los procesos, así como las 
llamadas evaluaciones de impacto —ex post— que se 
realizan transcurrido algún tiempo de haber terminado 
la implementación de los programas. 

Finalmente, cabe señalar que los medios de 
comunicación y la academia ejercen otro tipo de control 
externo, siempre que su seguimiento sea crítico.153

implementarse en febrero del 2011. En: <http://www.pcm.gob.pe/
Prensa/ActividadesPCM/2011/Febrero/08-02-11.html> (consulta del 15 
de febrero del 2011).
153 Hevia, Felipe. Op. cit., p. 11.





CONCLUSIONES

A. 	 Sobre los programas sociales y los derechos 
fundamentales 

1. 	 Los programas sociales son la expresión de la 
política social del Estado destinada a garantizar 
la vigencia de los derechos fundamentales de 
las personas pobres, extremadamente pobres y 
excluidas.

2. 	 Los actos de corrupción y otras faltas contra la 
ética pública que se verifican al interior de las 
entidades públicas amenazan la vigencia de los 
derechos fundamentales. Por ello, y en razón del 
mandato de defensa de derechos de la persona y 
la comunidad que la Constitución prescribe en su 
artículo 162º, la Defensoría del Pueblo ha asumido 
un rol activo en los esfuerzos del Estado peruano 
por prevenirla y combatirla. En este contexto se 
ubica la presente investigación, la cual busca 
contribuir al fortalecimiento de la ética pública en 
la ejecución de los programas sociales del Estado.

3. 	 En la Defensoría del Pueblo se ha elegido analizar 
los programas sociales habilitadores o del Eje 1: 
Desarrollo de capacidades humanas y respeto de los 
derechos fundamentales —según el Plan Nacional 
para la Superación de la Pobreza— porque, a 
través de ellos, se busca asegurar el ejercicio de una 
amplia gama de derechos fundamentales, debido 
a que concentran más del 60% del presupuesto 
público destinado a programas sociales, y porque 
ha recibido un número significativo de quejas de la 
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ciudadanía relativas a ellos en los períodos 2009 y 
2010 (432 quejas, 219 fundadas).  

B. 	 Sobre los programas sociales habilitadores 
y sus vulnerabilidades frente a actos de 
corrupción

4. 	 En su tarea preventiva frente a los actos de 
corrupción, en la Defensoría del Pueblo se 
analizaron las condiciones de vulnerabilidad que 
afectan a los programas sociales habilitadores. 
Las vulnerabilidades son aquellos espacios o 
debilidades en los procesos internos que permiten 
el potencial desarrollo de actos de corrupción o su 
ocultamiento. Las vulnerabilidades comunes a los 
programas sociales se producen cuando:

(i) 	 Se delega una función administrativa en 
terceros, beneficiarios o no beneficiarios, de la 
implementación de los programas sociales, y 
se carece de los mecanismos requeridos para 
controlar su accionar.

(ii) 	 Se genera una alta concentración de la oferta 
en escasos proveedores o los procedimientos 
posibilitan el beneficio de un reducido número de 
proveedores. 

(iii)	 Cuando los mecanismos de control de los 
programas sociales hayan demostrado reiterada y 
consistentemente su ineficacia o insuficiencia para 
prevenir y conjurar los actos de corrupción.

(iv) Los programas sociales carecen de fluidos 
mecanismos de información y comunicación o 
los existentes son insuficientes para prevenir o 
combatir el poder monopólico, la discrecionalidad 
y la falta de rendición de cuentas.
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C. 	 Sobre el estudio de caso del Programa 
JUNTOS: Vulnerabilidades y circunstancias 
riesgosas para la comisión de actos de 
corrupción

5. 	 Con el propósito de ilustrar el análisis de las 
condiciones de vulnerabilidad detectadas en los 
programas sociales habilitadores se efectuó un 
estudio de caso que contempló la utilización de 
herramientas de investigación, que complementaron 
a la investigación normativa, documental y 
bibliográfica, y que validó sus conclusiones con 
las quejas del Comité Nacional de Supervisión 
y Transparencia de JUNTOS y de la propia 
Defensoría del Pueblo. El objeto de estudio fue 
JUNTOS, programa emblemático de transferencias 
económicas condicionadas al cumplimiento de 
requisitos relacionados con servicios públicos de 
salud y nutrición, educación e identidad —entre 
otros motivos— por su estrecha relación con el 
ejercicio de diversos derechos fundamentales.

6. 	 En el estudio de JUNTOS se identificaron 
circunstancias riesgosas para la comisión de actos 
de corrupción que respondían a las condiciones 
de vulnerabilidad previamente señaladas y que 
fueron presentadas de acuerdo con algunos de 
los procesos fundamentales de implementación 
del Programa: afiliación, corresponsabilidades 
en salud–nutrición y educación, transferencia de 
incentivo monetario y suspensión del programa. 
Las circunstancias riesgosas son supuestos 
de hecho en los que se podría verificar actos de 
corrupción en el marco de una condición de 
vulnerabilidad. Se detectaron las siguientes:
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6.1. 	 En el proceso de afiliación, en el sub-proceso 
de validación comunal, se detectó una 
vulnerabilidad expresada en la delegación 
de funciones administrativas en terceros sin 
que existan las condiciones para controlar 
su actuación: autoridades locales pueden 
ejercer presión y conseguir que JUNTOS 
acoja como beneficiarios a personas que no 
forman parte de su población–objetivo.

6.2. 	 En la afiliación a JUNTOS, en el sub-proceso 
de afiliación, se señala como vulnerabilidad 
a la insuficiencia de los mecanismos de 
información que podría permitir, por ejemplo, 
acuerdos entre promotores y beneficiarios para 
simular el cumplimiento de condicionalidades 
a cambio de una ventaja o beneficio indebido. 
Si bien no se registraron quejas por este 
motivo, sí se encontraron casos que podrían 
evidenciar sus consecuencias.

6.3. En el proceso de corresponsabilidades en 
salud–nutrición y educación se detectaron 
diversas vulnerabilidades y circunstancias 
riesgosas. Se verificó la vulnerabilidad de 
que terceros ejerzan funciones delegadas 
en JUNTOS sin el suficiente control, lo que 
podría permitir, por ejemplo, que personal de 
salud realice cobros indebidos por la atención 
o que docentes soliciten cuotas u otras 
ventajas y beneficios —también indebidos—, 
así como la celebración de acuerdos para 
registrar atenciones de salud o asistencias a 
clase que no se han producido. Otra condición 
de vulnerabilidad hallada en el proceso de 
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corresponsabilidades en salud y educación 
se refiere a la ineficacia de los mecanismos 
de control, que se expresaría en convenios 
fraudulentos entre promotores de JUNTOS 
y personal de salud o educación, concertados 
para defraudar a los beneficiarios.

6.4. 	 En el proceso de transferencia de dinero, 
la vulnerabilidad frente a la corrupción se 
detectó en la insuficiencia de los mecanismos 
de información y, fundamentalmente, en la 
delegación de facultades en terceros, en este 
caso, representantes del Banco de la Nación 
o de empresas transportadoras de dinero, 
sin contar con los mecanismos de control 
necesarios. Las vulnerabilidades se podrían 
manifestar, según la investigación, en que 
no se entregue el incentivo económico, se 
realicen pagos incompletos o se entreguen 
billetes falsos a los beneficiarios.

6.5. 	 Finalmente, en el proceso de suspensión, la 
investigación arrojó que la vulnerabilidad 
frente a la corrupción se puede ver en 
la insuficiencia de los mecanismos de 
información y, se podría reflejar en actos 
corruptos como acuerdos para no suspender 
a un beneficiario de JUNTOS.

D. 	 Sobre los mecanismos para combatir la 
vulnerabilidad de los programas sociales 
frente a la comisión de actos de corrupción

7. 	 Respecto de las vulnerabilidades y circunstancias 
riesgosas frente a la corrupción, la Defensoría 
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del Pueblo propone una serie de medidas cuyo 
propósito es contribuir a la prevención de los actos 
corruptos y la consolidación de la ética pública en 
los programas sociales habilitadores. 

7.1. 	 En primer término, se recomienda fortalecer 
la articulación interinstitucional en la 
implementación de los programas sociales 
habilitadores para atender los problemas 
de los ciudadanos pobres y excluidos de 
manera integral. Para ello, cabe destacar la 
necesidad de una actuación protagónica y 
dotada de plenas facultades de la CIAS.

7.2. 	 Para garantizar el derecho fundamental de 
acceso a la información pública, así como el 
cumplimiento del deber de transparencia, 
además de contribuir a la efectividad de 
los programas sociales habilitadores, se 
sugiere profundizar el desarrollo de los 
mecanismos de transparencia y acceso a la 
información. Para documentar la propuesta 
se efectuó un análisis de transparencia 
de los programas sociales basado en la 
información consignada en sus páginas Web 
y se concluyó que el SIS presenta el sitio 
más completo en la Internet. Se incidió, 
asimismo, en la necesidad de publicitar los 
registros de beneficiarios en tanto no se 
vulnere el derecho a la intimidad personal y 
familiar de las personas.

7.3. 	 Se reconocen las bondades de mecanismos de 
control institucionales, como las comisiones 
de ética y las auditorías. Asimismo, se 
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enfatiza la relevancia del rol asignado a la 
Contraloría General de la República y los 
demás órganos del Sistema Nacional del 
Control.

7.4. Se resalta la existencia de mecanismos 
de participación, vigilancia ciudadana y 
rendición de cuentas como los sistemas de 
quejas y denuncias, las veedurías ciudadanas 
y las encuestas o estudios para la prevención 
de la corrupción mediante el ejercicio ético.

7.5. 	 Finalmente, se considera que los mecanismos 
participativos de monitoreo y evaluación 
de políticas son fundamentales en la tarea 
de evitar que se presenten condiciones 
vulnerables para la corrupción. Entre ellos 
se destaca al monitoreo, a las evaluaciones 
internas, a los sistemas de información 
actualizados, así como a las evaluaciones 
externas.
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RECOMENDACIONES

AL CONTRALOR GENERAL DE LA 
REPÚBLICA, COMO TITULAR DEL ÓRGANO 
SUPERIOR DEL SISTEMA NACIONAL DEL 

CONTROL

1. 	 A FORTALECER la capacidad operativa de 
los órganos del Sistema Nacional de Control 
para realizar el control gubernamental, interno 
y externo, sobre los procesos de los programas 
sociales habilitadores del Estado, específicamente 
cuando se constaten, en ellos, condiciones de 
vulnerabilidad y circunstancias riesgosas frente a 
la corrupción. Se recomienda INTENSIFICAR el 
control gubernamental, desarrollado de acuerdo 
con lo dispuesto en la Ley N° 27785, cuando se 
verifiquen las siguientes vulnerabilidades:

(i) 	 La delegación de una función administrativa 
en terceros y la carencia o insuficiencia de los 
mecanismos implementados para controlar su 
accionar;

(ii) 	 La generación de una alta concentración de la 
oferta de un bien o servicio en escasos proveedores;

(iii)	 La inoperancia o insuficiencia reiterada y 
consistente de los mecanismos de control 
implementados para prevenir y conjurar actos de 
corrupción;

(iv) 	 La carencia o insuficiencia de mecanismos fluidos 
de información y comunicación para prevenir 
o combatir, en general, el poder monopólico en 
la toma de decisiones, la discrecionalidad no 
controlada y la falta de rendición de cuentas;
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Así como respecto de las circunstancias riesgosas frente 
la corrupción identificadas en JUNTOS.

AL PRESIDENTE DEL CONSEJO DE MINISTROS

2. 	 A aDOPTAR las medidas tendentes a asegurar 
una adecuada articulación interinstitucional e 
intergubernamental —entre el gobierno nacional, 
los gobiernos regionales y los gobiernos locales— 
para implementar los programas sociales, en 
especial, de los programas sociales habilitadores. 
Para ello, en el marco de lo establecido por la Ley 
N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, y 
la Resolución Ministerial N° 169-2009-PCM, se 
recomienda FORTALECER las capacidades de la 
CIAS para que cumpla eficazmente sus funciones 
de dirigir, articular, coordinar y establecer los 
lineamientos de la política y el gasto social, así 
como de supervisar su cumplimiento. Ello debe 
implicar una coordinación constante y consistente 
que permita la articulación de acciones para 
alcanzar los objetivos trazados.

3. 	 A DISEÑAR e IMPLEMENTAR sistemas 
informáticos que faciliten la comunicación 
interinstitucional y la transmisión de datos entre 
los programas sociales habilitadores con el fin de 
contribuir con el logro de sus objetivos.
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AL PRESIDENTE DEL CONSEJO DE MINISTROS; 
A LA MINISTRA DE LA MUJER Y DESARROLLO 
SOCIAL; AL MINISTRO DE SALUD; AL 
MINISTRO DE VIVIENDA, CONSTRUCCIÓN Y 
SANEAMIENTO; Y A LOS ALCALDES DE TODAS 
LAS MUNICIPALIDADES DEL PAÍS 

4. 	 A PROFUNDIZAR en el desarrollo e 
implementación de mecanismos que favorezcan 
la transparencia, el acceso a la información 
pública y la vigilancia ciudadana señalados por 
la legislación de la materia (Ley N° 27806; su 
reglamento, aprobado por Decreto Supremo N° 
072-2003-PCM; y su Texto Único Ordenado, 
aprobado por Decreto Supremo N° 043-2003-PCM) 
respecto de los programas sociales habilitadores; 
a APLICAR, cuando no lo hubiesen hecho, los 
«Lineamientos para la implementación del Portal 
de Transparencia Estándar en las entidades 
de la Administración Pública» (contenidos en 
la Directiva 01-2010/PCM-SGP, aprobada por 
Resolución Ministerial N° 200-2010-PCM) 
acerca de dichos programas sociales. A CREAR, 
asimismo, sitios Web autónomos para cada 
programa social —que no sean un vínculo dentro 
de la página del sector que lo ejecuta—, y que 
contengan como mínimo la información prevista 
en la legislación y los lineamientos de la PCM 
respecto de la transparencia y el acceso a la 
información pública.

5. 	 A PUBLICITAR la información del Registro 
Único de Beneficiarios de los Programas Sociales 
que permita verificar la adecuada afiliación, 
evitar filtraciones, sub-coberturas y duplicaciones 
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en las prestaciones de los programas sociales, 
salvaguardando el derecho a la intimidad personal 
y familiar de los ciudadanos. 

6. 	 A FORTALECER y FACILITAR las tareas 
que desarrollen los mecanismos de control 
institucionales internos existentes —unidades 
o comisiones de ética y auditorías internas—; y 
otros que llevan a cabo las entidades integrantes 
del Sistema Nacional de Control. 

7. 	 A INCENTIVAR la formulación de sistemas de 
quejas y denuncias por corrupción y otras faltas 
contra la ética pública en cada una de las entidades 
ejecutoras de los programas sociales habilitadores, 
así como IMPLEMENTAR O PERFECCIONAR 
mecanismos de protección para informantes, 
testigos y personas perjudicadas.

8. 	 A CAPACITAR a sus funcionarios y servidores 
en los contenidos del Código de Ética de la Función 
Pública, fundamentalmente en los principios, 
deberes y prohibiciones éticas que prescribe.

AL PRESIDENTE DEL CONSEJO DIRECTIVO 
DEL PROGRAMA NACIONAL DE APOYO 
DIRECTO A LOS MÁS POBRES (JUNTOS)

9. 	 A ADOPTAR las medidas pertinentes para prevenir 
la ocurrencia de faltas contra la ética pública al 
interior de JUNTOS, especialmente de aquellas 
detectadas en el presente informe, referidas a 
los procesos de afiliación, corresponsabilidades 
en salud-nutrición y educación, transferencia de 
incentivo monetario y suspensión del programa. 
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En tal sentido, se RECOMIENDA:

(i) 	 En el proceso de afiliación:

- 	 a que, en las asambleas de validación 
comunal, se asegure la participación de 
representantes del Sistema Nacional 
de Control y de los Comités Locales de 
Supervisión y Transparencia del programa; 
y que, tras la realización de dicha asamblea, 
los promotores de JUNTOS se cercioren de 
que las personas incluidas pertenezcan al 
grupo de beneficiarios preestablecido por el 
Programa.

- 	 a que la suscripción del acuerdo de afiliación 
se realice en presencia de los miembros de 
las comunidades, en una suerte de segunda 
asamblea comunal posterior a la validación; 
y que, de ser posible, asistan a dicho acto 
representantes del Sistema Nacional 
de Control y de los Comités Locales de 
Supervisión y Transparencia de JUNTOS. 

(ii)  En el proceso de corresponsabilidades en 
salud–nutrición y educación,

- 	 a que se brinde mayor información a los 
beneficiarios respecto de las obligaciones que 
imponen las corresponsabilidades.

- 	 a que se incrementen las capacidades 
institucionales para que los promotores 
del programa realicen una supervisión 
más constante y directa en relación con las 
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tareas del personal de salud y de educación 
en la verificación del cumplimiento de las 
condicionalidades de los beneficiarios. Se 
sugiere que las supervisiones se lleven a cabo 
de manera inopinada y con mayor frecuencia 
que en la actualidad. En esas tareas, se insta 
a involucrar a los miembros de los Comités 
Locales de Supervisión y Transparencia 
y, fundamentalmente, a representantes 
del Sistema Nacional de Control. En el 
mismo sentido, a fortalecer los vínculos con 
las organizaciones de base  para que los 
beneficiarios de JUNTOS puedan denunciar 
o presentar, a través de ellas, quejas sobre 
actuaciones reñidas con la ética pública y que 
sean puestas en conocimiento del programa 
mediante el contacto interinstitucional.

(iii) En el proceso de transferencia de incentivo 
monetario,

- 	 a que representantes del Sistema Nacional 
de Control, promotores de JUNTOS, así 
como representantes de los Comités Locales 
de Supervisión y Transparencia, acompañen 
las operaciones de pago. En tal sentido, a 
fortalecer los vínculos con las organizaciones 
de base para que canalicen las denuncias o 
quejas de sus integrantes.

(iv) 	 En el proceso de suspensión del programa,

- 	 a involucrar a los miembros de los Comités 
Locales de Supervisión y Transparencia con el 
fin de asegurar su adecuado desarrollo. A que 
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fortalezcan los vínculos con las organizaciones 
de base para promover la denuncia o queja de 
inconductas éticas por parte de promotores del 
programa que, arbitrariamente, emprendan 
acciones para suspender e, incluso, desafiliar 
a beneficiarios.
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Anexo 1

Desagregado del Cuadro/Gráfico 10: Nivel 
de transparencia de los programas sociales 

habilitadores de acuerdo con la revisión de sus 
sitios Web

A continuación se presenta el desagregado del Cuadro/
Gráfico 10: Nivel de transparencia de los programas 
sociales habilitadores de acuerdo con la revisión de sus 
sitios Web, a fin de que se pueda evaluar el análisis 
realizado, que comprende la revisión de la información 
de los siguientes documentos: 

1A
Información publicada sobre presupuesto y contrataciones de 

programas sociales del Eje 1

Entidad Programas
Programa 
con página 
Web/ sitio 

Web

Presupuesto Contrataciones y 
Adquisiciones

PIA PIM
Plan 
anual 
CAE

Procesos 
CAE

PCM JUNTOS   Sí Sí No Sí Sí

MVCS

Agua para 
Todos

Pronasar y 
otros Sí No (Sí 

Pronasar)
No (Sí 

Pronasar)
No (Sí 

Pronasar)
No (Sí 

Pronasar)

Techo Propio   Sí No No No No

Mejora-
miento de 
Barrios y 
Pueblos

Mejorando 
Mi Pueblo Sí No No No No

Mejora-
miento de 
Mi Barrio

Sí No No No No

La Calle de 
Mi Barrio Sí No No No No

PPAEU en 
Lima 
y el Callao

Sí No No No No
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Gobiernos 
Locales

Vaso de 
Leche   No

Complemen-
tación 
Alimentaria

  Sí No No No No

Mimdes

Wawa Wasi   Sí Sí Sí No No

Programa 
Integral de 
Nutrición

  Sí No No No No

Minedu Pronama   Sí Sí No No No

Minsa SIS   Sí Sí Sí Sí Sí

Fuente: Revisión de sitios Web entre el 30 de agosto y el 30 de 
septiembre del 2010.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.

Como se puede ver, solo el SIS publica el 100% de la 
información sobre presupuesto y contrataciones de 
programas sociales. Sorprende que, en la mayoría de 
los casos, no se pueda encontrar información referente 
a presupuestos pese a tratarse de programas públicos. 
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1B
Información publicada sobre personal y planificación de programas sociales del 

Eje 1

Enti-
dad Programas

Personal Planificación
Res-
pon-

sables 
de 

trans-
paren-

cia

Fun-
ciona-
rios

Gas-
tos de 
perso-

nal

Indica-
dores de 
gestión 
(evalua-
ción de 
desem-
peño)

PESM PEI POI

Pro-
yectos 

de 
inver-
sión

PCM JUNTOS   Sí Sí Sí Sí No No Sí Sí

MVCS

Agua 
para 
Todos

Pronasar 
y otros No No

No (Sí 
Prona-
sar)

No (Sí 
Prona-
sar)

No No No
No (Sí 
Prona-
sar)

Techo 
Propio   No No No No No No No No

Mejora-
miento 
de Ba-
rrios y 
Pueblos

Mejorando 
Mi Pueblo No No No No No No No No

Mejora-
miento de 
Mi Barrio

No No No No No No No No

La Calle 
de Mi 
Barrio

No No No No No No No No

PPAEU 
en Lima y 
el Callao

No No No No No No No No

Go-
biernos 
Locales

Vaso de 
Leche   No existe un sitio Web que integre toda la información 

sobre el programa
Com-
plemen-
tación 
Alimen-
taria

  No No No No No No No No

Mim-
des

Wawa 
Wasi   Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí No

Pro-
grama 
Integral 
de Nu-
trición

  No No No No No No No No

Mine-
du

Prona-
ma   No Sí No No No Sí Sí No

Minsa SIS   Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí

Fuente: Revisión de sitios Web entre el 30 de agosto y el 30 de 
septiembre del 2010.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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1C
Información general publicada por los Programas Sociales del Eje 1

Enti-
dad

Progra-
mas

Pro-
yectos

Información institucional
Mi-

sión/
valo-
res/

visión

Fun-
ciones/
objeti-

vos

Mar-
co 
Le-
gal

ROF MOF CAP PAP TUPA
Orga-
nigra-

ma

Soli-
citud 
Trans-
paren-

cia
PCM JUN-

TOS Sí Sí Sí No No No No No Sí Sí

MVCS

Agua 
para 
Todos

Prona-
sar y 
otros

Sí (Sí) Sí (Sí) Sí No No No No No No No

Techo 
Propio   No Sí Sí No No No No No No No

Mejora-
miento 
de Ba-
rrios y 
Pueblos

Mejo-
rando 
Mi 
Pueblo

No Sí No No No No No No No No

Mejora-
miento 
de Mi 
Barrio

No No No No No No No No No No

La 
Calle 
de Mi 
Barrio

No No No No No No No No No No

PPAEU 
en Lima 
y el 
Callao

Sí Sí No No No No No No No No

Go-
biernos 
Locales

Vaso de 
Leche   No existe un sitio Web que integre toda la información sobre el 

programa
Com-
plemen-
tación 
Alimen-
taria

No Sí No No No No No No No No

Mim-
des

Wawa 
Wasi   Sí Sí No No No No No No No No
Pro-
grama 
Integral 
de Nu-
trición

  No No No No No No No No No No

Minedu Pronama   Sí Sí Sí No No No Sí No Sí No

Minsa SIS   Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí

Fuente: Revisión de sitios Web entre el 30 de agosto y el 30 de setiembre del 2010.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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154  	MYC: Monitoreo y Control.
155	 Canales de difusión para los beneficiarios. 
156  	Descripción clara de los criterios de focalización y las características 
de los beneficiarios a quienes está dirigido el programa.
157 	Requisitos para ser beneficiario: documentación requerida para 
inscribirse en el programa.
158 	Información sobre el procedimiento que se debe seguir para 
participar o inscribirse en el programa.

1D
Información adicional publicada sobre programas sociales del Eje 1

Enti-
dad

Progra-
mas

Otros Para participar
Infor-

mes de 
MYC154

Padrón 
de bene-
ficiarios

Difu-
sión155

Benefi-
ciarios156

Requi-
sitos157

Cómo 
partici-
par158

Servicios 
de 

atención
PCM JUNTOS Sí Sí Sí Sí Sí Sí Sí

MVCS

Agua 
para 
Todos

No No
No (Sí 
Prona-

sar)
Sí Sí Sí Sí

Techo 
Propio No No Sí Sí Sí Sí Sí

Mejora-
miento de 
Barrios y 
Pueblos

No No No No Sí Sí No
No No No Sí Sí Sí No
No No No Sí Sí Sí No
No No No No No No No

Go-
biernos 
Locales

Vaso de 
Leche

 No existe un sitio Web que integre toda la información sobre el 
Programa

Com-
plemen-
tación 
Alimen-
taria

No No No Sí No No No

Mimdes

Wawa 
Wasi Sí No Sí Sí No No Sí

Programa 
Integral 
de 
Nutrición

No No No Sí No No Sí

Minedu Pronama No No Sí Sí No Sí Sí
Minsa SIS Sí No Sí Sí Sí Sí Sí

Fuente: Revisión de sitios Web entre el 30 de agosto y el 30 de 
septiembre de 2010.
Elaboración: Defensoría del Pueblo.
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JUNTOS es el programa que brinda mayor información 
a la ciudadanía. Sin embargo, cabe resaltar que el 
Wawanet del Wawa Wasi, el Sistema GIS del Pronama 
y el Siasis del SIS son iniciativas muy importantes 
porque su objetivo es brindar mayor información de 
la gestión de los programas sociales habilitadores y 
favorecer la fiscalización. 



175

Anexo 2

Herramientas cualitativas empleadas para la 
elaboración del Estudio de Caso: JUNTOS

Algunos instrumentos que se utilizaron para analizar 
los procesos esenciales de JUNTOS son: 

a)	 Metodología participativa: Taller de trabajo con 
alcaldes.

b)	 Cuestionario orientado a beneficiarios de 
JUNTOS.

c)	 Entrevistas estructuradas en profundidad con 
funcionarios que dirigen el programa. Para 
ello, se consideraron dos niveles: un grupo de 
funcionarios de la sede central, particularmente  
los nueve directivos, gerentes y/o subgerentes 
que administran el Programa y 40 promotores 
regionales, quienes son el punto de contacto con 
los beneficiarios.  

d)	 Entrevistas en profundidad con expertos en la 
materia del sector público y de la sociedad civil. 

Aplicación de instrumentos

A continuación se presenta la información y los formatos 
de cada una de las herramientas seleccionadas: 

A)	 Taller de Alcaldes: percepción de los alcaldes 
sobre la presencia de JUNTOS

Taller desarrollado con tres ex alcaldes de distritos de 
la Provincia de Otuzco, Región La Libertad donde se 
aplica el Programa. La reunión se llevó a cabo el día 
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20 de marzo del año 2010. Debido al escaso número 
de personas entrevistadas y al no ser una muestra 
representativa, la información relevada solo se podrá 
considerar como referencial, no pudiéndose realizar 
ninguna generalización sobre sus resultados.

El taller tuvo tres momentos metodológicos: (i) 
Precisiones conceptuales acerca de la corrupción; (ii) 
Identificación, priorización y selección de las principales 
experiencias; (iii) Intercambio de información, debate, 
consolidación de la información de las principales 
lecciones aprendidas sobre la materia. 

B)	 Cuestionario dirigido a beneficiarios de 
JUNTOS

La aplicación de este instrumento estuvo orientada a 
obtener información respecto de la correcta aplicación 
del programa y la recepción de los beneficios que otorga. 
Se trata de información calificada, aunque no sea 
estadísticamente válida. Los informantes fueron elegidos 
aleatoriamente y, se obtuvieron 100 encuestas en algunas 
regiones donde opera el Programa —Ayacucho, Junín, 
Cusco y La Libertad—. 

C)	 Entrevistas a funcionarios de JUNTOS

Realizadas a 7 funcionarios del programa de la sede 
en Lima, quienes conocen su funcionamiento a nivel 
macro, y a 40 promotores de JUNTOS —en Ancash, 
Cusco, Junín, La Libertad y Pasco—, quienes tienen 
el contacto principal con los beneficiarios, así como 2 
entrevistas con representantes del Comité Nacional de 
Supervisión y Transparencia.
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D)	 Entrevistas en profundidad con expertos en 
la materia del sector público y de la sociedad 
civil

Se realizaron entrevistas con funcionarios de sectores 
vinculados —Ministerio de Economía y Finanzas, 
2 personas— y la ex secretaria técnica de la CIAS. 
Adicionalmente se entrevistó a dos ex-miembros del 
Directorio de JUNTOS —2—, además de especialistas 
e investigadores que trabajan la temática de corrupción 
y/o programas sociales —2—. 



José Gálvez 1549 - Lince Telf.: 470-6420  / 472-8273
en el mes de Junio de 2011.
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